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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley. Asimismo, se encontraban presentes el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, Hernán Moya Bruzzone, y la Abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señora Loreto Zubicueta Gallardo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:49, en presencia de 30 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 29ª y 30a, ordinarias, en 11 y 12 de junio, respectivamente, y 31ª, especial, en 17 de junio, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (boletín Nº 8.771-01).



2.- Proyecto que incorpora un título nuevo sobre navegación fluvial en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (boletín Nº 8.913-02).



3.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



4.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



5.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



6.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



7.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



8.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



9.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07).



10.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias psicotrópicas con resultado de lesión o muerte (boletín N° 8.809-07).



11.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08).



12.- Proyecto de ley que modifica el sistema privado de salud, e incorpora un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



13.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



14.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines números 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



15.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o  con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04).



3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



4.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



5.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín N° 8.034-15).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que incrementa las remuneraciones variables que indica para el personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, y otorga bonos que indica (boletín Nº 8.903-04) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados (boletín Nº 8.969-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago:



Con el que comunica la resolución del señor Ministro de Fuero, recaída en la demanda civil en contra de la Ministra de Estado señora Carolina Schmidt Zaldívar, en cuya virtud solicita al Senado que, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, determine si ha o no lugar a la admisión de dicha acción judicial (boletín N° S 1.586-02) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública: 



Adjunta informes de los señores Director Nacional (s) de la Oficina Nacional de Emergencia y Gobernador de la Provincia de Linares, acerca de las medidas correctivas para hacer frente a los niveles hídricos exiguos del suelo, pozos y ríos, situación especialmente crítica en sectores de secano, materia consultada en nombre de la Senadora señora Rincón. 



Remite informes del señor Secretario General de Carabineros de Chile, sobre los siguientes asuntos:



1.- Solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la efectividad de la identificación por el señor Bernardo Caro de sus agresores.



2.- Petición de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre medidas de control de armas en los sectores más expuestos de la Región Metropolitana; rol de la Subsecretaría de Prevención del Delito; dotación de Carabineros en comunas y programas de acompañamiento a los familiares de personas fallecidas por causa de proyectiles perdidos.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:



Responde petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a las condiciones de seguridad eléctrica existentes en el Mercado Central de Concepción con anterioridad al reciente incendio y a los resultados de la fiscalización efectuada por ese organismo.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas (boletín N° 8.861-09) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Conforme a lo acordado por los Comités, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de inhabilidades para integrar el directorio de una sociedad deportiva profesional (boletín N° 7.505-07) (Véase en los Anexos, documento7 ).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Bianchi y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece la elección directa en votación universal del Presidente del Consejo Regional; le otorga iniciativa de ley en materias de tributos que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local, y fija regla para proceder a su remplazo en caso de vacancia del cargo (boletín N° 8.998-06) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



De los Senadores señor Horvath, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Prokurica, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 20.571, con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín N° 8.999-08) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Tuma, con la que proponen un proyecto que modifica la ley Nº 10.383, para eliminar las incompatibilidades entre las prestaciones que la institución previsional correspondiente otorga a sus afiliados.



--Se declara inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito recabar el asentimiento de la Sala a los efectos de establecer un nuevo plazo para la formulación de indicaciones al proyecto que crea la Superintendencia de Educación: hasta el 22 de julio, a las 12.



Ello está concordado con la señora Ministra de Educación.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido recabar el acuerdo de la Sala al objeto de fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, iniciado en mensaje del Presidente de la República y en primer trámite constitucional, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares, con urgencia calificada de “suma”, hasta el miércoles próximo, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde a semana regional.

El señor CHAHUÁN.- Entonces, para la semana siguiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sería para el miércoles 3 de julio, a las 12.

El señor CHAHUÁN.- Muy bien. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado. 



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta referida al Reglamento. 



Se nos ha citado a sesión extraordinaria de la Corporación en reemplazo de la sesión ordinaria que fracasó. Eso significa que la tabla del Orden del Día de esta última es la que nos corresponde tratar ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor ESCALONA.- Y se excluye la hora de Incidentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente. Las sesiones extraordinarias no la contemplan.

El señor ESCALONA.- Perfecto. 



Es lo que quería puntualizar. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solo deseo pedir que esta sesión se entienda como una continuación de la anterior, para todos los efectos reglamentarios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es una sesión extraordinaria, Su Señoría. La tabla a tratar es la que figura en el Orden del Día de la sesión anterior.



Así fue leído en su oportunidad.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solicito recabar la unanimidad de la Sala para que puedan ingresar el señor Subsecretario de Energía y los asesores del señor Ministro del ramo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Su Señoría quiere que entren ahora al Hemiciclo?

El señor PROKURICA.- Cuando se trate el proyecto respectivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. 



Lo veremos en su oportunidad. Porque, por acuerdo de Comités, se resolvió poner en tabla de Fácil Despacho la iniciativa que deroga la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas. 

El señor PROKURICA.- Ojalá se adopte el acuerdo ahora y que ingresen cuando corresponda. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que ingresen a la Sala, en su momento, el señor Subsecretario de Energía y los asesores mencionados?



--Así se acuerda.

)----------(

SOLIDARIDAD CON SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE ANTE SU DELICADO ESTADO DE SALUD

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, aprovecho estos minutos para solicitar que, en nombre del Senado, le enviemos nuestro apoyo al Honorable señor Ruiz-Esquide, dado su delicado estado de salud. Le pido a Dios que lo acompañe, y esperamos tenerlo lo antes posible con nosotros.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, el Senador señor Ruiz-Esquide está internado en la Clínica Las Condes. En estos momentos se encuentra estable, tranquilo, según observamos quienes tuvimos oportunidad de verlo en la mañana de hoy. No obstante, les comunico a Sus Señorías que los médicos están evaluando someterlo a una operación.



Le transmitiremos, como corresponde, la solidaridad y el afecto de toda la Sala del Senado. 

V. FÁCIL DESPACHO

DEROGACIÓN DE INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA POR NO PAGO DE TARIFA O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, con informe de la Comisión de Obras Públicas.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8861-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de la Senadora señora Alvear):


En primer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Obras Públicas: sesión 34ª, en 19 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es precisar que el texto vigente del artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas corresponde al de la norma sustitutiva contenida en la ley N° 20.410, evitando interpretaciones que atribuyen vigencia al texto así sustituido.



La Comisión de Obras Públicas discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, García-Huidobro y Sabag.



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe de la Comisión de Obras Públicas. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular. 



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Obras Públicas vengo en presentar el proyecto que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas.



La iniciativa, originada en moción de la Senadora Soledad Alvear, tiene por finalidad terminar con las interpretaciones contradictorias, particularmente entre los Juzgados de Policía Local y las Cortes de Apelaciones, respecto del monto de las multas que corresponde aplicar a los usuarios que se desplazan por las vías concesionadas sin el tag o sin pagar la tarifa respectiva al concesionario.



Las interpretaciones dicen relación con el monto de la multa vigente que consagra el artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, cuyo texto fue reemplazado en virtud de la ley N° 20.410 que contempló una nueva disposición que rebajó su monto. En la norma reemplazada, la multa equivalía al mayor valor resultante de aplicar dos unidades tributarias mensuales o cuarenta veces el pago incumplido. La nueva disposición estableció que la multa sería equivalente a cinco veces el monto de lo condenado, que corresponde a lo adeudado más intereses y costas, lo que llega a quince veces en caso de reincidencia, con un tope de veinte UTM.



Además, la nueva disposición permite eximirse del pago de la multa si el deudor paga al concesionario lo efectivamente adeudado más intereses corrientes y costas, antes de que los autos queden para fallo.



El problema tiene su origen en que la ley N° 20.410, que contiene múltiples modificaciones, en un artículo transitorio contempló la opción de las concesionarias para que, en el plazo de tres meses de su entrada en vigencia, adhirieran al nuevo régimen o se mantuvieran bajo el sistema antes vigente, sin que ninguna concesionaria se acogiera a la nueva normativa.



En ese contexto surge esta moción con el propósito de aclarar por vía legislativa que el artículo 42, que contiene la multa aplicable a los infractores, operó desde el momento de la publicación de la ley. Se incorporó, de esta manera, un artículo 42 bis, nuevo, que menciona expresamente al artículo 42 entre aquellas disposiciones cuya vigencia se iniciaba desde la publicación de la ley N° 20.410.



El proyecto, tal como lo expresó el señor Secretario, fue aprobado en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, por la unanimidad de los miembros presentes (4 por 0) de la Comisión de Obras Públicas, Senadores señores Escalona, Horvath, Sabag y quien habla.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señor ALVEAR.- Señor Presidente, solo intervengo para agradecer a la Comisión de Obras Públicas del Senado la celeridad en la tramitación de esta iniciativa legal que presenté a propósito del cobro abusivo de que estaban siendo objeto los usuarios de vías concesionadas en nuestro país.



Y digo “abusivos” porque, de acuerdo a la ley N° 20.410, despachada por este Congreso Nacional, nosotros habíamos aprobado rebajar las multas desde 40 veces el monto de lo adeudado, como establecía originalmente la Ley de Concesiones, a 5 veces esa cantidad.



Sin embargo, a raíz de una mala interpretación de algunos  jueces -no todos-, en que la apelación fue permanentemente rechazada por la Corte de Apelaciones, se aplicaba el artículo anterior, vale decir, se seguía aplicando una multa por 40 veces el monto de lo adeudado.



Lo anterior originó nuevamente una verdadera angustia en los usuarios de las rutas concesionadas y motivó la presentación de esta iniciativa legal, la cual fue discutida y aprobada con la debida celeridad por la Comisión de Obras Públicas.



Quiero insistir, señor Presidente, en el hecho de que el proyecto fue despachado con premura, porque muchas veces se dice que el Congreso labora aceleradamente cuando se trata de ciertos temas que interesan al mundo político. Aquí, precisamente, se ha trabajado respecto de una materia que interesa a la ciudadanía, a los miles de usuarios de las autopistas, quienes estaban siendo obligados a pagar injustamente hasta 40 veces el monto de lo adeudado. Más aún, muchas veces, cuando circulaban por las vías de más de una concesionaria, se les agregaba el monto de la multa a esas pasadas adicionales.



Creo que lo propuesto por la iniciativa constituye un tremendo alivio para dichos |usuarios, señor Presidente. Espero que la Cámara de Diputados la apruebe con la misma prontitud con que lo está haciendo el Senado, y que tengamos esta ley en proyecto despachada a la brevedad posible.



Y, por cierto, llamo a todos los señores Senadores a votar favorablemente este proyecto de ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, felicito a la Senadora Alvear por presentar esta iniciativa, que les dará solución a miles de usuarios de los servicios concesionados que se han visto muy perjudicados por decisiones de algunos jueces de policía local que, al revés de otros, interpretan la norma en cuestión de manera incorrecta.



Cuando mediante la ley Nº 20.410 modificamos el artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, dejamos claro que no regía más la multa de cuarenta veces el pago incumplido. Y se estableció una nueva modalidad, cuyos fondos, incluso, no van a las concesionarias, sino a las municipalidades.



Señor Presidente, el Parlamento despacha un gran número de leyes en materia de policía local. Y, en este caso puntual, algunos magistrados interpretan el referido artículo 42 de manera distinta de como lo hacen otros. O sea, la gente está más o menos expuesta según el juzgado de policía local que le corresponda. En unos lo interpretan bien: el usuario paga el valor del peaje, y punto; en otros le cobran cuarenta veces el pago incumplido, multa que está absolutamente eliminada.



También nos toca ver numerosas otras materias en el ámbito de las direcciones de obras municipales: cada director interpreta la ley a su pinta y adopta posiciones muy diferentes de las de otras direcciones, las que, en cambio, interpretan las normas de forma adecuada.



Por eso, debemos ser muy acuciosos. Y, aunque en algunas ocasiones nos traten de pedantes o con otros calificativos porque consultamos una y otra vez, el objetivo es que la ley despachada sea tan clara que les permita a los jueces de policía local, a los directores de obras municipales y, por supuesto, al Poder Judicial aplicarla como corresponde.



En el caso que nos ocupa, el espíritu del legislador quedó establecido claramente. Pero ahora se efectúa una precisión adicional mediante el proyecto en análisis.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi para fundamentar su voto.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, considero muy importante establecer ciertas garantías para los usuarios de la infraestructura en comento. Y comparto totalmente la idea de eliminar la indemnización compensatoria a favor del concesionario. Toda esta legislación es por completo asimétrica. Constituye más bien un traje a la medida de las concesionarias. Y esto debe terminar, porque se presta solo para abusos, los que muchas veces son inaceptables.



Pero quiero aprovechar la oportunidad para plantear otros temas relativos a las autopistas concesionadas. Y sería bueno que el Ministerio del ramo o las autoridades pertinentes se hicieran cargo de ellos.



Por una parte, los niveles de contaminación de material particulado que registran las autopistas son intolerables y dañan la salud de las personas. Incluso, para los conductores envuelven un riesgo de alteraciones en su capacidad de respuesta frente a eventos imprevistos, por los índices de monóxido de carbono existentes. En las autopistas se han sobrepasado todas las normas. Y no hay sanción alguna para las concesionarias, cuya infraestructura debiera contar con un sistema de abatimiento, de extracción de contaminantes.



Por otro lado, se registra un abuso, pues no existe ninguna señalética que les advierta ex ante a los usuarios cuando hay congestión dentro de la autopista, a fin de que quienes van a ingresar conozcan oportunamente dicha situación.



Se les debiera exigir a las concesionarias un sistema de señalización que informara que hay congestión, para que los conductores no estuvieran obligados a ser rehenes y a caer en una verdadera trampa.

El señor CANTERO.- Exactamente.

El señor GIRARDI.- Además, las empresas cobran más caro. O sea, el negocio es justamente tener las autopistas atochadas.



Tales infraestructuras se pensaron precisamente para evitar la congestión. Sin embargo, se han transformado en verdaderas trampas. Y, más encima, cuando hay congestión aumentan las tarifas, lo que se une a la obligación de los conductores de ingresar a autopistas atochadas porque no existe ningún mecanismo que los advierta de ello.



Debiera ser obligatoria la implementación de un sistema que permita avisarles ex ante a los conductores que van a ingresar a una autopista sobre el nivel de congestión que tiene, para que puedan tomar una vía alternativa.



Esas medidas apuntan a resolver algunos problemas. Pero considero que hay que llevar a cabo una revisión integral de la regulación de las autopistas concesionadas, pues en ellas -como ocurre con las isapres y las AFP- hay un conjunto de abusos que solo favorecen la rentabilidad de las empresas, en desmedro de los usuarios.



Voto a favor. Pero creo que se encuentra pendiente una regulación mucho más profunda para defender y garantizar los derechos de las personas. Porque todas estas normas lo único que hacen es asegurar las rentas y permitir los abusos de las concesionarias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma para fundamentar su voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, sin perjuicio de la intervención del Senador Girardi en el sentido de que hay que abordar otras materias, debo decir que esta iniciativa me parece importante para dejar en claro que no se puede abusar de los usuarios de las carreteras concesionadas aplicándoles una norma que ya está derogada.



Pero quiero complementar la exposición de Su Señoría refiriéndome a una situación que afecta en especial a los ciudadanos de regiones que concurren eventualmente a la Región Metropolitana: debido a que no tienen tag, al circular por las autopistas se los multa por la misma infracción no solo una vez sino tantas veces como comunas recorran en la vía concesionada; y como en la Capital se atraviesan al menos nueve comunas, son nueve infracciones, nueve tribunales y nueve multas.



Esa situación debe corregirse, a fin de que se aplique una sola multa por la misma falta, aunque se recorran en el mismo día distintas comunas.



Al respecto, yo presenté un proyecto, el que se encuentra en la Comisión de Transportes desde hace bastante tiempo. Y ojalá se le diera alguna celeridad, pues se trata de un texto que simplemente impide que los concesionarios abusen y que los juzgados de policía local multen más de una vez al usuario que comete la misma infracción en varias comunas.



Voto a favor, porque pienso que esta iniciativa termina con un abuso. Pero quedan otros, y es nuestro deber eliminarlos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos afirmativos); por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron a favor las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

VI. ORDEN DEL DÍA

PROCEDIMIENTO PARA OTORGAMIENTO DE CONCESIONES ELÉCTRICAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8270-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Informes de Comisión:


Minería y Energía: sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.


Minería y Energía (segundo): sesión 31ª, en 17 de junio de 2013.


Discusión:


Sesión 18ª, en 30 de abril de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 30 de abril del año en curso.



La Comisión de Minería y Energía deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que los numerales 4), 18), 20) y 22) del artículo único y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el texto aprobado en general. Por consiguiente, esas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Minería y Energía realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por mayoría de votos -con excepción de una, meramente formal-, por lo que se pondrán en debate y en votación oportunamente.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe, en la tercera columna, las enmiendas introducidas por la mencionada Comisión, y en la cuarta, el texto que quedaría si ellas se aprobaran.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, diversos artículos no se aprobaron unánimemente. Entiendo que vamos a discutirlos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto.

El señor GÓMEZ.- Es que no lo escuché.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, hay dos artículos de quórum especial; entiendo que se refieren al sistema de arbitraje.



Pido el acuerdo de Sus Señorías para tratarlos en primer lugar y hacer la votación correspondiente, y después seguir el orden normal.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se expresó, existen dos disposiciones orgánicas constitucionales: el artículo 31° bis (página 29 del comparado) y el artículo 34° bis (página 31).



Para la aprobación de ambas normas se requieren 22 votos favorables.



Ahora bien, con relación al artículo 31° bis se renovaron las indicaciones 101, 102, 102A, 103 y 104, pero todas fueron declaradas inadmisibles en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- La Secretaría podría dar lectura a las indicaciones declaradas inadmisibles, señor Presidente, para dejarlas fuera.



Ahora, si a Su Señoría le parece, la lectura puede quedar para después de que nos pronunciemos sobre los dos preceptos orgánicos constitucionales.

El señor PIZARRO (Presidente).- La única manera de ocuparse en dichas indicaciones es que algún Senador solicite votar la admisibilidad. Y nadie lo ha pedido.

El señor PROKURICA.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Votaremos, pues, los artículos 31° bis y 34° bis.



El Senador señor Horvath está solicitando votación separada.



En votación el artículo 31° bis, referente a la forma de solucionar las dificultades suscitadas entre dos o más titulares de concesiones eléctricas.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en algunos de estos temas ya entramos en un área delicada.



Les pido a Sus Señorías observar con atención el artículo 31° bis, que en el inciso segundo dice: “En todo caso, no constituirá un obstáculo para el otorgamiento y ejercicio de concesiones o servidumbres eléctricas la existencia de otros derechos, permisos o concesiones constituidos en el o los predios por terceros.”.



Allí hay derechos que chocan entre sí. Por tanto, no corresponde que la norma se apruebe de esa manera. No resulta admisible el planteamiento que se formula mediante el proyecto en el sentido de entregar las concesiones atropellando derechos de otros.



Por eso, voto en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 31° bis (23 votos a favor, 6 en contra y una abstención), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Quintana y Rossi.



Se abstuvo el señor Cantero.

El señor GIRARDI.- Que se agregue mi voto en contra, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de pronunciamiento negativo del Senador señor Girardi.



En votación el artículo 34° bis, que también es de rango orgánico constitucional.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Solo quiero hacer una reserva, señor Presidente: no se ha votado el N° 12 bis) -se refiere a las obras de concesión que atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas-, que lo discutiremos aparte.



El artículo 34° bis dice: “Toda vez que en un juicio cualquiera, incluyendo los juicios posesorios sumarios (…), el juez decrete la suspensión o paralización de las obras que se llevan a cabo en virtud de una concesión eléctrica, se suspenderán los efectos de dicha orden de paralización o suspensión de obras si el concesionario consigna en la cuenta corriente del tribunal caución suficiente para responder de la demolición de la obra o de la indemnización de los perjuicios que de continuarla pudieran seguirse al contendor en tales juicios, en caso que a ello sea condenado (…), dentro del plazo de tres días a contar de la fecha...”.



Yo quiero ir únicamente al concepto, señor Presidente.



La verdad es que un daño no puede ser siempre reparado ni recuperado con un fondo monetario. O sea, si una persona que al hacer una línea de transmisión echa abajo un bosque nativo o rompe un escenario afectando con ello a una inmobiliaria o a un proyecto turístico y reclama sus derechos, el juez permitirá que se levante la paralización de las obras por la mera circunstancia de dejarse una caución.



Creo que eso no solo es inconstitucional, sino que además no pone en equilibrio a las partes involucradas.



Tal fue una de las razones por las cuales en la Comisión votamos en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el objetivo de este proyecto es agilizar los procesos de concesión, que hoy día se están transformando en un serio obstáculo para desarrollar el sistema de transmisión de electricidad.



El atraso se ha generado por distintas causas, y una de las principales se pretende resolver a través del artículo 34° bis.



Muchas paralizaciones o suspensiones han obedecido a una denuncia de obra nueva, cuestión incorporada en la norma. En tal caso, ya se ha otorgado una concesión y se han iniciado las obras.



Aquí no coincido con el señor Senador que me ha antecedido en el uso de la palabra, porque para iniciar una obra tienen que existir la concesión y los permisos ambientales. Son las dos condiciones. Si un juez, mediando esos elementos, decreta la suspensión o la paralización, imagino que en el proceso se han tomado todos los resguardos y considerado todas las variables para evitar daños.



¿Qué hace la norma? Ya que existen los permisos ambientales y la concesión, el magistrado, al momento de dictar la suspensión o la paralización, decreta el monto de la caución. Y por ese hecho, precisamente para evitar que las obras se sigan demorando, se levanta la medida de que se trate.



Por lo menos desde mi punto de vista, este ha sido de los principales motivos para el retraso del proceso de concesiones. Y el asunto se está resolviendo satisfactoriamente a través del artículo 34° bis.



Repito que aquí no podemos hacer referencia a un daño irreparable, porque ya media el permiso ambiental. Si este no existiera, no se podría construir, porque lo único que hace la concesión es habilitar para dicho efecto.



Entonces, este ha sido un resquicio precisamente para paralizar el avance en obras que se involucran en una concesión.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no abundaré en los argumentos que el Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra expuso en el sentido que señaló. Efectivamente la concesión no se puede iniciar mientras no se cuente con los permisos ambientales y no se halle otorgada totalmente la autorización.



Lo que pasa es que a veces se intenta judicializar, mediante acciones o arbitrios que tienen por objeto la paralización, procesos ya autorizados. Por eso, se mencionan el juicio posesorio u otros que pueden plantearse.



Pero, además, cuando el juez decreta la caución, lo hace con dos objetivos: la demolición de la obra, en el caso de que se acceda al juicio, y la indemnización de los perjuicios que se pudieran haber registrado.



En el fondo, creo que con la disposición se tiene razón en el propósito de evitar la judicialización y el entorpecimiento de este tipo de obras cuando, habiéndose cumplido todos los requisitos, se inicien juicios posesorios u otros que tienen por única finalidad la paralización.



Entonces, el concesionario puede rendir caución suficiente para el efecto de que, si pierde el juicio, demuela la obra y, además, pague los perjuicios.



Por lo tanto, creo que la norma es bastante lógica y que se ajusta a lo que se pretende con la ley en proyecto.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, voy a votar en contra, porque todos los que conocemos lo que sucede con la política ambiental sabemos que, muchas veces, las autorizaciones son verdaderos fraudes. En efecto, la legislación chilena es la única en el mundo que permite otorgarlas sin criterios técnicos y sin que las resoluciones en este último ámbito sean vinculantes para las decisiones que finalmente se tomen. Y, de hecho, los tribunales de justicia han cuestionado y echado abajo proyectos como el de la Central Castilla o el de Pascua Lama justamente porque sus aprobaciones fueron totalmente anómalas, irregulares e ilegales.



Como sabemos que ello es así, cabe consignar que lo que hace la norma en examen es dejar sin efecto la posibilidad de que los organismos jurisdiccionales repongan el Estado de Derecho cuando intervienen instituciones serviles solo a intereses económicos y cuando las regulaciones no se han elaborado para cautelar el interés de comunidades, ni la vida, ni la salud. Cuando un sistema de evaluación de impacto ambiental es cuestionado por los propios servicios técnicos y no es dirimente ni vinculante con la decisión final que se toma, quiere decir que estamos en una situación muy compleja.



Con lo único que cuentan hoy día las comunidades para defender su derecho son los tribunales de justicia. Pues bien, lo que se está haciendo aquí es determinar que si hay un pago, entonces se va a inhibir la acción de estos últimos organismos y se podrá dañar el medio ambiente. O sea, se contempla una cierta actitud mercenaria: si se dispone de recursos, se consigue dicho efecto.



Me parece que la disposición resulta absolutamente cuestionable en su espíritu, en su forma. Y, evidentemente, lo único que va a hacer es restar eficacia a los pocos instrumentos que tienen las comunidades, la ciudadanía, para defenderse de malas políticas, de políticas insuficientes, anómalas. Por eso, no voy a aprobarla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el objetivo de la ley en proyecto, en nuestra opinión, no es bueno, no resulta de buena factura.



Aquí se dice que intentamos mejorar las condiciones y la rapidez para poder sacar adelante permisos y concesiones a fin de que se abra una mayor posibilidad en el ámbito de la energía eléctrica, con centrales, etcétera. Pero tiene lugar una asimetría tremenda entre la capacidad de los afectados y la de quienes pueden pedir autorizaciones o concurrir ante los jueces y rendir caución.



Lo que se está expresando es que el juez va a determinar una cantidad de recursos para resarcir, si acaso se causan perjuicios, o para demoler la obra si eventualmente se halla mal concebida. La verdad es que los daños pueden ser enormes y que quien sea objeto de ello no va a obtener de ninguna manera la compensación que se requiere.



Por eso, en la Comisión expuse que es mucho mejor, si se quiere evitar al litigante temerario, al que quiere entorpecer, la determinación de multas y responsabilidades, y no optar, en cambio, por el establecimiento de criterios que exhiben una total asimetría -repito- en el caso de una comunidad carente de recursos, de abogados, de alternativas como aquellas con que sí cuentan las grandes empresas.



Lo único que se hace en el texto es favorecer las posibilidades judiciales de seguir adelante en la construcción de centrales o de una obra objeto de permiso. Me parece que es preciso pensar también en la ciudadanía, en los pequeños propietarios, en las comunidades indígenas y en todo aquello que hemos discutido con el Senador señor Horvath en la Comisión, como la consulta a estas últimas respecto a las áreas protegidas, sobre las cuales se va a permitir pasar por encima si eventualmente se aprueban los artículos que nos ocupan.



Conforme a esa lógica, lo que estamos haciendo en definitiva es solo facilitar nuevamente la acción de las empresas, ahora en los tribunales. Ello, a pesar de que ha sido el Poder Judicial el que en realidad ha defendido a la ciudadanía, porque es el que afortunadamente ha parado los proyectos de mala factura. Con la ley en proyecto, entonces, incluso vamos a “amarrar” esa vía.



En consecuencia, no estoy de acuerdo con la iniciativa en su contexto, pero con mayor razón en el caso del artículo en debate. A lo único que hace referencia este último es a que se consigne “en la cuenta corriente del tribunal caución suficiente para responder de la demolición de la obra o de la indemnización de los perjuicios que de continuarla pudieran seguirse al contendor en tales juicios”. Y agrega más adelante que “La suspensión de los efectos de la orden de paralización o suspensión de obras tendrá lugar desde el momento en que se consigne el monto de la referida caución en el tribunal”.



¿Alguien puede afirmar que una empresa de magnitud no dispondrá de los recursos suficientes para ello? ¡Va a tenerlos!



Destaco, una vez más, la asimetría gigantesca entre una comunidad indígena o un pequeño propietario y las grandes empresas.



Por eso, no estoy de acuerdo con esta fórmula de legislar, lo que nos ha llevado a votar en contra de cada uno de estos artículos, tal como lo hago ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el principal propósito de la iniciativa es reducir los plazos para constituir y materializar las concesiones.



Cuando se hace referencia a que el promedio en la materia es hoy de 700 días, a pesar de que la ley contempla 120, y no se trata de obras privadas en beneficio de un proyecto determinado, sino de la columna vertebral que conduce la electricidad del país, es preciso pensar que cuando alguien logra una suspensión -puede ser legítima- de uno o dos meses, no daña a la empresa constructora, la que, al final, cargará los costos a los consumidores de energía.



Entonces, digamos las cosas como son.



El elemento que se incluye permite resguardar los intereses de un privado. Hasta los señores Senadores que pretenden votar en contra de la disposición han manifestado confiar en los tribunales. Son justamente estos los que tienen que tomar la decisión correspondiente y fijar la caución.



Además, se incorporó una norma que evita el problema que algunos de Sus Señorías han planteado, ya que se estableció la gratuidad del informe de peritos.



Opino que el procedimiento en examen genera una fórmula para destrabar el sistema; que garantiza, a través de una resolución judicial, una consignación acorde con el valor de los perjuicios, y que es una forma de poder acortar los plazos sin violentar los derechos de los propietarios.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, deseo consignar varias precisiones.



En primer lugar, no estamos dictando una normativa nueva, sino modificando una ley existente y perfeccionándola a fin de permitir la ejecución de una serie de proyectos hoy día aprobados, desde el punto de vista ambiental, y de introducir competencia, con ello, en el sistema. Hoy día, esta última no es posible, porque la generación de energía se concentra en dos megaempresas, lo que obviamente se traduce en un producto caro y, además, en una situación de riesgo para el país.



Y eso, señor Presidente -perdone que lo mencione para fundamentar mi voto-, tiene que ver con un acuerdo, no unánime, sino de mayoría, que hemos logrado con un conjunto de colegas. Es algo que dice relación con el proyecto en debate y con el que fomenta la energía renovable no convencional, aprobado en la mañana en la Cámara de Diputados, que va a significar que un 40 por ciento del crecimiento de la generación eléctrica en los próximos doce años se desarrollará con fuentes autóctonas y limpias en todas las regiones, con nuevos actores que esperamos que contribuyan a una mayor competencia en el mercado.



En seguida, me parecen preocupantes afirmaciones que se han hecho a raíz del artículo en votación.



Se dice que vamos a permitir que proyectos eléctricos pasen por parques nacionales. Hago presente que en la iniciativa se menciona en forma expresa la Convención de Washington, que rige en nuestro país, cuyo artículo III dispone: “Los Gobiernos Contratantes convienen en que los límites de los parques nacionales no serán alterados ni enajenada parte alguna de ellos sino por acción de la autoridad legislativa competente. Las riquezas existentes en ellos no se explotarán con fines comerciales.”.



Además, un colega ha sostenido que se origina una supuesta indefensión ciudadana, por cuanto no será posible recurrir a los tribunales, en circunstancias de que expresamente la normativa establece que cualquier persona, por cualquier causa, puede presentar acciones judiciales que estime pertinentes.


Finalmente, la disposición en análisis contempla una caución expresa ante cualquier tipo de intervención que suponga la demolición de una obra o la indemnización de perjuicios por una de ellas en particular.



Lo que hemos hecho en la materia, en especial en la normativa en discusión, justamente es resguardar a los que puedan verse afectados por un proyecto y no por la concesión.



Por las razones expuestas, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos planteado las observaciones generales sobre la iniciativa en debate, que tiene nombre y apellido. Lo hemos hecho no solo porque es impopular. También hemos reiterado que es innecesaria. Pretenden llevarla adelante los que concentran la propiedad de las aguas de Chile, que precisamente no son chilenos. Lo señalo para quienes defienden con ahínco el nacionalismo en torno a la defensa de los recursos naturales.



A nadie le preocupa, al parecer, que los que quieren materializar el proyecto de HidroAysén sean dueños de más del 67 por ciento de las aguas del país, propiedad que es -repito- extranjera, no chilena.



Si bien nos hallamos discutiendo el artículo 34° bis, está claro que el objetivo es el que se ha planteado: acelerar los procesos de construcción y generar las condiciones para que quien tenga dinero constituya una caución, y, en definitiva, no determinar la paralización de las obras. Y si el fallo posterior ordenara la demolición, ello se pagará.



Si lo anterior fuera efectivo, cabe subrayar que los hechos consumados violentan el principio precautorio. La legislación considera medidas como la paralización de una obra mientras se evalúa si provoca daño, porque este, en muchos casos, es irreversible. ¡No es posible construir y luego destruir y mantener las condiciones naturales de lo que se quiere preservar!



Por lo tanto, aquí se viola el principio precautorio que Chile ha defendido y firmado en convenios internacionales: “Si hay dudas, abstente. Si hay elementos que pueden dañar el medio ambiente o los derechos de las personas, no continúes adelante. Evalúa”.



¡Y para eso están los organismos jurisdiccionales!



Lo anterior, independientemente de que los tribunales ambientales se circunscriben a tres regiones. Por cierto, no se incluye en ellas la del Biobío, una de las que registran mayor inversión y desarrollo de proyectos que requieren estudios de impacto ambiental. Funcionan solo en el patio trasero de los tribunales en Santiago, de allegados, sin terminar aún de instalarse en el país, y, además, si bien los creamos para tratar de manera específica situaciones ambientales, ahora les decimos que, independientemente de la forma como fallen, da lo mismo, porque, en definitiva, las obras van a continuar.



Señor Presidente, aquí hay una asimetría feroz.



Algueras de Coronel y el Senador que habla nos reunimos con Colbún y se dio la situación que narro en seguida. Un conjunto de ingenieros y gerentes generales les propusieron a las trabajadoras que formaran una mesa para discutir y buscar una solución. Por mi parte, les dije a ellos que la fórmula era obscena, abusiva, porque ninguna de las mujeres había terminado octavo básico. ¡Y los ingenieros de Harvard, de Cambridge, de la Chile, de la Católica, les proponían conversar de igual a igual…!



¡Ese no es el sentido de la igualdad para poder tratar los problemas ambientales! ¡Ese es el sentido del abuso!



Entonces, si hay algo que se encuentra entre los débiles, los vulnerables, por una parte, y los poderosos, por la otra, son los tribunales. Y si se determina la paralización de una obra, el poderoso no puede poner su dinero para evitar el efecto de la resolución judicial. ¡Aquí estamos cautelando una legislación para proteger a los poderosos, no para respetar el medio ambiente ni resguardar a los más débiles!



Voto en contra del artículo.



Y me convenzo, una vez más, de que la normativa es un traje a la medida para un par de empresas con un gran proyecto que se llama “HidroAysén” y que han venido, por cierto, en este Gobierno de Derecha…

El señor PROKURICA.- ¡No hable tonteras, hombre!

El señor NAVARRO.-… a buscar la aprobación de una iniciativa legal que facilite su ejecución. 



Hay algunos que dicen…

El señor PROKURICA.- ¡Lea el proyecto! ¡No lo ha hecho!

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúe, Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Esa es la prepotencia de los poderosos, señor Presidente…

El señor PROKURICA.- ¡La ignorancia es prepotente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego dirigirse a la Mesa y evitar los diálogos.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos estado veinte años involucrados en los temas medioambientales y hemos mantenido una sola posición frente a este asunto, cualquiera que sea el adversario, legítimo o ilegítimo.



En definitiva, creo que el artículo no solo allana el camino para que los derechos de los más débiles sean vulnerados, sino que además transgrede derechos constitucionales. Por tanto, formulo observación de constitucionalidad. Porque los tribunales tienen el deber, conforme al mandato que les encomienda la Carta Fundamental, de velar por los derechos de las personas, y el precepto en análisis, en mi opinión, permite que ellos se violen y no sean reparables.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Horvath ha pedido la palabra para hacer una aclaración, y en estricto rigor, no se la puedo conceder porque ya fundamentó su voto. Pero como la ha solicitado para dejar en claro un asunto relacionado con esa intervención, se la doy por no más de un minuto.

El señor HORVATH.- Se lo agradezco, señor Presidente.



Lo que pasa es que empezamos a discutir este proyecto a partir del artículo 34° bis, nuevo, y podría pensarse que todo hacia atrás está normal.



Evidentemente, en esta materia no ha habido derechos suficientes para levantar oposiciones, ni hay posibilidad alguna de que los pueblos originarios pidan cambio de trazado en forma oportuna, y además las áreas protegidas no están protegidas. Por eso, que se autorice la concesión y más encima que exista la oportunidad de realizarla habiéndose atropellado tales derechos, realmente es demasiado.



Por desgracia, la Sala no ha tenido a la vista los artículos anteriores, que recién empezaremos a discutir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, para fundamentar el voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no logro entender los argumentos de quienes se oponen a esta norma, pues se trata de una disposición legal que favorece, primero, a las pequeñas empresas y no a las grandes, como se sostiene, y segundo, a los dueños de los predios. 



La razón es muy simple.



Si a las grandes empresas les paralizan una obra, tienen capital y recursos para suspender su ejecución y mantener -como aquí se ha dicho- en tres entidades la concentración de prácticamente todo lo que es generación eléctrica. En cambio, una pequeña empresa que ve paralizada su construcción de manera indeterminada -como bien lo señaló el Senador Prokurica- no dispone de capital para reemprenderla posteriormente. Y, por lo tanto, es probable que desista de la obra.



Ahora bien, lo que esta norma hace es defender precisamente a las pequeñas empresas al permitirles continuar su faena y no favorece a las grandes, a las cuales la paralización de sus obras les resulta absolutamente indiferente porque pueden estar tres, seis, ocho o diez meses detenidas, pues disponen de capital suficiente para continuar su construcción después.



En consecuencia, esta es una disposición pro pequeña empresa que quiera dedicarse a la generación eléctrica, en particular a la que viene: la renovable no convencional. Y, además, favorece al usuario, ya que, en la práctica, obligará a quien desee construir una obra de concesión eléctrica a depositar -para poder continuarla después- los recursos que permitan demolerla, como también a garantizar las indemnizaciones de perjuicios en el evento de que el tribunal determine que esa construcción no puede seguir. 



Supongamos que esta norma no existiera y que la empresa, una vez realizada parte de la obra, dijera: “Saben que más, no tengo recursos ni pretendo cancelar lo que avancé en esta construcción”. El usuario no va a tener cómo demandar -imaginemos que se trata de una pequeña comunidad- o participar en un juicio ordinario de largo conocimiento, para que después de años se dicte una sentencia judicial que obligue a quien estaba ejecutando la obra a poner los recursos.



¿Y qué señala esta disposición?: “No, si usted quiere continuarla, debe cumplir dos requisitos: primero, deposite la indemnización, y segundo, ponga la platita en caso de demolición”.



Por consiguiente, la norma apunta precisamente a apoyar a las pequeñas empresas generadoras para que puedan continuar su obra, no se descapitalicen ni se desistan, y no favorece el monopolio de tres grandes empresas, que sí pueden parar sus construcciones; y segundo, establece el derecho, la seguridad, la caución, la certeza de que aquel sobre cuyo predio se está realizando una construcción tenga garantizado que, si posteriormente gana el juicio respectivo, le demolerán la obra y lo indemnizarán.



Señor Presidente, esta disposición va exactamente en el sentido opuesto de lo que argumentan quienes desean votarla en contra: permite a los pequeños empresarios poder construir y, además, al dueño del predio por el que pasará la concesión le da la seguridad de que le proporcionarán recursos para demoler la obra en el evento de declararse ilegal o improcedente y, también, de que le indemnizarán los daños.



Si esta norma existiera para todos los juicios, ¡créanme!, sería aprobada con felicidad por los chilenos que dicen “Yo tengo que demandar pero nadie me garantiza si al final del juicio estará la plata para poder recuperar mi dinero”. 



En definitiva, se trata de una disposición extraordinaria y es positiva en el sentido que he señalado.



Por esa razón, la apruebo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero ser muy franco. Entiendo perfectamente bien que al país se le producirá un gran problema hacia el futuro, en los próximos años, cual es cómo resolver el tema energético. Y posiblemente la no correcta solución de él se transforme en la principal dificultad para su crecimiento en el tiempo venidero.



Yo, con la mejor voluntad y de todo corazón, desearía colaborar para resolver ese problema. Pero siento que este proyecto en nada ayuda, sino que, por el contrario, agrava las dificultades. Porque uno quisiera comprender y hacerse cargo, con la disposición más positiva, de los argumentos de quienes piensan distinto, pero, lamentablemente, la letra del texto es inequívoca. 



Pienso que la norma que votamos antes, sobre todo su último párrafo, que dice: “En todo caso, no constituirá un obstáculo para el otorgamiento y ejercicio de concesiones o servidumbres eléctricas la existencia de otros derechos, permisos o concesiones constituidos en el o los predios por terceros”, va a dar lugar a todo tipo de abusos, especialmente contra los pequeños productores agrícolas.



Sin embargo, eso ya está aprobado, y yo lo voté en contra.



Ahora bien, esa filosofía se reafirma con la redacción de este artículo nuevo. 



Todos sabemos que en el negocio eléctrico no hay mipymes -o sea, ni microempresas ni pequeñas y medianas empresas-. No existen. Por el volumen de la actividad, no es posible. Entonces, no digamos cuestiones absurdas. 



Este es un negocio en el cual participan las grandes empresas del país y, también -como dijo el Senador Navarro, tal vez de manera inapropiada, porque trató de ironizar en esto-, enormes grupos económicos desde el punto de vista internacional.



Vale decir, aquí no se está hablando del pequeño productor, sino de que se está generando una institucionalidad que dará a esos enormes conglomerados la posibilidad de pasar por encima de los reclamos de la gente, que son las comunidades indígenas, los empresarios del turismo, los productores lecheros, los productores agrícolas. En definitiva, se trata de gente que corresponde a la parte desprotegida de nuestra sociedad. 



No me estoy refiriendo aquí a los más pobres; aludo a personas que pertenecen a los estratos medios y medio-bajos de nuestra sociedad, que no contarán con ninguna posibilidad de salvaguardar sus intereses con esta legislación. Porque la empresa generadora o la distribuidora, que tiene un negocio de 500 millones de dólares, o de mil millones, o de mil 500 millones, o de 2 mil millones, o de 2 mil 500 millones o de 3 mil millones de dólares, que es el volumen que se observa, podrá seguir de todas maneras con las obras, a pesar de los reclamos de los pequeños. 



No existe ninguna duda de que esto será un golpe terrible en contra de la pequeña producción campesina, los pequeños agricultores, los medianos agricultores y los grandes agricultores que carecen de la capacidad para contrarrestar a estos enormes conglomerados. 



En otras palabras, señor Presidente, siento que lo relativo a la voluntad, que yo comparto, para poder viabilizar la solución del problema de debilidad energética que tiene Chile -es un tema país- no queda bien resuelto con esta redacción. Por el contrario, creo que a muchas regiones les estamos creando problemas que van a ser prácticamente insolubles. De tal manera que, a pesar de tener el mejor deseo de ayudar a solucionarlos, porque lo relativo a la energía es nuestra gran dificultad como país, considero que estas disposiciones no hacen posible votar a favor del proyecto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, según lo que he escuchado en el debate, creo que este artículo y los dos que ya hemos votado mejoran la situación. Primero, porque si se ocupara la legislación actual, sencillamente no habría nada que hacer.

El señor ESPINA.- Así es.

El señor FREI (don Eduardo).- Segundo, se favorece a los pequeños y medianos generadores, porque hoy día las grandes empresas, como TRANSELEC, pasan igual con las líneas transmisoras.



¿Cuál es el problema? Que en forma paralela se votó en la Cámara de Diputados una iniciativa sobre generación de energías renovables no convencionales. ¿Y qué líneas transmisoras existen? Hay proyectos para este tipo de generación por más de 3 mil megavatios. ¿Y cuántos de estos se ejecutan en la actualidad? No llegan ni a 100 megavatios. ¡Una porquería! Porque no tienen posibilidad de pasar y se les niega el acceso a las grandes transmisiones.



El acuerdo al que hemos llegado en esta iniciativa persigue terminar de una vez con esa situación. Es cierto que hay que perfeccionarlo, arreglarlo. Coincido con ello, y escuché atentamente lo que manifestó el Senador Escalona sobre el particular. Pero quiero leer lo que aparece hoy día en un diario de circulación nacional. Aquí se ha hablado de que defendemos a unos pocos, a este y a otro. Y veamos qué se señala en él: “Costos de energía a empresas alcanzan en junio su nivel más alto en los últimos seis años”.



Es decir, en Chile hoy día pagamos 230 dólares por megavatio, y el único país que nos supera en tal sentido en el mundo es el Congo. ¿Y quiénes se perjudican con eso? Los 17 millones de chilenos y las empresas chicas, medianas y grandes, por el precio de la energía que todos pagamos en nuestras residencias, en todas las industrias y los comercios, sean chicos o grandes. Entre todos cancelamos un costo por la energía que no se puede soportar.



Por lo tanto, aquí no estamos defendiendo a una o dos empresas, sino al país y a sus consumidores. 



El otro día el Ministro sostuvo que, debido a ciertas declaraciones, se habían paralizado las inversiones. Así, en el sector de la minería se señalaba que existían inversiones por 100 mil millones de dólares, pero hoy se afirma que solo llegan a 45 mil millones, ¡si es que se realizan! ¿Por qué? Porque el costo de la energía representa 30 a 40 por ciento del total de las inversiones. De ahí que se estén yendo a Perú y a otros países. ¡Vamos a perder todas las inversiones mineras en los próximos años!



Y tenemos en perspectiva que en los tres o cuatro años venideros sufriremos un blackout si continuamos con el régimen de lluvias que tenemos. Mientras tanto, ¿qué se ha hecho en el último tiempo? ¿Qué es lo único que se aprueba? La construcción de centrales térmicas. Y pareciera que las ONG solo se preocuparan de autorizar el emplazamiento de estas y que todas las otras tendrían que desaparecer.



¿Y cómo se presenta la situación hoy día en todo el territorio? Con los niveles de PM5 existentes ya no se puede respirar en ninguna parte.



En cuanto a las empresas pequeñas, a una central mini hidro de Osorno que genera 10 megavatios -ya hablé este asunto con el señor Ministro- no le dan ni pasada ni acceso a la línea de transmisión. Eso es lo que tiene que resolver el proyecto que nos ocupa.



No nos sigamos engañando. En nuestro país -esto no viene ocurriendo ahora último- desde hace 5 o 10 años lo único que se ha hecho es autorizar centrales que funcionan a carbón y diésel. ¡Estamos quemando tres mil millones de dólares en diésel, año tras año! ¡Tres mil millones de dólares en diésel! Y tenemos que asumir un costo que va a seguir subiendo. Y no les quepa la menor duda de que, si no llueve en los próximos meses, el megavatio va a costar 300 dólares a fines de julio. ¿Y quién pagará eso? Todos nosotros.



Se están paralizando las inversiones de cualquier tipo, y se están yendo a otros países. ¡No sigamos engañándonos; no continuemos mintiéndole a la gente! Este es un grave problema para Chile. Es el más grave que tendrá que enfrentar el próximo Gobierno, sea el que sea. Por lo tanto, lo que hacemos a través de este acuerdo es lograr un mínimo común denominador para que los proyectos, de una vez por todas, se puedan implementar. 



Respecto del artículo que nos ocupa, las grandes empresas hacen pasar igual sus líneas de transmisión. Al menos aquí se colocan ciertas condiciones para favorecer a los pequeños y medianos generadores. Todos dicen: “¡La energía renovable; la energía renovable!”. Pero la generación de energías renovables no se va a implementar. Así lo he dicho y lo vuelvo a sostener. Es cierto que firmé el acuerdo, pero ni con el proyecto a que me referí se van a desarrollar. Eso no va a suceder, mientras no pasen por las líneas de transmisión y no se les entreguen incentivos como los que se dan en otras partes del mundo.



Ese es el punto central. No nos sigamos engañando. Todos estamos pagando y perdiendo los parques industriales, las inversiones. Y eso lo dicen todos los organismos y los informes internacionales. ¡Qué alegría que Chile sea el segundo país del mundo con la energía más cara después del Congo…! ¡Qué alegría más grande…! 



¡Qué miseria más grande!



Entonces, no digamos que seguimos legislando para unos pocos o para dos o tres empresas. Lo estamos haciendo para el país. De lo contrario, en los próximos tres o cuatro años vamos a tener blackout -¡vamos a tener blackout!-. Porque no se está realizando ninguna inversión en el campo de la energía hidráulica, que representa el 60 a 70 por ciento de la que se ocupa en Chile, desde los años treinta. Hoy no se hace absolutamente nada.



Ese es el problema que tenemos que resolver. Por eso participamos en el acuerdo y esto se consideró en la respectiva indicación. Y lo digo con claridad: muchas de estas cosas no las quería el Gobierno, pero las aceptó porque obedecen a la lógica.



Por lo mismo, respetamos el acuerdo y creemos que la iniciativa se puede perfeccionar. Si hay alguna consideración respecto de su texto -el Senador Escalona mencionó una frase- lo podemos arreglar. Pero no continuemos engañándonos. Seguir diciendo que el proyecto y estos acuerdos apuntan a beneficiar a dos o a tres es mentir y seguir mintiendo. 



Chile está pagando una cuenta que nos va a costar mucho saldar, y así se lo he dicho al futuro Gobierno. Todos saben quién me gustaría que estuviera a la cabeza del próximo Gobierno, pero sea quien sea va a tener que enfrentar el gran problema del tema energético. Y el próximo año, si se da un régimen de lluvias como el que experimentamos ahora, vamos a tener blackout y seguiremos quemando miles y miles de millones de dólares en diésel. En 2013 vamos a quemar 3.500 millones de dólares, señor Presidente.



Podría seguir opinando, pero se acabó mi tiempo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, creo que todos compartimos que tenemos una crisis energética, que enfrentamos una situación difícil y que nos hallamos retrasados en materia de inversión en esta área. Sin embargo, no estoy tan claro de si el retraso en materia de inversión energética se puede atribuir solo y de manera exclusiva a la judicialización que ha tenido lugar últimamente. Las inversiones en materia de energía no ocurren de dos años para adelante, ni de tres, y no se paralizan única y exclusivamente porque haya juicios pendientes en la materia.



Creo que existen otras razones más estructurales que dan cuenta de la situación energética que tenemos. Tal vez, algunos piensan que la fórmula para solucionar el tema de la energía se basa en la libertad individual de las empresas para establecer centrales termoeléctricas o represas para energía hidroeléctrica, etcétera, sin una mirada central, sin una orientación respecto de dónde es necesario invertir más.



En el fondo, lo que ha habido es una falta de preocupación sobre la matriz energética que queremos tener.



Entonces, el proyecto que nos ocupa está superbién inspirado: trata de destrabar y permitir que tengan lugar las inversiones. No obstante, creo que el hilo se corta por lo más delgado en este punto. Jurídicamente, encuentro complejo que lo que se proponga acá sea equivalente a decir: “Generemos una ley, con el voto de todos, para que en aquellas disputas entre particulares nos inclinemos por una opción”. 



Aquí nosotros somos los que vamos a decidir al final del día si a la empresa que quiera invertir en energía se le solucione el problema en la medida que tenga lucas. Eso es lo que dice el artículo en discusión: “Usted tiene recursos, me cauciona y sigue adelante la obra”. Pero aquí somos nosotros los que debemos dirimir cuál va a ser la solución. Y creo que en esa materia no hay consenso. 



Me pareció escucharles al Senador Girardi y a otros colegas la siguiente pregunta: ¿No existen otros mecanismos institucionales que habría que modificar con tanta o igual premura que esta, que tiene por objeto solucionar el caso concreto de las demandas judiciales? ¿No hay una institucionalidad que mejorar?   



Yo siempre me pregunto, tal vez por mi deformación de haber trabajado en temas internacionales, cómo lo hacen otros países. No me gusta tener el costo de la energía que se da en el Congo, como mencionó el ex Presidente Frei, pero tampoco me gusta, con todo respeto a esa nación, la institucionalidad del Congo en materia medioambiental. Y quizás por ello resulta cara la energía en ese país.



No sé si contamos con la mejor institucionalidad medioambiental para dar cuenta de las presiones que se han venido ejerciendo sobre la sociedad chilena. Porque si me hablan de mejorar la energía, créanme lo siguiente: si el Presidente Piñera no toma el teléfono y llama al grupo Suez, genera menos problemas de inversión. Y sobre esto no hay ningún proyecto de ley aquí. No es posible que el Presidente de la República tome el teléfono de la Casa de Gobierno y les diga a los inversionistas que cumplieron con todas las normas medioambientales: “Mi amigo, tome su inversión y váyase mejor. Ya lo vamos a compensar. Ya veremos cómo lo arreglamos y si conectamos el norte con el sur y todas las cosas que andan dando vueltas”.



Entonces, lo que irrita o incomoda -ni siquiera da para decir “lo que revela”- es entender que el sentido de este artículo consiste en generar una situación para destrabar el aspecto judicial, que ya tiene un sesgo: el de la propia inversión. 



Pero, ¿qué hacemos con el resto de las decisiones que se toman en el sector y que no llegan a la construcción? ¡Ese es el punto de fondo!



Por eso cuesta votar a favor del artículo 34º bis.



Si bien en muchos procedimientos en Chile se cauciona, ello no opera en este tipo de situaciones. No se dice: “Pase por arriba nomás, y después lo arreglamos”.

El señor ORPIS.- No es así.

El señor LAGOS.- Lo que intenta hacer el proyecto -y comparto el propósito- es ver cómo nos hacemos cargo de una energía cara. ¡Pero no me digan que esto es así por los casos que están en tribunales! 



Con lo propuesto, se resta responsabilidad a los Gobiernos. El Poder Legislativo tiene responsabilidad. ¡Por eso legisla! Sin embargo, es el Ejecutivo el que debe indicar el norte en esta política y proveer una institucionalidad acorde con lo que se requiere. Con este artículo, hoy día estamos diciendo a cualquier futuro Gobierno -incluso al que yo respalde- que no se preocupe, porque esto va a ir a tribunales, pues con la norma que se aplicará se va a caucionar y el proceso seguirá adelante.

El señor ORPIS.- Eso no es efectivo.

El señor LAGOS.- En consecuencia, no se resuelve el problema profundo, el pecado original, consistente en fijar una institucionalidad adecuada y definir dónde queremos poner los énfasis en materia de matriz energética. 



La norma que nos ocupa va a ayudar a destrabar la situación judicial, pero no soluciona la cuestión de fondo.



Entre otros aspectos, hay desencuentros con productores mineros y agrícolas y con normas de protección al medio ambiente, Tales situaciones no se resuelven. Solo estamos buscando un “garlito” judicial procesal. ¡Bien! Esa parte se solucionará. Lo de fondo, no.



Siendo bien franco, esto genera irritación para concurrir con comodidad a apoyar el artículo 34º bis propuesto, el cual, seguramente, se va a perder.



Pero -¡créanme!- a los futuros Gobiernos se les presentarán menos problemas en este sentido, por cuanto el aspecto judicial va a estar ya resuelto. Total, es el juez quien fija la caución.



Ahora ignoro lo que pasará. Leo el proyecto y no sé si el juez establecerá una caución por 1.500 millones de dólares. ¡No sé qué pasará! Pero vamos a depender de los magistrados, quienes exigirán cauciones altísimas.



¿Saben dónde habrá presión? En los jueces, no en el Gobierno ni en nosotros. ¡En los jueces! Porque tendrán que determinar la caución. ¡Díganme si no es así! Que me corrija el Ministro si estoy equivocado. 



¡Imaginen cómo será esa presión! 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, no está de más recordar el espíritu del acuerdo al que se llegó: la necesidad energética que urge al país.



En verdad podríamos discutir mucho sobre esta materia. 



Es absolutamente claro que tenemos una institucionalidad ambiental débil y poco confiable. Peor aún, la ciudadanía confía poco y muchos proyectos energéticos se han judicializado. 



Yo misma he sido parte en la interposición de recursos de protección, por ejemplo, para frenar la construcción de la termoeléctrica Punta Alcalde en una zona declarada de latencia o con mi oposición al megaproyecto Castilla, otra central más, con una generación estimada de 2.500 y tantos megavatios. 



A mi juicio, el norte ya no da para más. Con tales proyectos estamos contribuyendo a aumentar el calentamiento global y los gases de efecto invernadero. ¡No da para más!



¡No podemos seguir permitiendo la generación de energía sucia! 



Por ello, parte esencial del acuerdo adoptado fue abordar otros aspectos en forma simultánea, de lo cual el Gobierno al comienzo no estaba convencido. 



Estuvimos un año y medio esperando que volviera el proyecto llamado “20/20”, nacido de una moción de varios Senadores. Se vio en el Senado en primer trámite constitucional, pero en Cámara de Diputados no recibió la urgencia necesaria para acelerar su análisis. Ahora sí podremos debatirlo. En todo caso, hoy día podemos denominarlo “20/25”. Esta iniciativa es muy importante, porque contiene una visión mucho más integradora.



Resulta esencial entender la realidad.



En el país hay tres grandes generadoras, responsables del 95 por ciento de la producción eléctrica. ¡Cierto!



Carecemos de autonomía energética. ¡Cierto!



Chile no cuenta con una matriz diversificada. ¡Cierto!



Nuestro territorio cada día se “carboniza” más con termoeléctricas a carbón. ¡Cierto!



Por eso mismo, debemos ser responsables frente al país.



Chile presenta debilidades en materia de transmisión energética.



Quienes creemos que las energías renovables no convencionales son una alternativa -estas deben ir sustituyendo, lenta pero gradualmente, las energías convencionales para limpiar la matriz- sabemos que también requieren acceso a la transmisión. Es obvio. Por tanto, no podemos seguir ignorando tales debilidades.



Aquí se argumenta que quienes suscribimos el acuerdo solo buscamos favorecer a las tres grandes generadoras o al proyecto HidroAysén -personalmente no estoy de acuerdo con él-, pero no veo por qué deba rendir examen ante presiones fundadas con razones que no son exactas.



Con este proyecto estamos tratando de facilitar y acelerar ciertos procesos administrativos. Actualmente, luego de seis o siete años, se obtiene permiso de concesión. 



Cabe preguntar qué deseamos: ¿Queremos o no una línea de transmisión adecuada? ¿Queremos o no que haya energías renovables? ¿Queremos o no limpiar la matriz?



Logramos llegar al acuerdo después de arduos meses de trabajo entre nuestros asesores y el Gobierno, con plena responsabilidad, con conocimiento detallado y con mucho rigor. Lo digo sinceramente: no habríamos concurrido al acuerdo si no estuviésemos seguros de que es para el bien del país.



Además, no se puede negar que hemos llegado a una propuesta mucho más equilibrada. Lo único que hace el proyecto es regular algo ya existente. Estamos dando más garantías, incluso para los propietarios, porque se trata precisamente de nivelar los derechos de las personas.



Se debe respetar el medio ambiente, por cierto; pero también los derechos de las comunidades y de las personas. Esto es lo que se logra con los procedimientos planteados en la iniciativa.



Incluso más, hemos agregado diversos elementos que el proyecto original no consideraba. 



Se propuso mejor y más información para entregar al público del concesionario, como mapas y señalamiento de las localidades que se afectarían. 



Se aumentaron los medios de publicidad y la calidad de la información que se proporciona a la ciudadanía. 



Se exige que la solicitud y el mapa sean publicados en la página web de la Superintendencia y en un lugar destacado de los municipios afectados, además de notificaciones personales y avisos en diarios y medios regionales.  



Se mejoró la comisión tasadora. Al comienzo, ni siquiera estaba contemplada. Incorporamos requisitos e inhabilidades. Después veremos este punto.



También se establece por primera vez en una ley sectorial la consulta a los pueblos originarios, de acuerdo con el Convenio Nº 169 de la OIT, antes de iniciar la construcción pertinente, la cual no podrá llevarse a cabo si no cuenta con los permisos medioambientales.



Asimismo, se hace referencia explícita a la Convención de Washington.



Dicho lo anterior, si alguien me dice que no estamos respetando las comunidades o las áreas silvestres, pienso que no se está diciendo lo correcto y que se faltando a la verdad. Lean el proyecto.



Por lo tanto, no son aceptables los argumentos en contra que hemos escuchado.



Señor Presidente, no hubiese apoyado el acuerdo si no estuviera absolutamente convencida, con responsabilidad, de que mejora lo vigente.



Si no hacemos nada, ¡cuánto más cara será la energía que pagaremos! Y no me refiero al costo solo para las grandes empresas o para los proyectos mineros, que obviamente me interesan -son importantes para mi Región-, sino también para los consumidores. Hoy día estamos pagando una energía sumamente cara. ¡No nos olvidemos de eso!



Es muy fácil hablar de las tres grandes empresas que producen alrededor del 95 por ciento de la energía del país. Estamos de acuerdo en ello. Pero, ¿qué más? 



Queremos aumentar la entrada de nuevos generadores. Para ello, debe haber líneas de transmisión disponibles, concesiones expeditas y facilidades de acceso.



Queremos más actores. 



Queremos bajar los precios marginales. 



Queremos que se desarrollen las energías renovables no convencionales, única manera en que se logrará no solo diversificar la matriz y producir energías limpias, sino también estabilizar los precios.



Por las razones expuestas, voto a favor del artículo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo a los colegas que estamos recién en el segundo artículo de un proyecto que es muy extenso.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana, para fundamentar su voto.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, al igual que Su Señoría, no pensé que el artículo 34º bis propuesto iba a provocar un debate tan largo, pese a que hay varias otras normas tanto o más preocupantes que esta.



Como se ha dado la discusión, hago presente que comparto el planteamiento del Senador señor Frei con relación al grave problema energético que Chile tiene hoy.



Hace pocos días el Ministro de Hacienda sostuvo que las propuestas de algunos candidatos -o de la candidata- estaban ahuyentando ciertas inversiones. ¡No es así! Es el problema energético y los altos costos que deben afrontar importantes sectores productivos los que pueden favorecer que los capitales se empiecen a trasladar a otros lugares de Latinoamérica.



Lo cierto es que aquí no ha habido debate al respecto. Todo se paralizó con lo que pasó el 2011 con HidroAysén.



Lo que uno hubiera esperado, especialmente de una Cartera como la de Energía -donde han pasado cinco Ministros, cada uno, seamos claros, con distintas miradas y con algo más que matices- es el planteamiento de una política energética o de una agenda eléctrica, pero no lo ha habido. Solo tenemos reformas menores anunciadas por el Gobierno, a partir del 2011, básicamente a través de dos proyectos: el de concesiones eléctricas y el relativo a la carretera eléctrica. Ambos, para ser franco, facilitan o favorecen el camino a HidroAysén. En eso no hay ninguna duda, y hay que hacerlo presente. Porque las concesiones son, precisamente, para aportar al Sistema Interconectado Central.



Entonces, aquí se han dicho muchas cosas, como que el artículo 34° bis, con la caución y la consignación establecidas, beneficiaría a las pequeñas empresas. ¿De qué estamos hablando? Ellas no están interesadas en este negocio. No he escuchado para nada al señor Fantuzzi defender a las centrales minihidroeléctricas. No se trata de las pequeñas y micro empresas. Aquí el más pequeño genera 20 megavatios y obtiene mensualmente alrededor de 130 mil dólares. De ese tipo de negocio estamos hablando. 



Entonces, esto no es para los chicos. 



Quiero ver la cantidad de casos en que finalmente se va a destruir todo lo que se ha logrado avanzar, porque, en definitiva, la iniciativa en debate limita el derecho de las comunidades en general a objetar su contenido. Y creo que ese es el peor de los caminos. 



En tal sentido, el Senador señor Espina tiene razón, porque la limitación de derechos ocurre en muy pocos casos. Por lo tanto, no habrá dónde reclamar o alegar. 



Por supuesto que me preocupa lo anterior, especialmente en la zona que representamos con los Senadores señores Espina, García y Tuma: la de La Araucanía. Imagino que será imposible que el tendido eléctrico que pase por algún lugar de la Región no afecte a alguna comunidad mapuche. ¡Es imposible! 



Sin embargo, ¿qué ha ocurrido? Me van a perdonar quienes concurrieron al acuerdo -me merecen el mayor de los respetos-, pero la consulta a las comunidades indígenas se hace sobre la base de hechos consumados, después de aprobada la concesión y antes de la construcción. Ello, solo representa un impacto negativo para el mundo indígena. 



Ni siquiera voy a profundizar en lo de la perpetuidad de las concesiones, porque aquí estamos consagrando algo que viene de la normativa del año 82, que mantiene tal condición. 



Entonces, claramente la norma que se vota no favorece a las pequeñas empresas. El problema central radica en que aquí no tenemos agenda, ni siquiera de mediano plazo, para abordar el tema energético. 



Por lo tanto, como ella no beneficia el objeto que se quiere cautelar, voto en contra. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, efectivamente nos hemos distanciado un poco de la disposición que específicamente se discute. Sin embargo, cuando estas asociaciones generales se ponen en el tapete hay que tratar de responderlas. 



Se ha dicho, por ejemplo, que esta iniciativa favorece a los grandes. Bueno, ellos son precisamente los que pueden esperar indefinidamente la realización de los proyectos; a los chicos no les es factible, pues ello supone un costo gigantesco. Se abrevian los plazos para saber si pueden o no proceder con el emprendimiento. 



Ese es el sentido más directo de la normativa. 



El costo de la energía ha sido destacado por el ex Presidente de la República, don Eduardo Frei. Yo relaciono esto con lo que sucede en Temuco. ¿A qué se debe su contaminación? A que es más fácil quemar leña verde que prender estufas. ¡Así de simple! O sea, la contaminación la están pagando los pulmones de las guaguas del lugar. 



Entonces, todos los gargarismos que se hacen en favor de los pobres, los desvalidos, los niños, las viudas, los huérfanos y las clases postergadas, etcétera, es pura música celestial, porque resulta que la vida humana tiene una base económica. Y no sacamos nada con hacernos los tontos. 



Si alguien puede justificar el otorgamiento de 140 permisos de construcción de plantas termoeléctricas en el último Gobierno de la Concertación y, al mismo tiempo, hablar de los chicos, de los derechos ancestrales, de la pureza de las aguas, de Aysén y de otras cosas de ese calibre, francamente a mí me resulta difícil hermanar esas dos líneas de argumentación. 



El desaliento en la construcción de plantas hidroeléctricas es muy grave, porque el agua es uno de los recursos renovables mayormente previsibles, sobre todo en Aysén. ¿Y cuál es la ventaja de HidroAysén? Que los ríos en cuestión tienen caudales previsibles, independiente de la nieve caída, de igual modo que otros cursos de agua de la zona central. 



En Chile, hoy día se está quemando petróleo para la generación de electricidad, con un costo de 3.500 millones de dólares. Es decir, en 10 años se podrían financiar 4 reformas educacionales, situación que nos ocupa todos los días. 



Entonces, ¡por favor!, tenemos que mantener una cierta lógica nacional en el raciocinio. 



Ahora, me referiré a la institución específicamente aludida en el artículo 34° bis. 



La fianza de resultados es una institución antigua en Derecho. Normalmente se impone al que inicia una acción precisamente para desalentar pretensiones frívolas, que pueden dañar a terceros. En efecto, algunas personas acuden a los tribunales simplemente para hacerse famosas, o porque se entretienen, o porque alguna de ellas tiene un pacto de iguala, que le permite cobrar según los resultados.



En definitiva, en este caso, se altera la institución de la garantía de resultado, porque este lo garantiza el demandado, el sujeto pasivo de la acción, con lo cual se modifica el orden normal de la garantía, comúnmente conocida como “de resultas”. 



Por lo tanto, en mi opinión, aquí se está creando una suerte de incentivo para demandar. Entonces, a quienes están a favor de que todo sea cuestionable -aun cuando estos proyectos hayan pasado previamente por todas las aprobaciones habidas y por haber-, les digo que, por mucho que se haya repetido que la institucionalidad medioambiental ha sido debilitada por ciertas decisiones, no podemos seguir haciéndolo. Porque, de otro modo, terminaremos venciendo al Congo en esta competencia que tenemos, cosa que no creo que sea precisamente un galardón.



No obstante, ahora me referiré a él, señor Presidente. 



En las acciones llamadas "populares" o en la denuncia de obra nueva, sea en propiedad privada o pública, suele haber un incentivo para el denunciante. 



Pues bien, en la norma que nos ocupa se está duplicando tal incentivo. Fíjense, señores Senadores, que se dice al demandante que denuncie y obtenga la orden del tribunal, y que luego se obligará al sujeto pasivo de la acción a garantizar su indemnización en caso de llegar a perderla, o sea, al denunciante, al revés de lo que la institución viene haciendo desde hace más o menos 2 mil años, porque ella se remonta al siglo I de la Era Cristiana. 



Por lo tanto, habría que pedir un poco más de serenidad, menos ideología y más lectura, porque es cuestión de analizar con un poco más de cuidado el asunto para entenderlo. No nos asilemos en las aguas del río Baker para salir de todos los aprietos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer término, quiero felicitar y agradecer a los colegas que llegaron a un acuerdo para destrabar las diferencias presentadas respecto de este proyecto y del relativo a las energías renovables no convencionales. 



Por supuesto que me alegra mucho, porque es en el Parlamento donde debemos arribar a los grandes acuerdos, y no pensar en el Gobierno de turno -al actual le resta menos de un año o 10 meses para terminar- o en el que vendrá, sino en el país. De no tomar resoluciones ahora sobre el particular, el daño se sufrirá en 4, 5 o 6 años. 



Esta Administración ya no tiene problemas de energía. La aseguró para 2 o 3 años. La dificultad será para las futuras. Por eso debemos tomar las cosas como políticas de Estado; es decir, con un objetivo mayor y no pequeño. 



La Corte Suprema emitió su opinión acerca de este proyecto, señalando -todos estamos de acuerdo en ello, según lo que se ha manifestado- que el derecho de propiedad, garantizado por el número 24° del artículo 19 de la Constitución, es un derecho fundamental y la base del desarrollo, el crecimiento y la credibilidad de los países. Y eso se respeta. Pero se respeta no solo el derecho de propiedad, sino también las normas ambientales y los derechos del pueblo indígena. ¡No cabe duda!



Asimismo, resulta necesario recordar que en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva se dictó la ley N° 16.615, publicada el 20 de enero de 1967, la cual, respetando el derecho de propiedad irrestricto, estableció que la propiedad debe cumplir una función social.



Eso significa que uno puede ser dueño de una propiedad, pero que esta tiene que producir, darle algo también a la comunidad. Y esta función social se ha ido cumpliendo y fue ratificada en la Constitución del 80, que no la cambió.



Ahora estamos ante proyectos de gran desarrollo e interés para el país, pero resulta que si un propietario quiere hacer un pingüe negocio por la vía de la judicialización, puede atrasar uno, dos, cuatro o cinco años un proyecto. Y nadie pretende quitarle nada a esa persona, sino pagarle lo justo y más que lo justo, para sacar adelante las obras, por sobre todas las cosas.



Lo mismo manifestó la Corte Suprema, que hizo algunas observaciones.



Por lo tanto, si los dueños son debidamente indemnizados, es evidente que los proyectos tienen que seguir adelante. Conforme a la función social, no es por capricho que una línea pase por determinado sector. No significa que se haya elegido a un propietario en particular, sino, simplemente, que corresponde que un tendido pase por su bien raíz. ¿Y por eso vamos a parar un proyecto que le interesa a todo el país? ¡El interés social y colectivo está por sobre el interés particular! ¡Nadie pretende perjudicar a una persona, a la que se la indemniza generosamente!



¿Por qué paralizar las obras, entonces? ¡Hasta cuándo!



Por eso, también nos interesa lograr acuerdo en las energías renovables no convencionales, para que sigamos avanzando en ellas.



A mí no me importa que la energía eléctrica se concentre en dos o tres grandes compañías, pero sí que se diversifique la matriz energética y puedan participar -como ya lo hemos señalado en reiteradas oportunidades- muchas pequeñas empresas, con centrales de pasada de 5, 10 o 20 megawatts. ¿Cuántas se podrían construir? Podríamos tener 8 mil, 10 mil megawatts. ¿Y por qué no se crean? Porque los grandes consorcios impiden que ellas puedan ponerse en práctica. 



Por eso, la nueva ley permitirá abrir espacios para que nuestro país se siga desarrollando y sea grande, y no sigamos como hasta hoy, pagando la energía casi más cara del mundo. Se están cerrando industrias porque dejan de ser competitivas. Y nosotros aquí, peleando unos con otros sin buscar grandes consensos. Por eso yo valoro el arreglo a que se ha llegado en este y el otro proyecto que nos han informado aquí, el cual significará que la gente por fin vea que el Parlamento es capaz de llegar a grandes acuerdos nacionales.



Escuché la intervención del Presidente Frei, como estadista, al igual que la de muchos otros colegas. ¡Por favor! Eso es lo que debemos buscar: la grandeza de nuestra patria y facilitar todo lo que sea necesario para que los grandes proyectos y el desarrollo de Chile puedan seguir adelante.



No se perjudica a nadie, pues se indemnizará generosamente a cada uno de los afectados.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, después de la intervención de mi colega Sabag poco me queda por hacer para empatar con la visión de un Senador estadista.



Comparto lo señalado por el Presidente Frei, que nos ha invitado a tener una mirada de país y a crear las condiciones para que Chile tenga una matriz energética y un corredor eléctrico. Pienso que es indispensable hacerlo y es nuestra responsabilidad, así como también que ello se efectúe con cargo al conjunto de la sociedad. Esto no puede ser con cargo al bolsillo ajeno, con cargo a un pequeño propietario o a un indígena que posee media hectárea, cuyo predio quedaría totalmente cubierto por una torre de alta tensión, quien recibiría una indemnización miserable que no le permitiría instalarse en otro lugar ni adquirir otra propiedad y que, pese a ello, estaría obligado a moverse de localidad, alejado de su comunidad.



Quiero hacer un llamado de atención. Soy representante de la zona con mayor concentración de población indígena rural. Y en los últimos años he sido invitado a numerosas comunidades que desesperadamente manifiestan que tienen muy pocas tierras y que, en algunos casos, en gran parte de ellas -como en cierto sector de la comuna de Padre Las Casas- se hallan emplazadas líneas de alta tensión que les impiden desarrollar cualquier actividad dentro de su predio, interfieren las comunicaciones de celulares y de la telefonía en general, así como señales satelitales y de cualquier tipo de televisión, y crean ruidos permanentes.



Yo me pregunto si algún estadista estaría dispuesto a irse a vivir a una de esas comunidades asegurándosele que su decisión será reconocida como un gran aporte a la sociedad. ¡Si el gran aporte a la sociedad tenemos que hacerlo todos! Entonces, debemos ver no solo de qué manera se compensa debidamente el daño que se le causa a un propietario, a su familia, al mundo indígena y al medio ambiente, sino también cómo se construye un mejor país y una mejor sociedad. Y esto no se logra velando únicamente por los intereses de quienes financian las redes eléctricas.



Con el respeto que me merecen los Senadores y las Senadoras que lo suscribieron, yo no comparto el acuerdo alcanzado en la parte que señala que el Convenio 169 se va a cumplir después de que se haya autorizado la concesión y antes de construir.



¿Cómo una persona va a postular a una concesión si no sabe cuánto le van a costar los acuerdos? Porque la consulta no tiene que ver con consultar y pasar consultando para luego hacer el proyecto, sino con cómo llegar a acuerdos. ¡Ese es el espíritu del convenio internacional!



Además, el texto acordado expresa que el concesionario y los órganos de la Administración del Estado tendrán que dar estricto cumplimiento a las normas legales y tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y al reglamento vigente en materia de áreas silvestres protegidas.



Bueno, y en materia indígena, ¿por qué los organismos del Estado no dan también debido cumplimiento a los convenios internacionales?



Ahí se señala expresamente que ni los organismos del Estado ni los concesionarios estarán obligados a cumplir los tratados internacionales, pues el documento se refiere únicamente a las áreas silvestres protegidas.



Por eso, creo que en definitiva no se está intentando proteger los intereses de los pueblos originarios cuando se levantan grandes obras.



Yo no me voy a oponer a lo que se está planteando. Lo considero muy necesario. Pero no estoy dispuesto a que se pase por encima de los intereses de los pequeños propietarios, sean o no mapuches, por cuanto cualquiera de ellos puede resultar seriamente afectado. Y nada se dice de cuánto será la compensación. Al contrario, si alguien reclama por su monto, se deberá realizar un peritaje, el que tendrá que pagar si no le resulta favorable. O sea, aparte de recibir una compensación que considera lesiva, el propietario deberá solventar los honorarios del perito.



En conclusión, creo que debemos apoyar un proyecto que persiga dar seguridad energética al país, pero tiene que ser integral. El que nos ocupa solo considera algunos intereses y no los de los sectores que yo represento.



Por lo tanto, señor Presidente, voy a votar en contra este y otros artículos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, concuerdo con lo planteado por el Senador Tuma en cuanto a que las compensaciones que van a recibir los pequeños propietarios agrícolas y, particularmente, las comunidades indígenas, deben ser justas.



Es cierto lo que ha señalado mi colega en el sentido de que son muchos pequeños propietarios, en especial mapuches, los que nos reclaman con bastante frecuencia por tener que haber hecho cesión gratuita de franjas de sus terrenos para que por ahí pasaran tendidos eléctricos, en algunos casos de alta tensión, en otros de baja tensión. 



Y, dado que ellos poseen muy pocas tierras, el hecho de que las franjas tengan que ser bastante anchas, para evitar que los árboles topen con los cables y se generen cortes de energía eléctrica, hace que ello en muchos casos signifique una suerte de impuesto, un gravamen excesivamente fuerte para personas muy modestas.



Eso no quiere decir que se deban paralizar los proyectos de energía eléctrica, como tampoco el trabajo y la inversión de las compañías que la distribuyen. Lo que solicitamos es que las compensaciones sean justas, que los afectados sean parte del negocio, de las utilidades. Porque eso es de justicia: compartir lo que se está recibiendo.



Muchas veces ocurre que los pequeños propietarios pagan bastante caro por la energía eléctrica. Entonces, uno se pregunta cómo es posible que ellos, siendo parte del tendido eléctrico, de la inversión realizada, no sean considerados participantes en el negocio. Yo no pido que pertenezcan a la administración, sino, simplemente, que se les pague un precio justo por ocupar franjas de sus terrenos.



Dicho lo anterior, quiero manifestar que voy a votar a favor del artículo 34° bis propuesto, precisamente porque creo que ahí se mejora la capacidad negociadora, antes y después del juicio. Así, una concesionaria eléctrica evitará tener pleitos legales. ¿Cómo? Pagando indemnizaciones, compensaciones y precios justos.



El artículo 34° bis dice:



“Toda vez que en un juicio cualquiera (…) el juez decrete la suspensión o paralización de las obras que se llevan a cabo en virtud de una concesión eléctrica, se suspenderán los efectos de dicha orden de paralización o suspensión de obras si el concesionario consigna en la cuenta corriente del tribunal caución suficiente” -o sea, recursos suficientes- “para responder de la demolición de la obra” -si es que así se ordena- o de la indemnización por los perjuicios que significa su continuación.



Señor Presidente, pienso que esto mejora sustantivamente la posición negociadora no solo de quienes vayan a juicio, sino también de aquellos que durante la discusión, la negociación o la tramitación sientan que están siendo objeto de un trato injusto.



Considero indispensable agilizar el trámite de las concesiones eléctricas. Aquí lo han dicho varias señoras y señores Senadores: corremos el riesgo serio de que el país no tenga energía suficiente, el riesgo serio de quedar a oscuras, y el riesgo -que ya no es riesgo, porque es una realidad- de pagar una de las energías más caras del mundo, perjudicando con ello a los sectores más modestos de la población.



Yo tengo confianza en que este proyecto va en la dirección correcta.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Terminada la votación.

El señor ROSSI.- ¡Tengo pedida la palabra, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador Rossi, yo se la ofrecí en su momento, pero usted no estaba en la Sala.

El señor ROSSI.- Pero no he intervenido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, pero yo le ofrecí la palabra en el momento que correspondía, de acuerdo a la ubicación en que usted quedó en el listado de inscripción, y Su Señoría no se encontraba presente en la Sala.

El señor ROSSI.- Tuve que salir, señor Presidente. Y me gustaría intervenir ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor ROSSI.- Gracias, señor Presidente.



No creo que vaya a aportar tantos elementos jurídicos, técnicos, como lo hicieron los especialistas en la Comisión. Pero tengo una experiencia que quisiera compartir y que me lleva a votar en contra en esta materia.



Todos conocemos el Tratado de Washington, que habla de la reserva de la biósfera, de que debe protegerse lo que en Chile denominamos particularmente “SNASPE” (Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado): monumentos naturales, parques nacionales, reservas naturales.



Hace algunos años en Arica hubo un proyecto minero llamado “Choquelimpie”. O sea, no estoy hablando de un proyecto turístico que concilie intereses ambientales con intereses productivos. ¡No! Estoy hablando de un proyecto de explotación minera, ubicado nada menos que en la Reserva Nacional Las Vicuñas.



Están el Parque Nacional Lauca; la Reserva Nacional Las Vicuñas; en Putre, el Monumento Natural Salar de Surire, todos sitios maravillosos, los lugares más bellos del planeta.



Estuvimos ahí con el Senador Girardi defendiendo los intereses de las comunidades indígenas y el medio ambiente en Arica. Incluso, algunas autoridades trataron de hacernos una contramanifestación. Había cuatro carteles y unas señoras totalmente mandadas por -no sé- el municipio de aquella época. Pero después la mayoría de la gente nos agradeció, porque la empresa se fue. Y ahí estaban los nidos de aves migratorias.



Ahora nos dicen que se va a cambiar la redacción que viene de la Cámara de Diputados, que expresa: “En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas” -como los de la Reserva Las Vicuñas; el Parque Nacional Volcán Isluga, en la Región de Tarapacá, un poco más al sur; la Reserva Nacional Pampa del Tamarugal, en fin- “se deberá siempre buscar alternativas de trazado”. ¡Se deberá siempre buscar alternativas de trazado!



Me parece que esa es una redacción clara, muy distinta de la planteada en orden a que el concesionario o los órganos de la Administración del Estado deberán respetar los tratados vigentes, nacionales e internacionales. Porque con esos mismos tratados se han emitido declaraciones ambientales positivas y favorables para desarrollar proyectos en áreas silvestres protegidas.



Por lo tanto, considero fundamental mantener la redacción a la que me acabo de referir, que es muy explícita.



De otro lado, señor Presidente, he escuchado a algunos colegas argumentar en el sentido de que cuando las materias se judicializan, se deja una cantidad de recursos económicos.



¿Y qué pasa con los pequeños propietarios? ¿Van a tener alguna posibilidad de enfrentar a estos monstruos? Porque, si ya se ha desarrollado una inversión de 4 millones de dólares, con el tendido eléctrico pasando tal vez por un parque nacional, ¿quién va a ordenar demoler una infraestructura de ese valor?



Tampoco me gusta lo que se plantea respecto del Convenio 169. No se entiende que daba hacerse una sola consulta -lo dice muy claramente el texto del acuerdo- antes de comenzar la construcción de las obras y no en forma previa a la obtención de la concesión. Lo lógico es que la consulta indígena se efectúe antes de la entrega de la concesión, y como corresponde.



Entonces, es necesario agilizar todo esto; es importante el tema energético para nuestro país; qué bueno que se haya logrado destrabar el proyecto que fomenta la generación de energías limpias, pero, si este es el precio que debemos pagar, es un precio que me parece demasiado alto.



Por todo lo antes expuesto, señor Presidente, voto en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 34° bis (23 votos a favor, 11 en contra y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



Se abstuvo el señor Cantero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Quedan, pues, aprobados los dos artículos que requerían quórum especial, que se votaron en primer lugar conforme al acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad.



Tiene la palabra el señor Secretario para informarnos qué sigue a continuación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, hay un conjunto de artículos aprobados solo por mayoría en la Comisión (tres votos a favor y dos en contra). Aparte de ello, se ha renovado un conjunto de indicaciones, que se hallan consignadas en el documento que Sus Señorías tienen en su poder.



Entonces, habría que ir consultando en cada caso, porque muchas de las indicaciones que se renovaron fueron declaradas inadmisibles en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a los señores Senadores guardar silencio y poner atención, porque después puede producirse confusión respecto a lo que hay que votar.



Continúa con la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entonces, de acuerdo al artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que se modificó el año 2010 precisamente para superar el problema de las inadmisibilidades resueltas en las Comisiones, lo que procede es que la Sala, si lo pide un señor Senador, se pronuncie acerca de la admisibilidad de esas indicaciones. 



Por ende, la Sala es la que ha de decidir. 



Si fuere declarada admisible por la Sala, recién ahí, entonces, podrá votarse esa indicación renovada. No puede votarse directamente.



Dicho lo anterior, corresponde dirigirse a la página 2 del comparado, donde aparece la modificación realizada por la Comisión de Minería al artículo 15°, en el sentido de agregar un inciso segundo, aprobada por mayoría de votos 3 por 2. Al respecto, se ha renovado la indicación N° 5, que busca reemplazar ese inciso segundo propuesto, la cual fue rechazada en el órgano técnico. 



En todo caso, la indicación es admisible. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a someter a consideración de la Sala la indicación renovada N° 5, que dice relación con el texto que figura en la última columna de la página 2 del boletín comparado.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación renovada N° 5.



--(Durante la votación)

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo que esta indicación renovada no ha sido declarada inadmisible por la Comisión y por eso la estamos sometiendo directamente a consideración de la Sala. 



En el caso de las declaradas inadmisibles, el señor Secretario les irá dando lectura cuando corresponda, y se resolverá sobre ellas en la Sala.



Tiene la palabra para fundamentar su voto el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, pienso que es inaceptable que intentemos hacer un fast track para, literalmente, sobrepasar todas las exigencias legales y ambientales, que ya en Chile son precarias y débiles.



Por lo tanto, voy a votar a favor de la indicación.



No obstante, hay algunas cuestiones que sería bueno aclarar. 



Acá se ha dicho que pagamos la energía más cara del mundo. Y es cierto. Pero no es un problema derivado de los tendidos eléctricos y de las concesiones, sino del hecho de que Chile no posee una política energética; de la existencia, cosa que esta ley en proyecto en cierta manera profundiza, de los monopolios: en el país no hay diversidad de opciones. Y tiene que ver también con la circunstancia de que las políticas energéticas no se encuentran establecidas dentro de una estrategia de país, que defienda el interés nacional, sino que delegadas a lo que cada empresa quiera hacer. 



Legítimamente, las empresas persiguen un interés de corto plazo. Pero el país es rehén de eso. Y la política es la suma de los intereses de corto plazo de cada una de las empresas, que son las que deciden en qué, dónde y cuándo se va a invertir. 



¿Sabe lo que estamos haciendo acá, señor Presidente? Estamos siendo funcionales a ese tipo de política. Porque cómo es posible que se establezca una propuesta de legislación de concesiones eléctricas cuando no hay una política energética. Aquí debiera haber primero un debate general acerca de lo que el país quiere: cuáles son los intereses nacionales; cuáles los incentivos; cómo se va a delinear el objetivo principal con el que todas las empresas públicas y privadas deban alinearse. 



No hay tal proceso.



Seguimos sin política energética. Las políticas se continúan haciendo en las oficinas de las empresas y se sigue, en consecuencia, legislando mediante iniciativas que no tienen que ver necesariamente con el interés general del país. Y, de manera legítima, alguien podría decir que son un acomodo para favorecer determinado proyecto.



Necesitamos, de una vez por todas, una política energética: que se planteen los objetivos centrales sobre el particular y que estos sean discutidos; que el país sepa para dónde vamos a caminar. 



¡Cómo es posible sostener que por culpa de las concesiones estamos pagando los precios más caros en energía eléctrica! 



¡Estamos pagando esos montos porque no ha habido una política energética! 



Cuando nos mantuvimos con el gas natural, en 2002 ya se sabía que no iba a haber disponibilidad del recurso. Pero hasta el año 2005 todos los proyectos se hacían sobre la base de dicha energía. ¿Saben por qué? Porque el negocio era fenomenal: se compraba a 3 dólares el millón de BTU en Argentina y se vendía a 21. Y las empresas, legítimamente, hicieron negocio hasta el final, porque ellas no están encargadas de preocuparse de si el país va a encallar o no. 



Y casi vivimos una situación catastrófica.



Y eso mismo estamos haciendo ahora: tratando de sacar la tajada, la pasada más alta posible sin pensar en el país. ¿Saben por qué? Porque los gerentes y los directores de las empresas no deben rendirles cuenta a los ciudadanos sino a sus inversionistas.



Y acá estamos siendo funcionales con esa estrategia. 



Por lo tanto, yo planteo que aquí debiera haber una política energética.



¿Qué debiera estar haciendo el país? ¿Seguiremos con algunas actividades termoeléctricas? Sí, por supuesto. Pero por cada megawatt convencional que se produzca debiéramos estar pensando en aportar un megawatt renovable. Debiéramos orientar incentivos concretos hacia las energías renovables. 



Ahora, voy a algunos temas que me parecen inaceptables. 



¡En Chile, la Convención de Washington ha sido permanentemente sobrepasada! 



¡Tal instrumento internacional, en este país, no quiere decir nada! 



Habría que incluir aquí sus contenidos. ¿Por qué no se escribe, formalmente, lo que quiere la Convención de Washington?: la desafección de un parque nacional, de un área silvestre protegida hay que hacerla mediante una ley despachada por el Congreso Nacional. 



¡Esto debiera decir el proyecto! Pero no esta cosa ambigua sobre la Convención de Washington que nunca se ha respetado en Chile. 



Y nosotros, muchas veces, la hemos hecho acatar a la fuerza.



Entonces, aquí, evidentemente, hay toda una entelequia de mentiras, porque ninguna de las disposiciones contempladas se va a cumplir, al igual que no se observa la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente; así como los permisos ambientales, que son totalmente fraudulentos. 



Y se acepta que se inhiban, como discutíamos con anterioridad, las pocas acciones de los tribunales: hoy día, cuando un juzgado sanciona una paralización de faenas, ella no se verifica. Porque, a pesar de su establecimiento, la empresa dispondrá de la posibilidad de, en vez de interrumpir una obra que está incumpliendo, pagar y poder proseguir con el incumplimiento.



Entonces, me parece que aquí está todo al revés.



¡Yo espero que exista una política energética que defienda el interés nacional!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath, para fundamentar el voto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, aquí se nos ha intentado asustar con una política del terror, en el sentido de que tenemos la energía eléctrica más cara del mundo, siendo sobrepasados solamente por el Congo.



Puede que el dato sea correcto, pero hay que buscar la causa.



Nosotros contamos con uno de los sistemas más concentrados desde el punto de vista de la energía: tres empresas generan, casi una sola transmite y tres, de nuevo, distribuyen. Y, además, se hallan ligadas entre sí.



Ahora, para nadie es desconocido que el enorme poder económico de las empresas tiene influencia en lo político, y también en los medios de comunicación: uno lee el diario para guiarse, pero la gente no financia los periódicos sino que la propaganda que les contratan, sobre todo en los medios de comunicación abiertos.



Además, si revisamos la institucionalidad y las leyes eléctricas de nuestro país, comprobaremos que las empresas del sector plantean el plan indicativo de obras hacia el futuro; participan en los Centros de Despacho Económico de Carga: quién entra y bajo qué determinadas reglas del juego; financian el Panel de Expertos, que es el que revisa las tarifas, y asimismo tienen garantizado el diez por ciento de las utilidades. Por eso se atreven a acometer cualquier proyecto, sea del tipo que fuere. 



Eso estamos viviendo. 



Por lo tanto, pediría alguna mesura.



Señor Presidente, en la pantalla se está mostrando la siguiente imagen: 
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Nosotros, a diferencia de otros países, disponemos de un potencial envidiable en energías renovables no convencionales.



Si Sus Señorías ven la imagen, figuran geotermia; pequeñas y medianas centrales...

El señor FREI (don Eduardo).- En ninguna parte del mundo hay...

El señor HORVATH.- Bueno, existen ingenieros que están pegados en el siglo XX; quien habla, se halla en el siglo XXI.



Mareomotriz...

El señor FREI (don Eduardo).- ¡En ninguna parte del mundo se cuenta con ella!

El señor HORVATH.- Fíjese bien, por eso ponemos 50 “unidad demostrativa”.

El señor FREI (don Eduardo).- ¡No hay ninguna planta mareomotriz en el mundo!

El señor HORVATH.- No se altere, señor ex Presidente.

El señor FREI (don Eduardo).- ¡Es mentira!

El señor HORVATH.- No es mentira.



Estoy hablando del potencial...

El señor PIZARRO (Presidente).- Diríjase a la Mesa...

El señor FREI (don Eduardo).- ¡No hay plantas de mareomotriz!

El señor HORVATH.- Pero si estoy hablando del potencial, ¡por favor!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Señor Senador, diríjase a la Mesa! 



Evitemos los diálogos...

El señor HORVATH- Señor Presidente, ponga orden en la Sala. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Evitemos los diálogos!

El señor HORVATH.- Soy consciente de que inviste la calidad de ex Presidente de la República, pero no merece, por ello, interrumpir de esta manera.



Continúo.



Eólica.



Ahí se especifica todo nuestro potencial, también en Biomasa.



Señor Presidente, en la zona austral, ENDESA estatal hizo el siglo pasado, en las décadas de los 50 y 60, la evaluación de los grandes proyectos hidroeléctricos, con otros fines.



Si uno los suma, alcanzan los 10 mil megawatts -¡solo 10 mil!-. Es muy poco comparado con las cifras del potencial de las otras energías. Y eso significa represar los grandes ríos del país, como han mencionado algunos acá, contando con el respaldo hídrico de los Campos de Hielo Patagónico Sur y Norte.



Pero implica, asimismo, agregar líneas de transmisión de 2 mil 300 kilómetros de longitud. ¿Y quién las va a pagar? ¡Nosotros, pues! Si al final las financiamos los usuarios.



Entonces, impidamos este tipo de proyectos.



Y esta iniciativa, enmarcada en un acuerdo realmente lesivo para el interés público, apunta a consolidar un sistema concentrado.



Por esas razones, hemos renovado una serie de indicaciones.



Una se orienta a que las consultas a las comunidades por las cuales se pretende pasar sean realizadas en forma previa. Así ellos tienen la posibilidad de influir en un trazado alternativo. Ya lo votó la Cámara de Diputados. ¿Por qué lo vamos a cambiar? Trazados alternativos cuando haya que proteger áreas.



También planteamos hablar de “afectados”. Es absurdo el texto propuesto. Solo pueden oponerse los dueños de los predios…

La señora RINCÓN.- No es cierto. Cualquiera que pueda ser afectado.

El señor HORVATH.- Se dice: “u otros interesados”. Pero con las restricciones de los artículos 25º, 53º, 54º. Y deben ser aspectos mínimamente formales. Es decir, una persona verdaderamente afectada no podrá oponerse.



Tenemos un uso abusivo de la fuerza pública. Esto es el Far West institucionalizado. Hay que leer directamente lo que se pretende.



Hemos de tener cuidado con este proyecto de ley. Nosotros queremos equilibrar las cosas. No solo que se cumplan las normas ambientales -eso es obvio-, sino que se apliquen como debe ser. Y siempre existen alternativas de trazados y de generación.



Precisamos mirar con una visión del siglo XXI y no quedarnos pegados con los megaproyectos, que solo consolidan a los grandes. ¡Y colocan a los chicos por delante, como si estuviéramos beneficiándolos a ellos! La única indicación a favor de las energías renovables no convencionales fue rechazada en la Comisión de Minería y Energía.



Entonces, ¿para qué nos engañamos?



Y ese acuerdo de llevar el 20 por ciento que aprobó este Senado hasta 2025, pretendiendo incrementar las energías renovables no convencionales en uno por ciento anual, es realmente hacernos trampa en el solitario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo sé que a veces hay pasión por lo que uno cree y siente. Pero pienso que las cosas tienen un límite.



Y, en verdad, lo que hace esta indicación es más bien no proteger las energías renovables. Y lo voy a demostrar. Pero no solo eso, sino que desconoce toda la legislación vigente en nuestro país.



Les pido a los Senadores que presentaron esta indicación que lean el artículo 25 de la ley Nº 18.362. Allí se consignan las restricciones en las áreas silvestres protegidas. Respecto de estas zonas, está prohibido: causar deterioro en las instalaciones existentes; vaciar o depositar basuras; ingresar a ellas sin autorización o sin haber pagado el derecho a ingreso; pernoctar, merendar; destruir o dañar bienes culturales; ejecutar cualquier otra acción contraria a los objetivos de la categoría o unidad de manejo respectiva. Hay una tremenda lista de prohibiciones a fin de proteger dichas áreas.



Pero quiero decirles lo siguiente.
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Si uno ve este mapa de la Segunda Región -se lo planteo a los colegas de la Región de Antofagasta-, constata que si se aceptara esta indicación ninguno de los proyectos que aparecen en esos cuadros -son las concesiones de energía geotérmica- podrían llevarse a cabo, porque todos los sectores de color verde y morado son áreas silvestres protegidas.



Y quiero mostrarles un mapa de las áreas silvestres protegidas de la Región Metropolitana, para que vean que aprobando esta indicación el problema no sería menor.
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Planteo lo anterior porque todas las extensiones de color verde, morado y amarillo son áreas silvestres protegidas.



Pero, además de eso, aquí se sostiene con liviandad: “Es que el tratado no se cumple”. ¿Y por qué, entonces, se va a respetar esta norma? ¿Para qué presentan esta indicación? Lo que se precisa es hacer cumplir las leyes. Y hoy estas se encuentran vigentes.



Y quienes han optado por ese camino, como lo señaló muy bien el Senador Frei, tienen muchos proyectos suspendidos producto de que los tribunales han hecho efectiva la legislación en vigor. Pero no por esta vía, sino por el recurso de protección, que queda totalmente abierto a cualquier disposición, a cualquier afectado. No es verdad, Senador Horvath -por su intermedio, señor Presidente-, que solo pueden reclamar respecto de esto los propietarios. Esa es una indicación que presenté yo y que no fue aceptada.



Esto forma parte de un acuerdo político entre parlamentarios de distintos sectores. Y deseo agradecer la voluntad que hubo para legislar. Se trata de un tema de país. Y por eso de parte nuestra hemos retirado muchas indicaciones, porque creemos que la forma de reclamar en cada una de estas materias está resguardada.



Yo soy partidario de la propiedad privada. No soy de aquellos que piensan que se puede atropellar a la gente que ha pagado por un terreno, a las comunidades indígenas, a las áreas silvestres protegidas.



Pero ¡por favor! ¡Lean la legislación vigente! Hoy existen normas que resguardan las áreas silvestres protegidas.



Digamos las cosas como son. Aquí se busca aprobar una indicación que, a mi juicio, no solo no beneficia lo que se quiere proteger, sino que, al revés, en algunos casos, como en la Segunda Región, impide que esos proyectos -no son de grandes compañías, porque las de energía renovable son empresas medianas y hasta pequeñas- puedan realmente, a través de la aprobación de un estudio de impacto ambiental, respetar la legislación vigente (la ley Nº 18.362, el Convenio de Washington) y generar condiciones para trabajar.



Algunos planteaban que no era preocupante el valor de la energía.



Invitamos a la Comisión de Minería y Energía al ex Ministro Bitrán. ¿Saben qué nos dijo? Que varias de estas indicaciones y disposiciones harán imposible que este país saque adelante su desarrollo. Nos señaló: “Vengo llegando de Perú, nuestro principal competidor en materia minera, y allá la energía vale 40 dólares el megawatt”. ¡Cuarenta dólares!



En la Región que representamos con la Senadora Allende -por eso nos preocupa el tema- se han visto afectados ya no uno sino varios proyectos: el diez por ciento. Y no se trata solo de empresas privadas. Porque aquí algunos sostienen: “¡Qué nos importan los privados!”. La expansión de Salvador, que es una empresa de CODELCO, del Estado, se suspendió, con despido de gente. ¿Por qué? Porque no hay energía o hay que pagar una energía cara.



Y al Senador Girardi le quiero decir -por su intermedio, señor Presidente- que no es cierto que se esté beneficiando a un proyecto determinado. Lo que pasa es que en Chile tenemos energía barata en la Octava Región y no se puede traer al límite de la Tercera Región, donde se necesita, porque no existen las líneas.



Por eso se requiere aprobar este proyecto, y hay que hacerlo con urgencia. Porque todo lo que se demore hará que suba día a día la energía.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo quería referirme a un tema reglamentario, de interpretación de algo que manifestó el señor Secretario. Lo podría plantear después de que termine la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro. No se encuentra en la Sala.



Ofrezco la palabra al Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, veo que esto genera pasión. Porque he escuchado que aquí hay estadistas, que nos van a apagar la luz, que este es un tema de país. Sería bueno que tomáramos un poquito de diazepam.



Primero, el Ministro de Energía señaló en la Comisión que el valor de la energía en el SING era de 120 dólares y en el SIC, de 80 dólares. Entonces, toda esta historia que aparece en los diarios, en el sentido de que estamos pagando 260 dólares, de que se nos va a apagar la luz, de que es la más cara del mundo, de acuerdo con lo que manifestó el Secretario de Estado, no es así. Y yo se lo pregunté directamente a propósito de esta discusión.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite una interrupción?

El señor GÓMEZ.- Altiro, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Es el promedio.

El señor GÓMEZ.- No importa. Pero eso es lo que sostuvo el Ministro en la Comisión.



Segundo, cuando se plantea que se nos irán los proyectos mineros, etcétera, yo afirmo aquí que no se marchará ninguno. Porque este país es el que mayores facilidades les otorga desde el punto de vista tributario, de las posibilidades para instalarse. Por lo tanto, no aterroricemos a la gente.



Tercero, el propio Ministro manifestó en la Comisión que resultaba indispensable y necesario conectar el SIC con el SING. ¿Por qué? Porque en el norte hay energía a 80 dólares que puede ser transmitida al otro sistema. Entonces, la Región que representa el Senador que me antecedió en el uso de la palabra va a tener, sin duda, la energía rápida y barata. Pero para eso se requiere ingresar el proyecto, hay que preocuparse y hay que avanzar en esa línea.



Cuarto, en cuanto a las capacidades de nuestro país con relación a la eficiencia energética, no se han cumplido ni siquiera las metas del Gobierno. No se ha avanzado al respecto, en circunstancias de que, sin ninguna duda, se podrían disminuir los tremendos problemas que nos afectan.



Quinto, el Senador Horvath presentó el proyecto relativo al net metering, que fue aprobado y todavía está suspendido en el Gobierno para los efectos de sacar adelante el reglamento. Si este se aprobara rápidamente, sería factible disponer de un gran instrumento generador mediante energía solar, el que permitiría inyectar electricidad a las casas, bajando el valor de esta, etcétera.



¿Todo eso para qué? Solo para establecer criterios y decirnos que en este artículo se respetará la Convención de Washington, en circunstancias de que el Senador Rossi nos señaló un caso concreto en que no fue acatada.



Lo único que hemos pedido es disponer claramente en la ley en proyecto que, si hay un área protegida, no se permita pasar por sobre ella, y además, imponer la obligación del uso alternativo.



Pero eso tampoco fue aceptado.

El señor TUMA.- El baipás.

El señor GÓMEZ.- El baipás o la posibilidad de rodear.



Como indiqué, no fue aceptado. ¿Por qué? Porque saben que no se ha cumplido la norma pertinente.



Entonces, cuando nos oponemos al proyecto -y por eso digo que tomemos un diazepam, para que no tengamos tanta dificultad-, es porque estamos preocupados de que las normas se apliquen.



Queremos, pues, que la consulta se haga antes de la entrega de la concesión.



Señor Presidente, sé que no estamos tratando dicho punto. Sin embargo, nuestra oposición es un todo: tiene que ver con aquello; con el Convenio 169; con las áreas silvestres protegidas; con la autorización para el uso de la fuerza pública a los efectos de recibir el predio pese a haber discusiones, no por plata, sino por otros motivos.



Por consiguiente, al menos vamos a establecer nuestro criterio. Somos una “ínfima minoría” -así lo ha dicho el Senador Zaldívar en algunas oportunidades-, pero no vamos a transar y dejaremos claro por qué nos oponemos a este tipo de proyectos.



Por supuesto, votaré a favor de la indicación que nos ocupa, que firmamos con el Senador Horvath y otros colegas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Nuevamente le ofrezco la palabra al Honorable señor Navarro.



Su Señoría no se encuentra presente.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo que a veces molesta en los debate es que no se lean los proyectos. En este caso...

El señor GÓMEZ.- Yo lo leí, así que a mí no me toca.

El señor ORPIS.- No me refiero a usted, señor Senador, sino a otros colegas.



¿Y por qué señalo aquello, señor Presidente? Porque, tras la presentación de la indicación que nos ocupa, queda la sensación de que quienes suscribimos el acuerdo omitimos este tipo de materias. Pero no ha sido así.



Si Sus Señorías van a la página 1 del proyecto, verán que la Cámara de Diputados introdujo la siguiente norma, que la Comisión de Minería y Energía del Senado no objetó: “El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales.”.



En la indicación que estamos debatiendo en este minuto hay un copy paste de aquel precepto.



Eso, en primer término.



En segundo lugar, todas las indicaciones referentes a las áreas silvestres protegidas están en el N° 1 bis) que aprobó por mayoría la referida Comisión.



Y algo similar ocurre con todo lo relativo a la consulta a las comunidades indígenas prevista en el Convenio 169 de la OIT.



Entre paréntesis, debo connotar que la ley en proyecto será la primera legislación de nuestro país que consagre de manera explícita la aplicación del artículo 6° de ese instrumento internacional: artículo 34 del texto que nos ocupa.



Por consiguiente, todas las preocupaciones planteadas aquí, y especialmente la manifestada mediante la indicación que nos ocupa, están recogidas de manera íntegra en el acuerdo pertinente.



Ahora, señor Presidente, quiero presentar algunas imágenes que considero importantes.



¿Qué está resolviendo este proyecto? 
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Al sur de Charrúa, en la zona de Concepción, existe una capacidad de generación de 3 mil 600 megawatts. La demanda local es de 900.



Hay 1.500 megawatts que podrían llevarse a la zona central y a Copiapó.



El megawatt/hora en Charrúa vale entre 50 y 70 dólares.



Pues bien, la capacidad de transmisión es de solo 1.170 megawatts.



Por lo tanto, en la Octava Región existen 1.500 megawatts que no pueden trasladarse a la zona central debido a un problema de transmisión, por la Ley de Concesiones. Y ya nos encontramos con que en la zona central el precio del megawatt/hora llega a entre 110 y 120 dólares.



Por dificultades de transmisión, no es factible el traslado a Copiapó, donde el megawatt/hora cuesta 180 dólares.



Es decir, en la Región del Biobío tenemos un superávit de 1.500 megawatts que, por problemas de transmisión, no se pueden trasladar ni a la zona central ni a Copiapó.



Eso es lo que trata de resolver esta iniciativa de ley.
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En esta imagen vemos lo que va a ocurrir en el norte (la línea verde indica cuando estamos casi topados, particularmente en la zona de Copiapó) si no se aprueba la ley en proyecto.



Tendremos un problema con el 20 por ciento en dos años más, y habrá un aumento sistemático a lo largo del tiempo.



Es decir, en 2016, en la zona de Copiapó el 80 por ciento va a ser completamente inseguro en materia de energía.



Y quiero ir a la última imagen, para ver qué está ocurriendo con los plazos.
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El plazo para el otorgamiento de una concesión debería ser de alrededor de 120 días.



Señor Presidente, aquí hay tres proyectos.



Charrúa-Cautín: la línea verde corresponde al tiempo programado para la obtención de la concesión; la roja, a todo lo que es obra de construcción.



Estaba programado para 1.100 días; lleva 1.680.



En la línea El Rodeo-Chena estaban previstos 930 días; han transcurrido 1.400.



Para la línea Nogales-Polpaico se calculaban 720 días; van 1.260.



Eso es lo que ocurre, señor Presidente. Y es lo que estamos tratando de resolver con este proyecto: la facilitación de la transmisión de energías disponibles en algunos sectores del país para que impacten favorablemente en otras zonas.



¿Por qué se han retrasado los proyectos? Precisamente por las debilidades detectadas en la Ley de Concesiones, que es lo que procuramos resolver, pero abordando todas las situaciones sensibles, como las que acabo de señalar: las medioambientales, las vinculadas con el Convenio 169, etcétera.



Por eso, señor Presidente, rescato el tremendo acuerdo que logramos de manera bastante transversal. Porque, a diferencia de lo que muchos señalan en los discursos, no hemos evitado el problema, sino que lo hemos afrontado con una propuesta transversal muy concreta que se está sometiendo a la consideración del Parlamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- De nuevo le ofrezco la palabra al Senador señor Navarro.



Su Señoría no se halla en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, lo que tiene en común esta indicación con el artículo 34 bis) es que la asimetría está presente en todo el proyecto y, por tanto, en la discusión habida en torno a él.



Acá nos encontramos ante una merma de la participación ciudadana, porque al reducirse los plazos -es lo que busca esta iniciativa- se disminuyen también las causales de reclamación. Y eso imposibilita que una comunidad reclame contra el titular de un proyecto, contra el Estado, que claramente, si se aprueba la norma pertinente, va a favorecer todo el proceso.



Yo respaldo esta indicación esencialmente porque contempla la consulta a las comunidades indígenas. En efecto, señala: “El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales, indígenas, tributarias, laborales y previsionales, según corresponda.”.



En estos días hemos leído en la prensa que el Ministerio de Desarrollo Social, donde está radicada la temática indígena -el hasta hace poco Ministro Lavín tomó otro camino, pero allí quedaron sus representantes o sucesores-, en menos de un mes tendría terminada una propuesta -al parecer consensuada con actores políticos y también del mundo indígena- respecto a la manera de efectuar la consulta pertinente.



Entonces, mi preocupación deriva de que ya son muchos los casos -la Ley de Pesca; días atrás, el decreto ley N° 701, en fin- en que se les hace un baipás a la temática indígena y a la consulta.



Ello tiene un efecto -ya lo señalé en la discusión anterior-, porque como sabemos, particularmente quienes representamos a La Araucanía, el tendido pasa por todas partes.



El Senador Frei conoce muy bien la situación, pues cuando era Presidente de la República llevó adelante en la Novena Región -siempre lo destaco- el By Pass Temuco. Y eso significó hacer 18 trazados distintos, sin Convenio 169, hasta encontrar el que generara menos impacto ambiental, o casi ninguno; porque, finalmente, todas las comunidades indígenas dieron su aprobación en un área de 18 kilómetros.



Lo que contempla la iniciativa en debate es mucho más complejo que el trazado hecho en los años 90. Y, sin mediar consulta a los pueblos originarios, será muy difícil que no se sientan afectados.



Señor Presidente, me acotan que el trazado de 18 kilómetros correspondía a una carretera vehicular. Por supuesto. Pero el que ahora se propone -repito- será mucho más complejo, dada la enorme extensión involucrada. Es muy superior a 18 kilómetros: comprende 2 mil kilómetros, lo que implica atravesar regiones enteras. 



Al abordar el punto, todos entendemos que estamos hablando de HidroAysén, porque, finalmente, a esta empresa se le facilita el camino y se la favorece con la normativa que nos ocupa, y según entiendo, también con la que regula la carretera eléctrica.



Algunos dicen que a continuación llegaría desde la Cámara de Diputados el proyecto 20/25. Tras revisar su texto, comprobamos que implica más concentración.



Ello, en la misma línea que señaló el Senador Horvath: tenemos tres empresas generadoras, una que transmite y tres que distribuyen. En la práctica, ¡concentración total!



Y el proyecto 20/25 significará más concentración. Seguramente abrirá espacio para generar con energías renovables no convencionales; pero lo van a hacer los mismos titulares de las grandes empresas que hoy día tienen concentrado el negocio eléctrico.



Además, Chile suscribió la Convención de Washington. Y el Senador Rossi explicó muy bien la situación.



Según dicho instrumento internacional, en este caso no tenemos alternativa, pues solo mediante una ley de la república se pueden desafectar las áreas que van a ser intervenidas. 



Algunas Senadoras y algunos Senadores, con la mejor disposición y pensando en el país -lo reitero-, suscribieron un acuerdo. Pero, como tengo que hablar por la Región que represento, por la Región que conozco, debo decir que este proyecto, al no considerar a las comunidades mapuches, va a perjudicarlas.



Voto a favor de la indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tres bancos, tres farmacias, tres supermercados, tres generadoras eléctricas, tres AFP: en definitiva, una economía altamente concentrada.



Alguien podrá decir: “Esto no es responsabilidad solo de este Gobierno de Derecha; hay responsabilidad también de la Concertación”.



Sin embargo, los resultados están a la vista. Se trata de una concentración que le hace mal a nuestro país. Porque tenemos la peor distribución del ingreso. Y si queremos generar políticas de mayor igualdad, es necesario crear más empleo y aumentar la inversión.



Estamos completamente de acuerdo a ese respecto.



No obstante, cuando se sostiene que la política energética propuesta cautela el interés nacional, debo formularle algunas preguntas al señor Ministro, por intermedio de la Mesa.



¿Dónde se discutió esa política? ¿En qué lugar del Parlamento, bajo la soberanía popular radicada en él, se realizó el debate pertinente? ¿Quién decidió que HidroAysén es de interés nacional? ¿Quién determinó que esta matriz energética es la más conveniente para el desarrollo de Chile en el corto, mediano y largo plazos?



Aquí, contra la Ley Eléctrica, nada. Para la Ley Eléctrica, todo. Las empresas del rubro, que hoy día son de propiedad privada, eran del Estado y se vendieron a precio de huevo a sus mismos ejecutivos, quienes, por supuesto, las compraron con plata del Banco del Estado.



¡Esa es la historia! ¡Saquearon las empresas estatales, y particularmente las eléctricas! 



Tales personajes aún viven, y ¡gozan de muy buena salud económica...!



Señor Presidente, ¿cuándo vamos a hacer el debate sobre la matriz energética?



¡Pasaron cuatro Gobiernos de la Concertación, está por concluir uno de la Derecha, y nadie se atreve a ponerle el cascabel al gato! 



¿Dónde debemos discutir lo que el país requiere? Porque es probable que en ese ámbito abierto podamos coincidir con lo que el Gobierno nos plantea hoy. Pero seguimos con el debate acotado, de corto aliento, basado en los intereses cortoplacistas de las tres empresas monopólicas interesadas.



Chile tiene 500 volcanes, de los cuales 150 están activos.



Escuchaba recién al ex Presidente y actual Senador Eduardo Frei: por cierto, la energía geotérmica es de alto costo y de escaso desarrollo.



Entonces, ¿cuándo empezaremos a pensar de verdad en medidas alternativas?



Chile tiene un diferendo con Bolivia. Y hemos dicho: si accediéramos al gas de ese país, podríamos reducir a la mitad el valor de las cuentas domiciliarias y los costos de energía eléctrica en la gran minería del norte.



Si fuéramos capaces de superar el sesgo ideológico, tendríamos integración energética con Venezuela.



Pero no: Chile, esta pequeña nación del sur del mundo, tiene esa barrera ideológica. En cambio, Estados Unidos, que gasta 40 mil millones de dólares anuales en importaciones de petróleo, lleva 40 por ciento desde Venezuela.



No obstante, nuestro país se ha negado a aquello porque, al parecer, aquí el neoliberalismo ha calado más profundamente. Y ahí no importa el interés nacional, ni tampoco la posibilidad de adquirir petróleo a un precio 50 o 60 por ciento más bajo que el del mercado internacional: ¡solo importa la barrera ideológica!



Señor Presidente, la experiencia respecto a cómo se ha tratado a las comunidades indígenas ya la tuvimos en Ralco.



¿Cuánto costaba allí una hectárea? ¿Quién pone el precio para concretar un proyecto por 700 millones de dólares, como el de Ralco, construido por Endesa España? 



Para los propietarios que negociaron primero, una yunta de bueyes; para los que negociaron al final, una camioneta 4 x 4. ¡Para hacer un negocio de por vida...!



¿Quién puso el precio?



Bueno: ahí se transgredió la Ley Indígena, cuyo artículo 13 establece que la propiedad de la casa-habitación es inviolable.



¡Se pasó por encima de la Ley Indígena! 



¿Cuánto ganaron las comunidades? Hoy día están en El Barco. A la primera nevazón tuvieron que ser evacuadas. Las que se hallan en Huinay no tienen agua.



Entonces, uno ve los efectos que ha provocado la negación de los derechos indígenas en los proyectos hidroeléctricos. Y el daño permanece.



Ahora el Estado tiene que poner los helicópteros para transportar fardos de pasto y tirarlos en El Barco.



Esos comuneros vivían en la cota 600, donde nunca hay nieve; los llevaron a la cota 900, donde sí la hay.



Después de una década, Endesa abandonó su compromiso, y actualmente la ayuda es de responsabilidad del Estado: del gobernador de Los Ángeles, del gobierno regional del Biobío; y el colega Pérez Varela lo sabe muy bien, porque se trata de una zona de su circunscripción senatorial. Ahora, entonces, los costos son de cargo del Estado, porque la garantía de Endesa duró diez años.



Por lo tanto, cuando durante el análisis de este tipo de iniciativas se dice, por ejemplo, que se protegerán los intereses de las comunidades indígenas en el trazado, debemos considerar la experiencia habida, que demuestra que las leyes sobre la materia se burlan. 



Yo quiero que se pague el justo precio (se lo digo al Senador Sabag, por intermedio de la Mesa). Y el justo precio es cero especulación; no a la compra anticipada; sí al respeto a los derechos de los propietarios.
Señor Presidente, se me termina el tiempo.



Pido un minuto más, para concluir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Bien.

El señor NAVARRO.- Gracias.



Señor Presidente, si las expropiaciones se hicieran en La Dehesa, en Lo Barnechea, en Chicureo, el tratamiento sería muy distinto. Pero como tienen lugar en la Región de La Araucanía y afectan a propiedades rurales, todos piensan que se puede pasar por encima de sus dueños.



Siento, pues, que nos corresponde proteger a esas personas.



Por eso, la indicación N° 5 establece que “El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales...”.



Queremos garantizarlas.



Debe haber un justo precio.



Como dijeron los Senadores García y Quintana, ¡protección para el más débil! No es cierto que todos los propietarios sean iguales.



En tal sentido, la ley en proyecto debiera garantizar aquello. Y en esa búsqueda estamos.



Por las razones expuestas, voto a favor de la indicación.
¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, solo quiero referirme a las observaciones formuladas por algunos colegas.



El Senador Quintana, por ejemplo, habló de un trazado de 18 kilómetros.



Sobre el particular, debo decir que realizamos muchas consultas antes de materializar la obra, la que en definitiva se concretó. Y esa es la diferencia: al final, se llevó a cabo.



Lo que pasa ahora en Chile en materia energética es que no se hace nada. Y, por eso, le sugiero a Su Señoría -aunque no está en la Sala en este momento- que le pregunte a cualquier empresa -también puede ir a la Comisión de Energía- cuánto está pagando por la energía. La marginal está hoy en 230 dólares por megawatt -seguramente el señor Ministro intervino porque se estaba discutiendo el proyecto- y hace tres o cuatro meses estaba en 80, ya que la situación era otra. Es algo que cambia, como todos sabemos. Mes a mes se va fijando el precio de acuerdo con las condiciones y la generación.



Respecto a la energía mareomotriz, cometí un grave error, porque dije que no había ninguna planta en el mundo. En realidad, hay una, que visitamos el año pasado en la gira presidencial. Fuimos varios parlamentarios. Como todos estaban centrados en el Primer Mandatario, nos encontramos con los que la habían construido y después de una larga conversación con esos ingenieros logramos sacar la verdad. ¿Cuánto costó? Más de cuatro millones de dólares de inversión por megawatt, o sea, tres o cuatro veces lo que implica cualquier planta convencional en nuestro país. 



Pero a continuación se expresó: “Hay un terraplén que mide seis kilómetros”. Ello no estaba incluido en el presupuesto. Porque para hacer la planta había que construir esa obra.



Y en seguida preguntamos cuál era el costo de mantención y de la energía. La respuesta fue: “Ese dato no podemos darlo, por ser un secreto. Tiene que hablar con el presidente de la compañía”.



Así que este gran ejemplo en el mundo no tiene ninguna posibilidad.



Se había propuesto colgar turbinas bajo el canal de Chacao. Parece que el ingeniero que lo planteó no había calculado lo que significa.



En cuanto a la geotermia, cabe consignar que un grupo de profesores italianos llegó hace cincuenta años a la Escuela de Ingeniería -el Senador que habla era estudiante- y comenzamos a discutir sobre la materia.



En el sur, entre Lonquimay y Chaitén, hay 25 volcanes en estado latente; pero nunca hemos podido saber de cuánta energía disponemos, porque para hacer una medición se requiere una perforadora, al igual que en una planta de petróleo. Y cada vez que se ha tratado de llevarla a cabo, ha habido 50 mil razones para no hacerlo.



¿Cuánta energía geotérmica estamos generando hoy día? Un gran huevo, por no decir algo más grosero.



Con la solar y fotovoltaica pasa lo mismo. Hace poco estuve con unos empresarios chinos que vinieron al país y tienen un proyecto de 2 mil, 3 mil millones de dólares. No cuentan con acceso ni líneas para materializarlo.



Por último, me alegro de haber tomado la decisión de construir Ralco y Pangue. Si no, ya hace cinco u ocho años se registrarían menos mil 500 megas todos los días. El país estaría apagado y no tendríamos esta luz prendida.



¿Por qué se fueron a 900 metros? Porque así lo pidieron. Nadie los obligó. Se les ofreció incluso la posibilidad de trabajar mucho más abajo y no quisieron aceptarla.



¿Cuánto se pagó, especialmente a las familias que permanecieron hasta el final en el sitio? Cada una de ellas recibió entre 200 y 500 millones de pesos. Se les construyeron casas; se les dio el equivalente a 10 veces lo que tenían en terreno, etcétera. Puedo dar todos los detalles.



Por eso hago presente que prevalece el interés de país. Con cualquier obra en energía que se lleve a cabo en cualquier parte del mundo tienen que moverse algunas familias. En China trasladaron más de un millón y medio o dos millones de personas. Aquí eran 10, 20, 30 familias.



El criterio aplicado en numerosos países, donde se han aceptado incluso plantas nucleares, es que exista un beneficio para la comunidad del lugar donde se instala la planta energética. Y así se ha logrado destrabar proyectos en este ámbito.



Estas son las reflexiones que quería exponer.



Lógicamente, voy a votar en contra, porque el punto de que se trata ya está incluido en el proyecto, que espero que no sigamos dilatando y que no corra la suerte de la normativa sobre televisión digital. En caso contrario, en dos años más estaremos con la luz apagada y tendremos que irnos para la casa o trabajar con velas, lo que resultaría -claro está- más romántico.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 19 votos contra 9 y 2 abstenciones, se rechaza la indicación renovada número 5.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



Se abstuvieron la señora Pérez (doña Lily) y el señor Cantero.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa sugiere que el inciso segundo del artículo 15 se apruebe con el resultado inverso, para no repetir la votación.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Deseo exponer una proposición.



Se registran 30 indicaciones inadmisibles y 17 renovadas admisibles. En estricto rigor, si un señor Senador lo solicita, se tiene que votar la admisibilidad de las primeras. Cabe hacer esa consulta, entonces.



Si nadie lo requiere, quedarán declaradas inadmisibles, sin mayor debate.

El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente,…

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Ustedes pedirán votación, Su Señoría?

El señor NAVARRO.- Solicito que sean leídas una por una.

El señor PIZARRO (Presidente).- Comprendo que se desee optar por la votación. Planteo la conveniencia, entonces, de pronunciarse de una sola vez sobre la admisibilidad de las 30 indicaciones que en la Comisión fueron declaradas inadmisibles.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, no tenemos ninguna intención, francamente, de dilatar.



A nuestro juicio, algunos artículos son verdaderamente de fondo, como el relativo al derecho de otros emprendedores a oponerse cuando se vean afectados por concesiones.



La cifra que manejamos, eso sí, es que hemos votado una sola de las indicaciones renovadas y que quedan 34. Entonces, ello no me cuadra con lo que se ha señalado.



Ahora, si alguna de ellas es inadmisible, pido la discusión de la admisibilidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal vez la diferencia obedece -Su Señoría puede efectuar una revisión- a la reposición de algunas indicaciones inadmisibles que equivalen a varias otras, como es el caso de aquella que dice relación con las correspondientes a los números 8, 9, 10 y 10A.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Vamos viendo por página.

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Secretario precisará exactamente cuáles fueron declaradas inadmisibles en la Comisión.

El señor GÓMEZ.- Considero que algunas no revisten ese carácter.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ellas son las siguientes: 8, 9, 10 y 10A, que son iguales; 12A; 13, 14, 15 y 15A; 15B; 16; 19; 38, 39 y 39A; 69; 77; 94; 100; 101, 102 y 102A; 103; 104; 110, 111, 112, 112A y 112B; 119, y 125.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las indicaciones renovadas cuentan con la firma de 14 señores Senadores. Cuando hemos optado por suscribir la reposición, lo hemos hecho en el convencimiento de que la Sala debe abocarse a discutirlas y de que algunas de ellas podrían ser susceptibles de debate sobre la admisibilidad.



Por tanto, solicito, de acuerdo con el Reglamento, que se vote ese aspecto en cada una de ellas, previa lectura del texto, para que quede constancia de qué se trata, porque la Sala no ha conocido estas materias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se seguirá el orden establecido por el señor Secretario y las indicaciones se irán considerando una por una. Cuando se quiera solicitar la votación, será necesario avisar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las indicaciones renovadas números 8, 9, 10 y 10A, declaradas inadmisibles en la Comisión y relativas al encabezamiento del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 4, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, son para intercalar, a continuación de la expresión “uso público”, la frase “que no sean áreas protegidas u otras áreas que estén bajo reconocimiento o régimen oficial de protección”.



Ello hace referencia, entonces, al texto de la ley, no a las enmiendas propuestas por la Comisión. El artículo 16 citado expresa que “Las concesiones de servicio público de distribución otorgan el derecho de usar bienes nacionales de uso público”,… 

El señor GÓMEZ.- En el boletín comparado no figura el texto de la ley.

El señor LABBÉ (Secretario General).- …después de lo cual se quiere intercalar la mencionada frase.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Gómez tiene razón. Pero, en definitiva, lo que se va a colocar en votación es la admisibilidad, conforme a la solicitud del Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- ¿Por qué se declaró la inadmisibilidad?

El señor GÓMEZ.- Es algo que conviene tener claro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así lo determinó la Comisión. No voy a entrar a analizar cada caso en particular, porque supongo que el criterio del órgano técnico fue suficientemente claro.



Estamos tratando el punto porque la Sala tiene la facultad de definir lo relativo a la admisibilidad. Cada señor Senador votará de acuerdo con lo que le parezca pertinente.



El señor Secretario leerá los fundamentos.

El señor GÓMEZ.- Eso es importante.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En cuanto a las indicaciones números 8, 9, 10, 10A y 11, el documento entregado por la Secretaría de la Comisión expresa que “La inadmisibilidad de estas indicaciones, por causa similar a la mencionada precedentemente, se funda en lo dispuesto en los artículos 65, inciso tercero, y 63, N° 10), de la CP. Lo anterior, porque el artículo 16 de la Ley General de Servicios Eléctricos, que estas indicaciones proponen modificar, se refiere al derecho que otorgan las concesiones de servicio público de distribución a usar bienes nacionales de uso público.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para los efectos de votar con cierto método y no alargarnos, se dará la palabra a un señor Senador que esté a favor de la admisibilidad y a otro que esté en contra.



Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, a fin de poner un poco de orden -podríamos estar discutiendo toda la semana si seguimos este ritmo-, quisiera recordar que los señores Senadores han tenido tiempo suficiente para leer el informe, en el cual se hallan establecidas las causales de inadmisibilidad que tuvo en cuenta el Presidente de la Comisión.



A su vez, el Presidente de la Corporación, conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, puede resolver de nuevo sobre el punto, y no tiene para qué darnos cada razón que concurre para tal efecto.



Cada uno de nosotros tendrá que recurrir al informe para imponerse -repito- de las causales de inadmisibilidad o de admisibilidad; pero conviene proceder con cierta flexibilidad y sin poner obstáculos.



A mi juicio, lo lógico es votar todas las inadmisibilidades en un solo paquete, para poder tratar las materias de fondo, ya que a lo mejor les interesa a ambas partes dilucidarlas en la discusión.



Por lo tanto, ojalá se deponga la actitud de ir artículo por artículo, en cuanto a la declaración respectiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso es lo que estamos tratando de hacer desde la Mesa, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Votemos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en cuanto al objetivo de las indicaciones -esto es, que no se pase por áreas protegidas o que estén bajo algún reconocimiento oficial del Estado-, no estamos afectando para nada una atribución del Presidente de la República. En verdad, no estamos modificando algo que tenga que ver con materias financieras o presupuestarias ni alterando la división política o administrativa. Tampoco se trata de fijar “normas sobre enajenación de bienes del Estado o de las municipalidades”, ni de la determinación de “las fuerzas de aire, mar y tierra que han de mantenerse en pie en tiempo de paz”, conforme a los números 10) y 13), respectivamente, del artículo 63 de la Constitución Política.



No observo razón alguna para declarar la inadmisibilidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la admisibilidad de las indicaciones.

El señor ORPIS.- ¿Cómo se vota, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Los que estén a favor de declararlas admisibles votan que sí, y los que crean que son inadmisibles, que no.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como se ha conformado una amplia mayoría en la Sala, deseamos dejar en claro cuál es nuestra posición.



Conforme a lo expresado por mi Honorable colega Horvath, de acuerdo con las normas pertinentes, no se justifica la inadmisibilidad. Observo mucho apuro por avanzar, pero nos interesa que en la ley quede establecido con nitidez que no es posible la lesión de las áreas protegidas. Ello dice relación tanto con el articulado que no aparece en el boletín comparado como con las disposiciones que se proponen.



Ninguno de nosotros tiene interés en entorpecer. Lo que queremos es que quede de manifiesto cuál es la posición de cada uno, al margen de que pueda causar molestia nuestra idea de puntualizar en cada uno de los artículos que la inadmisibilidad carece de fundamento.



Aun cuando el Senador señor Zaldívar argumente que no es necesario dar a conocer las razones, sería importante que, como estamos votando, la opinión pública las supiera. En efecto, ella no va a leer el informe, sino que, a lo mejor, se va a enterar por el canal de televisión del Senado -así lo espero- de los motivos que pueden haber concurrido para declarar o no la inadmisibilidad de una norma.



Si no, lo que estamos haciendo es legislar encerrados, calladitos. Y nos interesa que la inadmisibilidad sea explicada caso a caso, para que queden claramente señaladas las consideraciones en que se basa.



Nosotros no estamos de acuerdo con la interpretación que se aplicó.



Por supuesto, pediremos votación y seguiremos siendo una ínfima minoría; pero tenemos derecho a dejar constancia de nuestro criterio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, no iba a intervenir, pero me parece también importante para quienes están viendo la televisión explicar por qué se declaró la inadmisibilidad: se ha pretendido legislar en materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, ya que se trata de bienes nacionales de uso público.



En seguida, conviene aclarar que no es que estemos en contra de una normativa que proteja las áreas silvestres protegidas. Ya lo explicamos anteriormente. De ahí que se contemplara una disposición expresa relativa al Convenio de Washington.



Por eso, rechazamos la indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el señor Secretario General argumentó, de acuerdo al informe, que las objeciones de inconstitucionalidad se basan en el artículo 63 de la Constitución Política, el cual señala qué asuntos son materias de ley.



Entonces, que aquí se diga que no podemos presentar indicaciones si se trata de bienes nacionales de uso público significa que hemos violado la Carta Fundamental durante los veinte años que llevo en el Parlamento. Porque constantemente hemos formulado indicaciones para modificar el criterio del Presidente de la República respecto del uso y destino de calles y de parques. 



Hemos presentado indicaciones y modificado artículos en ese ámbito porque es materia de ley. El artículo 63 indica en 20 numerales los asuntos que son materias de ley, y en ninguno veo un fundamento para que, en caso de que el Primer Mandatario quisiera regalar bienes nacionales de uso público a los dueños de ENDESA, por ejemplo, el Congreso no pudiera enmendar el respectivo proyecto sobre la base de que aquellos deben ser administrados por el Estado.



Señor Presidente, conforme a lo que señaló la Senadora Rincón -con todo respeto- la Cámara Alta sería un mero buzón. Se afirma que el Senado de la República no puede intervenir tratándose de bienes nacionales de uso público. Sin embargo, cuando debatimos las concesiones que se iban a otorgar a las salmoneras, ¿qué hicimos? ¡Presentamos centenares de indicaciones y las ganamos! Pudimos modificar las concesiones que el Estado les iba a regalar a las salmoneras. Pero ahora no podemos hacer enmiendas respecto de las concesiones eléctricas.



Me parece que se está utilizando un argumento rebuscado, fuera de lugar. La Comisión podrá declarar inadmisible la indicación, por mayoría circunstancial o permanente. Sin embargo, les quiero señalar que durante la tramitación de la Ley de Pesca formulamos cientos de indicaciones y ganamos muchas de las que buscaban definir el empleo de bienes nacionales de uso público. Y cuando se discutió la Ley del Bosque Nativo, también presentamos centenares de ellas y ganamos numerosas que decían relación con bienes nacionales de uso público.



No obstante, ahora se trata de las concesiones eléctricas. Yo lo dije desde el inicio: “¡Contra la Ley Eléctrica, nada!”. A la todopoderosa Ley Eléctrica no se le podrá modificar nada.



Señor Presidente, quiero dejar constancia de que se puede argumentar sobre la base de los numerales del artículo 63 de la Constitución Política, pero ninguno de ellos establece de manera directa que el Parlamento no puede modificar algunos criterios. Es más, la indicación en debate solo agrega una excepción. No afecta el derecho de propiedad del Estado. A los defensores acérrimos del derecho de propiedad -los tengo enfrente, señor Presidente- les quiero decir que cuando se trata del interés de la nación hay excepciones al derecho de propiedad, y así lo establece la Carta Fundamental. Y si incluso con respecto a un privado se puede hacer una excepción al derecho de propiedad, no veo por qué no es posible hacer lo mismo en lo relativo al propio Estado, en materia de su derecho de propiedad.



Por lo tanto, lo que decimos es: “Sí, usted puede hacerlo, pero no en áreas protegidas o en otras que se hallen bajo reconocimiento o régimen oficial de protección”, cuestión que tiene que ver con el Convenio de Washington, que ha sido vilipendiado, no respetado, violentado permanentemente y que requiere ley. Y ahora estamos discutiendo una iniciativa legal.  Y claro que es posible hacer lo que aquí se plantea, pero siempre y cuando sea materia de ley. No puede hacerse por decreto, como lo intentó el Ministerio de Minería al querer desafectar el parque Lauca mediante ese tipo de instrumento. Por eso fracasó, pues se precisaba una ley.



En consecuencia, señor Presidente, como estamos debatiendo un proyecto que dice relación con las concesiones, es decir, con el destino de los bienes nacionales de uso público, sí podemos formular observaciones que afecten el uso de ese bien nacional de uso público. 



De verdad, no veo dónde está la inconstitucionalidad. No soy constitucionalista, y aquí en la Sala hay destacados abogados a los que no quisiera contrariar, pero algo he aprendido en estos veinte años.



Voto a favor de la indicación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora, porque es clave!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Terminada la votación.



--Se rechaza la admisibilidad de las indicaciones números 8, 9, 10 y 10 A (20 votos en contra, 5 a favor y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Horvath, Navarro, Quintana y Tuma.



Se abstuvo el señor Cantero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La próxima indicación que fue declarada inadmisible en la Comisión es la N° 12 A. 



El propósito de la indicación es incorporar un párrafo segundo, nuevo, en el literal d), que corresponde al número 2) aprobado por la Comisión de Minería y Energía, que remplaza la letra a). Esta modificación fue aprobada por mayoría de votos.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la admisibilidad de la indicación 12 A.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, nuevamente no veo dónde se afecta el derecho del Estado o la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en esta monarquía presidencial que nos agobia y que tan condescendientemente el Senado soporta. Esta es abrumadora. En definitiva, pareciera que la Cámara Alta no existiera y que la soberanía popular radicada en el Parlamento valiera nada, porque todo aquí es sometido a los designios del sacrosanto y monárquico Presidente de la República. ¡Nada se puede modificar!



En definitiva, la indicación busca realizar un aporte que creemos fundamental para los objetivos declamados en la Sala por el Senador Espina, quien hizo una ferviente defensa de los pequeños empresarios con el objeto de abrir las barreras de entrada al mercado de generación eléctrica. Es lo mismo que han hecho los colegas Prokurica y Frei.



Yo no logro comprenderlo. No padezco de esquizofrenia, pero ahora parecen ser otros. Porque lo que señalamos es que “Para las líneas de transmisión de Energías Renovables No Convencionales, ERNC, se considerará un trazado y franja común por cuenca y microcuenca -ordenamos- que pueda ser compartido por los distintos proyectos”. Es decir, no pretendemos violentar, sino aunar y no provocar lo que ocurre en las grandes ciudades, donde cada empresa tiende un cable por el medio de la urbe. Y eso pasa cuando no hay acuerdo en tener una fibra única.



Aquí proponemos que, si se trata de energías no convencionales renovables, tengamos una franja común en las cuencas y en las microcuencas, “en cuya definición participará la autoridad competente”.



¿Cuál es la inconstitucionalidad? Es un elemento de ordenamiento para los más pequeños; es un elemento de ordenamiento para garantizar la viabilidad. Como decía Mao Tse-Tung: “Un coligüe es fácil de quebrar; muchos coligües son difíciles de quebrar”.



Si se juntan los productores de energías renovables no convencionales, pueden aunar sus esfuerzos. Y esta indicación tiene un poderoso y profundo objetivo y un bien habido sentido: indicarles cómo hacer las cosas, garantizar la unidad del trazado y de la franja común por cuenca y microcuenca.



Eso significa sinergia: sumar los esfuerzos positivos en pos de potenciar el trabajo de estas energías. De otra forma, señor Presidente, vamos a tener diversos mecanismos porque también hay competencia entre ellos. En este sistema de mercado compiten los grandes, los medianos y los chicos. Les queremos decir a los pequeños que tienen que sumarse de manera sinérgica.



No veo, una vez más, que esta indicación sea inconstitucional. Por el contrario, ha sido discutida con muchas organizaciones, con pequeños propietarios, con pequeños generadores, todos los cuales han manifestado que, por esta vía, lograremos aumentar la viabilidad de desarrollo de este tipo de proyectos.



Por eso, señor Presidente, voy a votar a favor de la admisibilidad de la indicación Nº 12 A. No logro comprender, salvo que escuche una adecuada fundamentación de la contraparte, por qué habría que rechazar lo que  propone.



Es una buena indicación. En ella debieran coincidir tanto detractores como partidarios de esta futura ley, porque apunta al sentido positivo de potenciar las energías limpias. Aquí se señala que esto es parte del acuerdo, que yo no firmé pues no lo comparto. Pero reconozco que incluye elementos que podría considerar beneficiosos; entre ellos, el relativo a fomentar las energías renovables no convencionales.



Siendo así, quienes han sido parte del acuerdo debieran aprobar esta indicación renovada. No perjudica en nada. Por el contrario, potencia algo que allí está concordado. Por cierto, se orienta en una línea correcta, respecto de la cual podríamos coincidir.



Tenemos una opinión negativa. Sin embargo, hay aspectos que estimo favorables. Uno de ellos dice relación directa con esta indicación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Honorables colegas, la verdad es que esta indicación tiene un objetivo claro y preciso: facilitar que los proyectos de energías renovables no convencionales entren a las redes de transmisión, a fin de permitirles que obtengan concesiones fácilmente.



De hecho, en una cuenca o microcuenca podrían haber diez, quince, veinte centrales pequeñas de acuerdo con la ley, con una generación de hasta 20 megawatts y, proporcionalmente, de hasta 40. Ello causaría un efecto significativo a nivel tanto local como nacional.



¿Qué se pretende con esta indicación? Evitar que cada uno de esos pequeños proyectos instale su propia línea de transmisión, en circunstancias de que es posible usar una sola franja común.



Ahora bien, la indicación fue redactada de una manera que ha sido habitual en este Congreso para no dar a una autoridad la facultad que consigna el artículo 65 de la Constitución, porque sabemos que eso no lo podemos hacer. La fórmula que hemos empleado en el Parlamento durante 23 años en este tipo de normas, con el fin de salvaguardar un objetivo positivo, es decir: “en cuya definición participará la autoridad competente”. Eso se resolverá en su minuto; lo importante es el fondo de la indicación.




Por otro lado, quiero llamar la atención sobre lo siguiente: firmar un acuerdo en forma rápida, con muy poca consulta y sin incorporar elementos positivos habla mal de él. No entiendo por qué el acuerdo no consideró aspectos que podrían ser perfeccionados.



Cuando estábamos votando el asunto, con el acelerador puesto y sin ninguna proporción respecto a su magnitud, se dijo: “No. Esto lo vamos a postergar para cuando se discuta la carretera eléctrica”, en circunstancias de que sabemos que esta iniciativa está hecha todavía más a la medida de HidroAysén.



Ese proyecto partió con una inversión de 4 mil millones de dólares, y hoy va en 11 mil millones. ¡Y pretenden que nosotros, los consumidores chilenos, paguemos la línea de transmisión y que el Estado se haga cargo de los conflictos con las distintas comunidades al fijar la franja y declararla de utilidad pública!



Por lo tanto, creemos que, además de ser admisible la indicación, es conveniente incorporar la fórmula redactada en ella. 



De hecho, hay un instrumento CORFO que se ha usado muy poco. Mediante este, los pequeños generadores, suponiendo que hay veinte personas en distintas etapas del tiempo que desarrollan energías renovables no convencionales, pagan un veinteavo de la línea de transmisión. El crédito CORFO les permite asumir esa diferencia, para que cada uno de ellos no tenga que poner su propia línea. Pero es mucho mejor establecer esto en la ley. Y ese es el objetivo.



Por las razones expuestas, pedimos que el Ejecutivo se haga cargo de ello. 



Desde luego, votamos que sí.  

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Como dije al principio, ofreceré también la palabra a alguien que hable a favor de la declaración de inadmisibilidad.

El señor GÓMEZ.- Debe dar la palabra igual a todos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos fundamentando el voto.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nadie puede dudar del acuerdo porque parte de este busca promover las energías renovables no convencionales. De hecho, estas enfrentarán un gran desafío: alcanzar de aquí al año 2025 el 20 por ciento de la matriz. Esto significa que en el futuro el 40 por ciento del mayor incremento en materia energética va a corresponder a ERNC.



Sin embargo, debo referirme a la admisibilidad.



Considero que la indicación es inadmisible pues está ubicada entre los artículos referidos a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Por lo tanto, en la práctica, se propone facultar a la SEC, y eso es iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es posible declarar la inadmisibilidad de esta indicación y, probablemente, lo dicho por el Senador señor Orpis se enmarca dentro de la legislación. Pero quiero sumarme a lo expresado por el colega Horvath: aquí se trata de mejorar el proyecto. Si se busca “pasar máquina” sobre la iniciativa, sin duda hay suficientes votos para eso.



Deseo explicar qué plantea la indicación.



La letra d) del texto aprobado por el Senado dice: “En el caso de líneas de transmisión y de distribución, un trazado y la franja de seguridad adyacente, ambos preliminares, y la ubicación de las subestaciones, con indicación del área que se estime necesario atravesar, cuyos vértices serán graficados mediante coordenadas UTM. La solicitud deberá incluir la mención precisa de la o las regiones, provincias y comunas que atravesará”.



¿Qué agregamos nosotros en la indicación?



“Para las líneas de transmisión de las energías renovables no convencionales (ERNC), se considerará un trazado y franja común por cuenca y microcuenca que pueda ser compartido por los distintos proyectos de ERNC del área respectiva, en cuya definición participará la autoridad competente”.



Tratamos de incorporar las energías renovables en la norma que establece la forma como se va a diseñar el proceso. 



Entonces, si de verdad aquí existiera el ánimo de potenciar esas energías, esta indicación sin duda sería patrocinada por el Ejecutivo. 



Como no se dio esa posibilidad y no se consideró la opinión de la ínfima minoría, hicimos lo que nos compete: establecer en la Sala, para que quede constancia en la historia de la ley, que a nosotros sí nos interesa que las energías renovables no convencionales se incluyan no solo en el proyecto 20/25, sino también en esta disposición legal. Y debemos incorporar criterios que nos permitan avanzar en tal sentido.



Por esa razón, firmamos la indicación. Por esa razón, la defendemos. Y por esa razón, queremos que se sepa cuál es nuestra opinión en esta materia.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- A usted.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no he intervenido en el debate, y solo quiero hacer un breve comentario.



Yo encuentro que esta es una superbuena indicación. Quiero decirlo con toda franqueza. De lo que he estudiado el proyecto -no estoy en la Comisión-, me parece muy razonable.



No obstante, lamentablemente, tal propuesta otorga atribuciones a un órgano del Estado. Y lo sabe el ex Ministro de Justicia y actual Senador Gómez, quien era acucioso y riguroso en estas materias. Cuando fui Presidente de la Comisión de Constitución y él era Secretario de Estado, le presenté indicaciones como esta. Y él me decía: “La comparto, pero es inconstitucional”. Y yo sentía enojo, rabia. Sin embargo, era la verdad.



Dejo constancia de que esta me parece una muy buena indicación. Lo señalo basado en lo que he podido aprender de este proyecto, escuchando atentamente las distintas opiniones.



Digo “lamentablemente”, porque me hubiera gustado que ella hubiese sido patrocinada. 



Con todo, le otorga atribuciones a un órgano competente del Estado, motivo por el cual no podemos aprobarla.



Mañana serán otros los que gobiernen y velarán por esa norma. En este ámbito trato de ser muy riguroso para todos lados. Esa es la manera como me conduzco. Las reglas del juego son parejas para todos.



Reitero: lamento votar en contra de la admisibilidad de la indicación, pues encuentro que en el fondo tiene toda la razón.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la intervención del Senador Espina me ahorra varios argumentos.



Se ha planteado una duda de admisibilidad respecto de una indicación que, a mi entender, no es mala. Por tanto, aquí no se trata de un problema de bondad de la indicación.



No comparto el criterio usado a veces en cuanto a que la Carta Fundamental nos ayuda o no dependiendo de lo que queremos. En este caso, la disposición constitucional es precisa. El artículo 65, inciso cuarto, Nº 2º, dice claramente: “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado;” -aquí viene la parte que se aplica- “suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones”. 



¿Y qué hace la indicación? Dispone que una autoridad competente va a determinar. O sea, se le da una atribución. ¡Así de simple!



No quiero dejar pasar lo planteado por un señor Senador en el sentido de que una mayoría le habría impuesto todo a una minoría. Eso no es verdad. El proyecto en debate se tramitó por lo menos durante 6 meses, según el Senador señor Frei -yo creo que fue un poco más-, y cuando se llegó a este principio de acuerdo, que lideraron -hay que reconocerlo- los Senadores señor Orpis y señora Rincón, al resto se le ofreció participar, como lo hicieron los Honorables señora Allende y señor Frei, además de quien habla y de otros colegas. 



Entonces, no puede sostenerse que quienes estaban en la Comisión no pudieron participar. Por favor, tuvieron todo el tiempo para hacerlo, pero no quisieron. ¡Esa es la verdad! 



Me parece que esta indicación la habríamos recibido felices. Pero como no adhirieron al acuerdo, sino al revés, en asuntos como el que estamos analizando, hicieron exigencias más allá de lo que en él se consideraba. Por eso, no me queda más que lamentarlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quiero referirme a lo planteado por el Honorable señor Espina. 



En efecto, aquí hay materias que uno puede compartir, pero que lamentablemente no están dentro del espacio de lo que para nosotros es factible. 



Cuando analizamos este proyecto en general y el de energías renovables no convencionales, planteados en un paquete. Este último fue uno de los asuntos imposibles de abordar. Sin embargo, todavía hay tiempo para que el Gobierno lo recoja, pues quedan instancias para ello. Debemos enfrentar un tercer trámite, por lo que podríamos aprovechar de dejar formulada al Gobierno nuestra inquietud para que esto se revise.



Esa es la verdad. Como se encuentra redactado no lo podíamos recoger. Obviamente algo tiene que decir el Ejecutivo al respecto como colegislador. No obstante, esa materia no se halla dentro de lo que nosotros podemos hacer.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, respecto de esta indicación, surgida de la propuesta del Senador señor Horvath, de la cual soy suscriptora, quiero hacer un símil con la utilización de los postes. 



Nosotros queremos que por un solo poste vaya todo el cableado y no que haya cientos de ellos. Esta indicación trata de lo mismo. No queremos que se utilicen todas las cuencas, sino que por una sola se instalen las líneas de transmisión. 



Ya que hay buena voluntad en la Sala pediría al autor de esta indicación, por su intermedio señor Presidente, que la retire, con el fin de que el Ejecutivo estudie la posibilidad de incorporarla en el próximo trámite parlamentario. Considero muy necesario hacerlo, máxime si hay buen ánimo para ello. 



Solicito al señor Presidente que interponga sus buenos oficios, para que esto funcione. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿No sé si el Senador señor Horvath está de acuerdo con lo planteado por la Honorable señora Lily Pérez?

El señor HORVATH.- No en retirarla. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la admisibilidad de la indicación 12 A (18 votos en contra, 5 a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio)



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Gómez, Horvath, Navarro y Tuma.



Se abstuvo el señor Cantero.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, se halla la enmienda de la Comisión que propone reemplazar la letra a) del numeral 2), la cual a su vez reemplaza el literal d) de la ley vigente por el texto que figura en el boletín comparado, aprobada por mayoría. De consiguiente corresponde votarla. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se podría aprobar la disposición con la misma votación anterior, en sentido inverso. 



¿Habría acuerdo en la Sala?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente. 



--Así se acuerda. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Queda aprobada la letra a) del numeral 2), que reemplaza el literal d) en cuestión. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar la siguiente enmienda de la Comisión, consistente en sustituir en el literal e) de la ley actual el disyuntivo “o”, que figura entre los términos “secciones” y “para su terminación”, por “y”.



Por lo tanto, dicho literal diría: “Una descripción de los trabajos relacionados con los estudios, que se ejecutarán durante el período de la concesión provisional y los plazos para la iniciación de éstos, para su terminación por secciones y para su terminación total;”. 

El señor ORPIS.- Con la misma votación. 

El señor GÓMEZ.- No. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En el fondo, corresponde votar la letra b), nueva, del numeral 2), que sustituye en el literal e) lo que se acaba de especificar. 



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath, para fundamentar el voto. 



Pensé que podríamos haber tenido acuerdo y ahorrarnos la votación. 

El señor HORVATH.- ¡No, señor Presidente! 



Ocurre que esto se liga también con una cuestión que viene más adelante: la posibilidad de dividir las concesiones, según el acuerdo. O sea, aprobarlas por tramo. 



La Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en su artículo 11 bis, dice claramente: “Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.”. 



Por lo tanto hay que tener cuidado con esto, pues aquí se posibilita que se haga por partes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la letra e) de la ley vigente señala con claridad: “Una descripción de los trabajos relacionados con los estudios, que se ejecutarán durante el período de la concesión provisional y los plazos para la iniciación de éstos, para su terminación por secciones o para su terminación total;”.



La norma es un poco complicada, según ha señalado el Senador señor Horvath, porque en el debate sobre la forma en que se presentaron los anteriores proyectos de generación eléctrica, se dijo que en ellos se dividían las matrices de generación y de transmisión, a pesar de su aplicación conjunta. 



Es como si construyéramos un gran centro industrial separado de la carretera que permite acceder a él, pero que igual altera el conjunto ambiental, la cuenca y particularmente el sistema biológico allí existente. 



Por tanto, la inquietud surge al decir que la terminación es por secciones y que su finalización total es para sucesivos procesos. Aquí se plantea una sección o una terminación total. No hay continuidad al ir aprobándose parcialmente hasta completar el proyecto. Eso lleva a lo manifestado por el Senador señor Horvath: se va a dividir en cinco esa descripción y se irá presentando parcializada.



Señor Presidente, en este debate hemos sostenido que no se puede dividir el proyecto -en la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente ha quedado a firme- cuando el efecto es sinérgico.



Claramente los trabajos relacionados con los estudios que se ejecutarán, al describirlos, tienen que ser integrales y no sucesivos. Porque la cuenca es una y el nicho ecológico único, por lo cual no se permiten estudios parciales. O sea, ni los bichos, ni las fuentes vivientes ni la naturaleza admiten que se los parcialice. Es igual que la frontera: es una convención establecida por la sociedad. Por eso hay aimaras en Chile, Perú y Bolivia. Son todos parientes, porque un tratado fijó la frontera. Pero cuando ellos habitaban la cuenca del sur no la había. Y hoy día sí la tienen, y hay 3 nacionalidades.



El medio ambiente y particularmente los nichos ecológicos son una integralidad. Podemos hacer una división artificial científica -entre comillas-, pero el impacto que se produce con una primera intervención afecta al todo.



Por eso, una descripción de los trabajos sería para aprobar solo una parcialidad, pero no da para ir aprobando por parcialidades.



Estimo que la sustitución de la conjunción “o” por “y” implica dos posibilidades: o se termina por secciones o el proceso es definitivo. Se acepta que sea por secciones, pero no en su totalidad. Al quedar “terminación por secciones y para su terminación total” da una continuidad y permite perfectamente sumar las descripciones parciales, de tal manera que se complete el proyecto.



Y en esto quiero plantear a la Senadora señora Rincón que no se trata de un cambio de ajuste semántico. Lo que hay, claramente, es un impacto directo en el mecanismo de descripción de los trabajos relacionados con los estudios. Más adelante incorporamos una letra para exigir la evaluación del impacto ambiental. Estamos en eso.



En consecuencia, voy a votar en contra de la indicación, porque no se trata de un mero cambio de “o” por “y”, pues está la posibilidad de que, al introducir esa enmienda, la suma parcial de la presentación da cuenta del todo. Cosa que hoy día, con este artículo, está dividida.



Es una presentación distinta a la general o total.



Voto en contra de la indicación



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, primero me gustaría aclarar de qué estamos hablando.



Nos encontramos frente a una concesión provisoria. Es decir, de una etapa muy preliminar del proyecto, cuando recién se están iniciando los estudios. Aquí no estamos refiriéndonos a la concesión definitiva.



La concesión provisoria dura dos años y es prorrogable por otros dos.



A través de la concesión provisoria se pretende, precisamente, hacer los estudios respectivos, ingresar a un territorio determinado y después presentarlos al solicitar la concesión definitiva, señalando cuál va a ser su trazado.



Por lo tanto, al disponer de dos años, me parece razonable que se establezca la fecha de iniciación de los estudios -simplemente por un detalle-, el plazo de terminación si son por secciones, y el de finalización.



Aquí estamos hablando de una etapa muy preliminar de los proyectos y no de la concesión definitiva. Estos estudios permitirán, posteriormente -aunque no es condición-, diseñar cuál será dicha concesión definitiva.



Y me parecen razonables los términos planteados.



Las secciones ya estaban consignadas en la norma vigente. Por lo tanto, esta se ha completado, simplemente para concordancia de la oración.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- No haré uso de ella, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del numeral 2, propuesto por la Comisión (18 votos a favor, 4 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Votaron por la negativa los señores Gómez, Horvath, Navarro y Tuma.



Se abstuvo el señor Cantero.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solicito agregar mi voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia del pronunciamiento favorable del Senador señor Chahuán.



Ha terminado el Orden del Día.



Como la urgencia del proyecto es de “discusión inmediata”, el plazo máximo para despacharlo vence el lunes. Con el procedimiento que llevamos, correspondería citar para mañana temprano a sesiones sucesivas hasta finalizar.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solicito prorrogar esta sesión por unas 3 horas para despachar completamente el proyecto en el día de hoy.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para prorrogar por una hora, el Reglamento dispone una mayoría de los dos tercios de los votos de los Senadores presentes, y para postergar por más tiempo, la unanimidad de la Sala.



Como al final da lo mismo, ya que no vamos a avanzar mucho con el sistema usado, derechamente prefiero citar para mañana.

La señora ALLENDE.- ¡No, tenemos compromisos!

El señor PIZARRO (Presidente).- Así estaríamos descansados y con un ánimo distinto, aparte disponer de más tiempo para hacer el debate profundo que requiere la materia.



Todos han dicho -lo que me parece razonable- que se trata de una iniciativa importante para el país, cuya discusión contiene puntos de vista que necesariamente deben quedar consignados.



Vamos a citar para mañana, a partir de las 10.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se encuentra en la Sala el señor Ministro, quien es representante del Ejecutivo.



Como claramente este proyecto ha dado margen a debate, solicito que sesionemos el lunes o el martes hasta su total despacho, habida cuenta que, efectivamente, una sesión de mañana alteraría la agenda de los Senadores.



Deseo discutir esta materia con calma y con el quórum necesario.



Yo no sé si podemos garantizar eso, porque de la decisión que se tome estarían marginados los señores Senadores que ya se han retirado de la Sala a sus regiones. Y siento que la importancia de la iniciativa amerita la presencia de todos.



Además, la decisión que surge ahora -que puede ser modificada por el Ejecutivo- no es una discrecionalidad de la Mesa. El señor Presidente hace cumplir el Reglamento respecto de los tiempos que, nuevamente, la monarquía presidencial nos impone con el uso de las urgencias. Porque aquí actuamos al ritmo del Gobierno y no al que el Parlamento quiere.



Entonces, si el señor Ministro retira la urgencia, habría posibilidad de sesionar el lunes -como se hizo esta semana- o el martes hasta el total despacho del proyecto, permitiendo la participación de la totalidad de los Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ya planteé al Gobierno la posibilidad de continuar el próximo martes. El señor Ministro manifestó que le interesaba despachar el proyecto dentro de los plazos establecidos.



Además, mañana tendríamos garantizado el quórum.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Por qué no cita a una reunión de Comités, señor Presidente?

El señor PROKURICA.- Si, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como se ha pedido reunión de Comités, se suspende la sesión.

)---------------(



--Se suspendió a las 20:24.



--Se reanudó a las 20:39.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hace unos instantes, los Comités determinaron, unánimemente, lo siguiente:



1.- Citar a sesión especial el martes 2 de julio, de 12 a 13:30 horas, con el objeto de pronunciarse sobre la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República para nombrar Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich; y



2.- Citar a sesión extraordinaria, con la tabla correspondiente, desde las 15:30, para discutir en primer lugar, hasta su total despacho, el proyecto sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, que estaba tratando ahora la Sala. Ello significa que si su debate copa todo el tiempo del Orden del Día, se proseguirá hasta finalizar su tratamiento. Y, en caso contrario, la Sala continuará analizando las restantes iniciativas de la tabla, en el orden que figuren en ella.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se entiende que el Gobierno deberá cambiar la urgencia al proyecto.


Por lo tanto, queda pendiente su discusión particular.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas.


Por lo tanto, habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Contralor Regional de Atacama, con el objeto de que informe en carácter de urgente sobre INCOMPATIBILIDAD DE EJERCICIO DE FUNCIÓN PÚBLICA CON PRECANDIDATURA A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR; para que se pronuncie sobre DENUNCIAS DE MALOS TRATOS, HOSTIGAMIENTOS Y CONFLICTOS CONTRA FUNCIONARIOS DE HOSPITAL REGIONAL SAN JOSÉ DEL CARMEN, y para que entregue antecedentes respecto de DENUNCIAS, PROCEDIMIENTOS Y RESULTADOS DE INVESTIGACIONES O SUMARIOS ADMINISTRATIVOS CONTRA DIRECTOR REGIONAL Y DOS MÉDICOS DEL SERVICIO DE SALUD DE ATACAMA (Tercera Región).

)------------(



--Se levantó la sesión a las 20:41.

Manuel Ocaña Vergara,

                                         




Jefe de la Redacción
A N E X O S
SECRETARÍA DEL SENADO
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 29ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE JUNIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Agricultura subrogante, señores Cristián Larroulet y Álvaro Cruzat, respectivamente. Asiste, también, el Director Ejecutivo de CONAF, señor Eduardo Vial.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 27ª y 28ª, ordinarias, de 4 y 5 de junio de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Uno de S. E. el Vicepresidente de la República:


Con el que, en su oportunidad, retiró la urgencia al proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín Nº 8.936-13).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


2.-  Proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (Boletín N° 8.972-06).


Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley           N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín             Nº 8.936-13).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15).


2.- El que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa (Boletín Nº 8.273-15).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


2.- El que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín  N° 2.357-09).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que establece un régimen de penalidad accesoria aplicable a personas condenadas por delitos sexuales en contra de menores de edad, y prohíbe conceder beneficios penitenciarios a los autores del delito de violación (Boletín            N° 8.849-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del señor Contralor General de la República


Emite dictamen, ante solicitud formulada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, relativo a la no procedencia del pago de quinquenios penitenciarios al personal de Gendarmería de Chile, por encontrarse derogada la legislación que establecía aquel beneficio.

De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno


Remite, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo al establecimiento de una política pública de interconexión de sistemas y plataformas diversos que considere servicios de “computación en la nube” (cloud computing), en modalidades de arrendamiento o suscripción de equipamiento computacional con el fin de favorecer la reducción de costos, el aumento de eficiencia y el acceso a tecnologías de los usuarios de esos servicios (Boletín Nº S 1.540-12). 


Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Acciones y actividades desarrolladas desde el año 2011 a la fecha por el Chile California Council. 


2.- Características del software y del soporte computacional utilizado en el proceso de certificación de la firma electrónica avanzada.

Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores


Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2012 de dicha Subsecretaría de Estado, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Subsecretario Director Nacional del

Instituto Nacional de Deportes de Chile


Da contestación a solicitud, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de la posibilidad de mejorar la infraestructura del Estadio Fiscal Manuel Moya Medel, en la comuna de Cauquenes.

Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras


Responde petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Tuma, relativa al grado de cumplimiento por el Banco del Estado de Chile de los preceptos constitucionales y legales y de las normas particulares emanadas de esa Superintendencia, en materia de remisión de información a las personas que han contratado créditos con aval del Estado.

Del señor Director Nacional (S) del Territorio Marítimo

y de Marina Mercante


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre captura y destino de los crustáceos hallados en ductos de las centrales termoeléctricas, en la comuna de Coronel.

De la señora Directora Nacional (S) del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de captura y destino de crustáceos hallados en termoeléctricas de Coronel.

Del señor Presidente del Consejo del Sistema de Empresas - SEP


Informa, con arreglo a lo prescrito por el artículo 2° de la ley  N° 19.847, sobre los convenios de programación 2012, correspondientes a Empresa de los Ferrocarriles del Estado, Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S. A. y Empresa Nacional de Aeronáutica y al desempeño financiero del ejercicio 2012 respecto de las demás empresas a las que esa entidad presta asesoría técnica.

Del señor Presidente de la Asociación Gremial de Cajas de Compensación,

Cajas de Chile A.G.


Da respuesta a conceptos vertidos por el Honorable Senador señor Navarro durante una intervención en la Hora de Incidentes de la Corporación, respecto de los créditos sociales que otorgan aquellas instituciones; transcripción que fue remitida en nombre y a petición de Su Señoría. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Economía: 


El primero, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


El segundo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (Boletín Nº 8.786-27) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (Boletín N° 8.817-15) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012 (Boletín Nº 8.843-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que otorga la nacionalidad chilena a los hijos, nacidos fuera de Chile, de refugiados que hayan obtenido carta de nacionalización (Boletín N° 8.985-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


De los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Von Baer y señores Chahuán, García-Huidobro y Uriarte, con la que se inicia un proyecto de ley que deroga el artículo 394 del Código Penal, que tipifica el delito de infanticidio (Boletín N° 8.987-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


Proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Chahuán, con el que pide a S. E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que reconozca a los oficiales policiales, acogidos a retiro durante el período que indica, su derecho al sobresueldo de 35% por desempeño en las unidades policiales especializadas que estableció la ley N° 17.700, haciéndolo extensivo al beneficio de montepío (Boletín Nº S 1.584-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


2.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, sobre la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.


Con el segundo, informa que aprobó el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (Boletín N° 8.895-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, segundo informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8.644-06) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín N° 8.139-14), hasta las 19:00 horas del día de hoy.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente saluda a un grupo de machis y loncos de la Novena Región; a los dirigentes de pequeños agricultores de la provincia de Cardenal Caro, en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins; al señor Aldo Alfaro, representante de los pequeños agricultores de la provincia de Limarí, Región de Coquimbo, y a los miembros de la Fundación Caritas de la Región Metropolitana, que nos acompañan en las tribunas.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Bianchi pide obtener el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que lleva el Boletín N° 8.644-06, del que se ha dado cuenta, sea puesto en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana miércoles 12 del presente. Así se acuerda.

- - -


En su momento, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para poner en la Tabla de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (Boletín N° 8.895-06). 


Al respecto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa, quien no da su acuerdo en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento del Senado.


Interviene, también, el Honorable Senador señor Chahuán.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, con informe de la Comisión de

Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse, en segunda discusión, del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Director Ejecutivo de CONAF, señor Eduardo Vial. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.603-01 y urgencia calificada de “suma”. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, García y Bianchi, señora Pérez San Martín y señores García-Huidobro, Espina, Letelier, Kuschel, Ruiz-Esquide, Zaldívar, Uriarte, Pérez Varela, Horvath, Coloma, Quintana, Larraín Fernández y Walker (don Patricio). Interviene, también, el señor Ministro de Agricultura subrogante.

- - -


Oportunamente, el señor Presidente señala que los Comités Partido por la Democracia y Partido Demócrata Cristiano han pedido aplazamiento de la votación, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, quedando pendiente la votación de este asunto.

_________


Luego, solicita el acuerdo de la Sala para considerar enseguida el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que lleva los Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos, del que se ha dado cuenta. Se accede.

- - -

Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres

vivan separados



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.

El señor Secretario General señala que este proyecto tiene los Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.


Agrega que la Honorable Cámara de Diputados aprobó, en sesión celebrada el día de hoy, la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo 1º

Número 1, nuevo


Incorporar, como número 1, nuevo, el siguiente, pasando los actuales numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, según la numeración del Senado, a ser 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, respectivamente:


“1.- Inviértese el orden de los dos incisos que integran el artículo 222, quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero.”. 

Número 1 del Senado


Pasa a ser número 2.

Número 1 de la Cámara de Diputados,

número 2 del Senado


Pasa a ser número 3, reemplazando el artículo 225 que contiene, por el siguiente:


“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.

Número 3 del Senado


Pasa a ser número 4, introduciendo las siguientes modificaciones al artículo 225-2 que contiene:

Letra c), nueva


Incorporar como tal, la siguiente, pasando las letras c), d), e), f), g), h) e i), a ser d), e), f), g), h), i) y j), respectivamente:


“c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal del otro padre, pudiendo hacerlo.”. 

Letra c), que pasa a ser d)


A continuación de la expresión final “directa y regular”, reemplazar el punto que la sigue (.) por una coma (,) y agregar la oración “para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 229”, seguida de un punto (.).

Número 5, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“5.- Reemplázase el artículo 226 por el siguiente:


“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a los criterios establecidos en el artículo 225-2.


En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos y, en especial, a los ascendientes.”.”. 

Número 4 del Senado


Pasa a ser número 6.

Número 2 de la Cámara de Diputados,

número 5 del Senado


Pasa a ser número 7.

Número 3 de la Cámara de Diputados,

número 6 del Senado


Pasa a ser número 8.

Número 7 del Senado


Pasa a ser número 9, sustituyendo, en el artículo 229-2 que contiene, la expresión “ascendientes” por “abuelos”. 

Número 4 de la Cámara de Diputados,

número 8 del Senado


Pasa a ser número 10.

Número 5 de la Cámara de Diputados,

número 9 del Senado


Pasa a ser número 11.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Larraín Fernández.


Cerrado el debate y puesta en votación la referida propuesta, es aprobada por 30 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


1.- Inviértese el orden de los dos incisos que integran el artículo 222, quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero.


2.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente:


“Artículo 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.


3.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:


“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado personal del padre o madre con quien estén conviviendo.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.


4.- Incorpórase, como artículo 225-2, el siguiente:


“Artículo 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:


a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno familiar;


b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;


c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado personal  del otro padre, pudiendo hacerlo.


d) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular, para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 229.


e) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;


f) La opinión expresada por el hijo;


g) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar.


h) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio.


i) El domicilio de los padres.


j) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”.


5.- Reemplázase el artículo 226 por el siguiente:


“Artículo 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a los criterios establecidos en el artículo 225-2.


En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos y, en especial, a los ascendientes.”.


6.- Agrégase, en el artículo 227, el siguiente inciso tercero:


“El juez podrá apremiar en la forma establecida en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”.


7.- Derógase el artículo 228.


8.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:


“Artículo 229.- El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado según las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.


Se entiende por relación directa y regular aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable.


Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:


a) La edad del hijo.


b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos.


c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado.


d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo.


Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.


El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.


Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


9.- Incorpórase, como artículo 229-2, el siguiente:


“Artículo 229-2. El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus abuelos. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.”.


10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.


11.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:


a) Intercálanse en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “de conformidad” las palabras “o por ambos,”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.


Artículo 2°.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, la frase inicial “Para los efectos” por “Para el solo efecto”.


Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:


“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores García y Sabag, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 30ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE JUNIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Agricultura subrogante; de Energía, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señores Álvaro Cruzat y Jorge Bunster y señora Loreto Seguel, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 27ª y 28ª, ordinarias, de 4 y 5 de junio de 2013, respectivamente, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que incorpora un título nuevo sobre navegación fluvial en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (Boletín Nº 8.913-02).


Con el último, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que modifica normas sobre depósito legal de creaciones audiovisuales (Boletín N° 6.274-19).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Ministro de Salud


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre el estado actual del proyecto industrial del Valle del Huasco.

De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre resultados de mediciones de la calidad del agua potable en los años 2011 a 2013 de Aguas Chañar S. A., en la Región de Atacama.

Del señor Superintendente (S) de Pensiones


Da respuesta a solicitud de reconsideración, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a una pensión de invalidez pedida por el señor Víctor Salas Vega, domiciliado en la comuna de Pelluhue.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señor García, señora Rincón y señores Bianchi, Muñoz Aburto y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que regula el recurso de reclamación contra las resoluciones, decisiones o instrucciones de la Superintendencia de Seguridad Social (Boletín N° 8.988-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Zaldívar, para ausentarse del territorio nacional, a contar del día 14 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que la Comisión de Minería y Energía solicita el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08), hasta las 17:00 horas de hoy.


Se accede, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la señalada Comisión.

- - -


Luego, señala que la Comisión de Trabajo y Previsión Social pide el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo término para presentar indicaciones al proyecto de ley que amplía el plazo de derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, cuando la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (Boletín N° 5.857-13), hasta las 17:00 horas de hoy.


Así se acuerda, debiendo las indicaciones presentarse en la Secretaría de la mencionada Comisión.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi solicita recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar en paralelo para conocer el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (Boletín N° 8.895-06).


Al respecto, interviene el Honorable Senador señor Coloma, quien no proporciona la unanimidad para ello.


Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Rossi y Lagos, señora Pérez San Martín y señores Frei, Bianchi y Gómez.


En definitiva, el Honorable Senador señor Bianchi señala que la Comisión será citada a partir de las 20:00 horas de hoy.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente saluda a los alumnos del colegio The Wessex School de Concepción, que se encuentran en las tribunas.

- - -


En su momento, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 8.813-15), sea visto en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 18 de junio próximo. Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio, con segundo informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.644-06 y urgencia calificada de “suma”.


Indica que el proyecto fue aprobado en general en sesión de 2 de enero de 2013 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que deja constancia, para efectos reglamentarios, de que la única indicación formulada al texto aprobado en general fue retirada, por lo que propone la aprobación en particular de la iniciativa en los mismos términos en que fue aprobada en general.


Finalmente, hace presente que el proyecto es de rango orgánico constitucional.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, que es aprobado por 30 votos a favor y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


Fundamenta su voto a favor, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Zaldívar.


Asimismo, hace uso de la palabra la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 44:


a) Sustitúyese en el número 1) el punto y coma (;), por la siguiente expresión: “, o haber sido designado miembro del colegio escrutador;”.


b) Sustitúyese en el numeral 5) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en el numeral 6) el punto aparte (.) por una coma (,) y agrégase la conjunción “y” a continuación de ésta.


d) Agrégase el siguiente numeral 7):


“7) Estar la mujer en estado de embarazo o de puerperio dentro de las seis semanas previas al parto y hasta veinticuatro semanas siguientes a éste, circunstancia que deberá acreditarse mediante certificado médico, o con la documentación que acredite estar recibiendo el subsidio a que se refiere el artículo 198 del Código del Trabajo.”.


2) Introdúcese en el inciso cuarto del artículo 57, antes del primer punto seguido (.), la frase “y que no estén afectos a las causales de excusabilidad establecidas en el artículo 44”.


3) Agrégase en el artículo 138, a continuación de la expresión “dos a ocho unidades tributarias mensuales”, la siguiente: “, salvo que teniendo una excusa válida de las señaladas en el artículo 44, no hubiese podido presentarla oportunamente”.


Artículo Transitorio.- En el proceso eleccionario correspondiente al año 2012, la sanción establecida en el artículo 138 no se aplicará a quienes, teniendo una excusa válida de las señaladas en el artículo 44 o de las incorporadas por esta ley, no hubiesen podido presentarla oportunamente.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, con informe de la Comisión de

Agricultura


El señor Presidente anuncia que está pendiente la votación en general del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.603-01 y urgencia calificada de “suma”. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 23 votos a favor, 7 en contra, una abstención y 2 pareos, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los números 15 y 16 del artículo 1° del proyecto.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Rossi, Larraín Peña, Horvath, Larraín Fernández, Pérez Varela, Zaldívar, García-Huidobro, Coloma y García.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana y Ruiz-Esquide.


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide, señora Allende y señor Quintana.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Sabag, quien fundamenta su decisión.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Chahuán y Tuma.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Agricultura subrogante.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 8 de julio de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Agricultura, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas, con informes de las Comisiones de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.662-05 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que el objetivo del proyecto es reducir el tamaño de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que indica; reemplazar las salas de Corte de Apelaciones de dedicación exclusiva para el conocimiento de las causas tributarias, que se crearon por la ley N° 20.322, por salas de conocimiento preferente; corregir algunos errores contenidos en la mencionada ley, y establecer un derecho de opción de cambio de jurisdicción para los litigantes de los procesos que actualmente están siendo conocidos por la antigua judicatura tributaria o aduanera.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por 3 votos contra 2. Se pronunciaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández y Larraín Peña. Votaron en contra, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker (don Patricio).


Añade que, por su parte, la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo que se tomó en la Sala del Senado con fecha 7 de mayo pasado, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. Y en cuanto a la discusión en particular, efectuó diversas modificaciones, todas unánimes.


Resalta que el proyecto es de rango orgánico constitucional.


Señala, finalmente, que si en su momento no se pide plazo para indicaciones, habiéndose ya visto en general y en particular por la Comisión de Hacienda, podría el proyecto aprobarse tanto en general como en particular, reuniéndose el quórum orgánico constitucional correspondiente.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Rossi, quien en su alocución y en representación del Comité Partido Socialista, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el análisis de este asunto.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa, con segundo informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.273-15 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de septiembre de 2012 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.


Destaca que la Comisión efectuó tres enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales las acordó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1)

Artículo 2º


Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:


“En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.


 Agregar los siguientes N°s 3) y 4), nuevos:


“3) Reemplázase en el Nº 1) del artículo 13, la locución “concesiones de servicios televisivos” por “concesiones de servicios de telecomunicaciones”.


4) Intercalar en el inciso primero del artículo 27, a continuación de la locución “publicidad o espacio televisivo”, la expresión “y radial”.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón, quien en su intervención y en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza), con

informe de la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.786-27 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo es poner término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) y disponer su liquidación.


Destaca que la Comisión de Economía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Rossi, quien en su alocución y en representación del Comité Partido Socialista, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el análisis de este proyecto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción, con

informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.493-14 y urgencia calificada de “suma”.


Agrega que su objetivo es lograr ciudades equilibradas entre proyectos privados y espacios públicos, de modo que estos sean proporcionales al número de personas que habitan en un lugar.


Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.


Finalmente, hace presente que los artículos 1°, numerales 1, 3, 4, 5 y 10; 2°, numerales 1, 2, 3 y 4; 4°, número 3, y 5° permanentes y el artículo 1° transitorio, son de rango orgánico constitucional.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien en su intervención y en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el estudio de esta cuestión.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, con informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.817-15 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo principal es ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión en mínima cobertura vigentes al momento de la entrada en vigencia de la ley N° 20.403, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, puedan acogerse a esta última, a fin de evitar la extinción de casi un tercio de tales concesionarias que no presentaron dentro de plazo su solicitud, con el consiguiente perjuicio para sus titulares.


Destaca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 14 de mayo de 2013, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.


En cuanto a la discusión en particular, informa que la Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto, las que aprobó con idéntica unanimidad.

- - -



Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados:

Artículo 1º


- Sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Otórgase a las Municipalidades y a los concesionarios que al vencimiento del plazo previsto en el artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.433, cumplían los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 9º de la mencionada ley, un plazo suplementario de 90 días contado desde la publicación de la presente ley, para que dichos titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley           Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 2º transitorio de la citada norma. Este plazo suplementario será considerado para los efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo citado.”.


- Reemplazar su inciso segundo, por los siguientes:


“Todas las solicitudes que se presenten para acogerse al plazo suplementario establecido en el presente artículo, serán resueltas, en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad en el plazo de 30 días contado desde el vencimiento de dicho plazo, siendo aplicable a estas solicitudes lo dispuesto en el artículo 5º transitorio de la ley Nº 20.433.


En este plazo suplementario, en los procesos de transferencia de las concesiones de mínima cobertura que se realicen para los efectos de acogerse por parte de sus nuevos titulares a la ley Nº 20.433, no se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley Nº 19.733.”.

Artículo 2º

Nº 1


Suprimirlo.

Nº 2


Pasa a ser Nº 1, sustituido por el siguiente:


“1.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 5º transitorio la expresión “dos años” por “tres años”.”.

Nº 3


Pasa a ser Nº 2, sin enmiendas.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el proyecto y ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón, quien en su alocución y en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el estudio de este proyecto.

_________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al interés máximo convencional, con

informe de la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene los Boletines N°s 7.786-03, 7.890-03 y 7.932-03, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.


Añade que este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas.


Destaca que la Comisión de Economía aprobó unánimemente varias de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con las excepciones que se detallan en su momento, salvo en lo referente al numeral 7 del artículo 1°, que se rechazó por mayoría de votos.


Previene que en caso de que la Sala acuerde aprobar el artículo 34, nuevo, que introdujo la Cámara de Diputados a la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, enmienda que la Comisión propone rechazar, debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados aprobó el proyecto de ley propuesto por el Senado en primer trámite constitucional, con las siguientes modificaciones:

AL ARTÍCULO 1°

N°1


1.- Ha introducido la siguiente letra c, nueva: 


“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, que deberá llevar además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, establecerá los requisitos mínimos especiales para que aquellas comisiones que una entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo de las microempresas, cobre por los servicios de evaluación, asesoramiento, capacitación y,o seguimiento del deudor en materias de gestión, conexos al otorgamiento del crédito, no sean consideradas, en caso alguno, como parte del interés definido por este artículo. Dichos requisitos deberán incluir al menos condiciones para la prestación de los referidos servicios, tales como que ellos sean prestados en el lugar donde la microempresa deudora desarrolla su actividad productiva; que el monto de la operación crediticia no exceda del equivalente a 50 unidades de fomento, y que la misma esté destinada al financiamiento de microempresas; y deberá incluir, asimismo, condiciones que rijan a las comisiones correspondientes a dichos servicios, en particular que ellas sean informadas y definidas en pesos por período o por prestación u otras de análoga naturaleza, las cuales no podrán consistir en ningún caso en topes máximos, absolutos o porcentuales, aplicables al valor de las señaladas comisiones. Los servicios a que se refiera el decreto de que trata el presente inciso no serán considerados como venta atada respecto de su operación crediticia principal, según lo dispuesto en el artículo 17 H de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.”.

N° 3

Letra a)


1.- Ha reemplazado la frase “por los bancos establecidos en Chile” por la frase “en Chile por las entidades a que se refiere el inciso final del presente artículo,”.


2.- Ha eliminado la palabra “representativas”.


3.- Ha reemplazado al final, la frase “por un plazo máximo de 12 meses.”, por la siguiente: “por un plazo máximo de 12 meses prorrogable por una sola vez.”.

Letra b)


1.- Ha reemplazado la frase “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas.”, por la siguiente: “Las tasas de interés corrientes se establecerán cada cuatro semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas cuatro semanas consecutivas.”.


2.- Ha eliminado la expresión “y en el Diario Oficial”.

Letra c)


La ha sustituido por la siguiente:


“c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias, o también las operaciones de una parte de los oferentes de una categoría de operaciones, cuando los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. La Superintendencia deberá publicar en su página web los criterios generales que utilizará como base para tomar esta decisión.”.”.

Letra e)


La ha reemplazado por la siguiente:


“e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“El conjunto de entidades que la Superintendencia deberá considerar para el cómputo de la tasa de interés corriente será el siguiente, en su caso:


1) Los bancos establecidos en Chile, para aquellos períodos en que la Superintendencia no cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias de tasas de interés, a que se refiere el literal b) del numeral 2) que sigue a continuación.


2) Las entidades a que se refiere el inciso primero del artículo 31 de esta ley, para aquellos períodos en que la Superintendencia cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias, obtenido a partir del siguiente procedimiento:


a) Se han completado las primeras 84 semanas de entrega periódica de los datos que la Superintendencia debe solicitar a las instituciones identificadas en el artículo 31 de la presente ley, distintas de los bancos en cumplimiento del citado artículo.


b) Se ha computado, para las operaciones en moneda nacional no reajustable a plazos iguales o superiores a noventa días y por montos entre 200 y 5.000 unidades de fomento, para cada una de las últimas 52 semanas de aquellas identificadas en el literal anterior, la diferencia entre la tasa de interés corriente que rigió en cada una de ellas y la tasa de interés corriente hipotética que habría regido en cada una de esas semanas, de haberse incluido en el cómputo aquellas operaciones informadas por las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley. También se han promediado las diferencias para esas 52 semanas y dicho promedio se ha expresado con un solo decimal, aproximándola al decimal más cercano. 


c) En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es positivo, la tasa de interés corriente para operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, exclusivamente en lo que respecta a su utilización para los dos segmentos a que se refiere el artículo 6° bis, será reducida en la magnitud de dicho promedio de 52 semanas de diferencias. En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es negativo, la señalada tasa de interés corriente será incrementada en la magnitud del promedio de 52 semanas de diferencias.


La Superintendencia deberá realizar los cómputos a que se refiere el literal b) precedente por una sola vez, y aplicará el incremento o rebaja correspondiente con carácter permanente y en cada oportunidad, a partir de la siguiente determinación de las tasas de interés corriente, posterior a la publicación de los señalados cómputos y su resultado en el Diario Oficial.”.”.

N° 4

Artículo 6° bis


1.- Ha incorporado los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto de este artículo y que se efectúen al amparo de la ley N°18.833, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


a. 10 puntos en las operaciones otorgadas a trabajadores y 


b. 5 puntos en las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general.


Estos límites se mantendrán sólo en la medida que dicho mecanismo de pago se encuentre en aplicación.”.


2.- Ha agregado en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la frase “de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor” la expresión “o que correspondan a descuento legal”.


3.- Ha introducido el siguiente inciso final, nuevo:


“Los términos aditivos indicados en el inciso primero del presente artículo se rebajarán en un punto porcentual sobre base anual, cuando la Superintendencia incorpore las operaciones originadas en la utilización de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, a utilizar para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el siguiente.”. 

Artículo 6° ter


Ha incorporado el siguiente inciso final, nuevo: 


“Lo indicado en los dos primeros incisos se aplicará igualmente a las líneas de crédito que acceden a una cuenta corriente bancaria.”.

N° 5


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”.

N° 7


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“7) Agrégase, en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a dos mil unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos noventa días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.”.

N° 8


1.- Ha reemplazado el encabezado del número por el siguiente:


“8) Incorpóranse los siguientes artículos 31, 32, 33, 34, 35 y 36:”.


2.- Ha sustituido el nuevo artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, cumplan con las condiciones y requisitos que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales de operaciones de crédito de dinero inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales, sin perjuicio de que a su respecto establezca que dichos montos globales deban ser determinados para conjuntos de personas relacionadas, según este término es definido en el artículo 100 de la ley N°18.045. Las señaladas instituciones estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, exclusivamente en lo que se refiere al cumplimiento de lo dispuesto en esta ley y solamente en relación a las operaciones a que se refieren los artículo 6° bis y 6° ter, y de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo. Ello, sin perjuicio de las demás funciones y facultades que otras disposiciones de esta ley otorgan a la mencionada Superintendencia.


La Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional de acuerdo a las disposiciones de esta ley, con las periodicidades y en los formatos que determine mediante norma de carácter general, pudiendo distinguir entre tipos de instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, la institución cuando presta servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero o diferentes de tal operación. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis y 6° ter. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos sujetas a las disposiciones del presente artículo, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N°19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley     N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso. La Superintendencia confeccionará anualmente la nómina de las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que quedarán sujetas a lo dispuesto en este artículo durante el año calendario siguiente, y notificará a cada una de dichas instituciones de la circunstancia de estar incluidas en dicha nómina antes del 30 de julio de cada año.


Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y toda otra persona que, con ocasión de lo dispuesto en la presente ley, haya tenido acceso a la información a que se refiere el presente artículo, deberán mantener absoluta reserva de la misma y no podrán darla a conocer a terceros ni aún después de haber cesado en sus cargos. La infracción a esta prohibición será sancionada con la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.


3.- Ha intercalado, a continuación del artículo 31, los siguientes artículos 32, 33, 34 y 35 nuevos, pasando el actual artículo 32, a ser 36:


“Artículo 32.- La Superintendencia deberá adoptar las medidas de organización interna necesarias para cautelar la reserva y controlar el adecuado uso de la información recabada de conformidad con lo dispuesto en el artículo precedente.


Artículo 33.- Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley y en el artículo 472 del Código Penal, las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que incurrieren en infracción a lo dispuesto en la presente ley, con relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis o 6° ter; o del artículo 31 de la misma o de las normas que la Superintendencia emita en cumplimiento de dichas disposiciones, podrán ser objeto por parte de ésta, de una o más de las siguientes sanciones:


1) Amonestación o censura.


2) Multa a beneficio fiscal de hasta 5.000 unidades de fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta cinco veces el monto antes expresado.


El monto específico de la multa a que se refiere el número 2) se determinará apreciando fundadamente la gravedad y consecuencias del hecho, el capital involucrado en las operaciones respectivas y si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos 12 meses. Esta circunstancia no se tomará en cuenta en aquellos casos en que la reiteración haya determinado por sí sola el aumento del monto de la multa básica.


Previamente a aplicar alguna de las sanciones establecidas en este artículo, la Superintendencia requerirá un informe de la entidad involucrada, a la cual, además, podrá solicitar la remisión de los antecedentes que estime pertinentes respecto del hecho u operaciones de que se trata. Para ello, establecerá un plazo máximo de 20 días hábiles, quedando facultada para imponer la respectiva sanción en caso de no recibir los antecedentes requeridos en tiempo y forma.


Artículo 34.- La entidad afectada podrá reclamar de la aplicación de la multa establecida en el numeral 2) del artículo anterior o de su monto ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde que la Superintendencia notifique su resolución mediante el envío de carta certificada.


Una vez presentada la reclamación, la Corte dará traslado al Superintendente por diez días hábiles y, evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, la Corte dictará sentencia sin ulterior recurso.


Luego de ejecutoriada la sentencia de la Corte, en el caso de que ésta confirme la sanción aplicada, o transcurrido el plazo del inciso primero sin que la entidad afectada efectúe la reclamación pertinente, deberá procederse al entero de la multa en la Tesorería General de la República.


Si la multa no fuere pagada, la Superintendencia podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras en lo civil competente, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo.


Artículo 35.- La Superintendencia no podrá iniciar un proceso destinado a aplicar multa a un infractor luego de un año de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


La acción de cobro de la multa prescribe en el plazo de un año, contado desde que se hizo exigible.”.

Artículo 32


Ha pasado a ser artículo 36, sin modificaciones.

Al artículo 3°

N°1


1.- Ha reemplazado, en el literal a), la frase “capital adeudado a la fecha del atraso”, por la siguiente: “monto de la deuda vencida a la fecha del atraso a cuyo cobro se procede”, y la frase “por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad” por la siguiente: “no corresponderá su imputación respecto de saldos de capital insoluto del monto moroso o de cuotas vencidas que ya hubieren sido objeto de la aplicación de los referidos porcentajes”.


2.- Ha reemplazado, en el literal b), la expresión “que garantice”, por la siguiente: “útil, sin cargo para el deudor, cuyo fin sea”.


3.- En el mismo literal b) anterior, ha intercalado, entre las expresiones “no realizara” y “dicha gestión”, el vocablo “oportunamente”, y entre las palabras “extrajudicial” e “indicados”, la expresión “efectivamente incurridos”.

N°2


Ha agregado, después del punto final (.) que pasa a ser coma (,) lo siguiente: “y agrégase la siguiente frase a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y coma (;): “y la sanción penal que resulte pertinente.”.”.

Al artículo primero transitorio


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N°18.010, en el decreto ley N°830, de 1974, y en la ley N°19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

Al artículo segundo transitorio


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo segundo.- Las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley que no son bancos estarán obligadas a informar a la Superintendencia de las operaciones que efectúen sujetas a interés máximo convencional para efectos del cálculo de la tasa de interés corriente, según lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N°18.010, a contar del quinto mes siguiente al de la fecha de publicación de esta ley.


La fiscalización del cumplimiento de la ley N°18.010, respecto de las instituciones identificadas en el citado artículo 31, que no son bancos, se realizará a partir del primer lunes del séptimo mes siguiente al de la fecha de la publicación en el Diario Oficial de esta ley.”.

Al artículo cuarto transitorio


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010 será la tasa de interés máxima convencional vigente en el momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° bis de la ley N°18.010 del modo siguiente:


i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual.


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de cuatro semanas.


El término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida, definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará deduciendo del término aditivo que haya regido en el período anterior, para el mismo segmento, el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual por el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte, para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.

Al artículo quinto transitorio


Ha reemplazado su inciso segundo por el siguiente:


“El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones de crédito de dinero afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas por el artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el señalado artículo, y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas en el mismo artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio de esta ley, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el referido artículo. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.”.

Artículo sexto transitorio, nuevo


Ha incorporado el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo, pasando el actual sexto transitorio a ser séptimo transitorio, sin enmiendas:


“Artículo sexto.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, y simultáneamente con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de su artículo cuarto transitorio, la Superintendencia deberá incluir las operaciones de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de las tasas de interés corriente previsto en el artículo 6° de la ley N°18.010. Lo anterior, sin perjuicio de todas las facultades que dicho artículo concede a la Superintendencia en la determinación de las tasas de interés corriente.”.

Al artículo octavo transitorio


Ha incorporado el siguiente artículo octavo transitorio:


“Artículo octavo.- La tasa máxima para las operaciones de crédito amparadas en un convenio o que correspondan a un descuento legal en el marco de la ley N°18.833 y a que se refiere esta ley, entrarán en vigencia a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación del interés promedio ponderado por montos para las operaciones que estén amparadas por un convenio a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis que se incorpora en la ley N°18.010 mediante la presente ley.


La tasa de interés para dicho período corresponderá a la tasa de interés corriente vigente para las operaciones no reajustables en moneda nacional noventa días o más, inferiores o iguales al equivalente a 200 unidades de fomento, disminuida en 7 puntos para ambos segmentos a que se refiere el referido inciso quinto del artículo 6° bis.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis aludido, será la tasa vigente para estas operaciones disminuida en 2 puntos. Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, la tasa de interés será la tasa vigente para este segmento de operaciones disminuida en 2 puntos.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo al presente artículo para el segmento de operaciones efectuadas al amparo de convenios, o correspondan a descuento legal al amparo de la ley N°18.833, resulte inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad al artículo 6° bis de la ley N°18.010 para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, o correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del mencionado artículo 6° bis, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Economía propone al Senado adoptar los siguientes acuerdos respecto de las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados:

AL ARTÍCULO 1°

N°1


Rechazar el N° 1.

N° 3

Letra a)


Rechazar el N° 1.-; y aprobar los N°s 2.- y 3.-.

Letra b)


Rechazar las modificaciones signadas con los N°s. 1.- y 2.-.

Letra c)


Rechazar la modificación.

Letra e).


Rechazar la modificación.

N° 4

Al artículo 6° bis


- Rechazar la modificación signada con el número 1.-. 


- Aprobar la modificación signada con el número 2.-. 


- Rechazar la modificación signada con el número 3.-. 

Al artículo 6° ter


Aprobarla. 

N° 5


Rechazar la modificación. 

N° 7


Rechazar la modificación. 

N° 8


- Rechazar la modificación signada con el número 1.-. 


- Aprobar la modificación signada con el número 2.-. 


En relación a la modificación signada con el número 3.-, aprobarla respecto de intercalar los artículos 32 y 33, nuevos; y rechazarla respecto de intercalar los artículo 34 y 35, nuevos.

Artículo 32


Rechazarla. 

AL ARTÍCULO 3°

N°1


Aprobar las modificaciones signadas con los números 1.-, 2.- y 3.-.

N°2


Aprobarla. 

A LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Rechazar la totalidad de las modificaciones a las disposiciones transitorias.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el informe de la referida Comisión y otorga la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien en su alocución y en representación del Comité Partido Socialista, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Ofrecida la palabra en primera discusión nadie hace uso de ella, por lo que el señor Presidente la declara cerrada, quedando pendiente el análisis de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas, con segundo

informe de la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 5.579-03 y urgencia calificada de “simple”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 de marzo de 2012 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Economía, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Destaca que la Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales acordó por unanimidad. Estas enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.


Finalmente, indica que, de estas enmiendas unánimes, la recaída en el inciso tercero del artículo 49 bis, contenido en el artículo 1° del proyecto, incide en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Economía, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Incorpórase en la ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, el siguiente artículo 49 bis, nuevo:


“Artículo 49 bis.- Los fabricantes e importadores de videojuegos deberán colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego respectivo, según las instrucciones contenidas en el presente artículo. Tal advertencia deberá ocupar, a lo menos, el 25% del espacio de ambas caras del envase o envoltorio del videojuego respectivo.


Los fabricantes, importadores, proveedores y comerciantes sólo podrán vender y arrendar videojuegos que fueren calificados como no recomendados para menores de una determinada edad, a quienes acrediten cumplir la edad requerida, debiendo exigir en cada venta o arriendo la cédula de identidad respectiva.


La infracción a las disposiciones del presente artículo será sancionada por el juez de policía local competente, con una multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción.


En caso de reincidencia, el juez podrá aplicar el doble de la multa establecida para la infracción respectiva. Se entenderá que existe reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención, en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.”.”. 

Artículo 2°


Introducir la siguiente letra b), nueva:


“b) Incorpórase el siguiente artículo 11 bis, nuevo.


“Artículo 11 bis.- La calificación de los videojuegos se hará conforme a las siguientes categorías y criterios:


1.- Videojuego especialmente recomendado para niños y adolescentes: por contener material educativo y ningún contenido inapropiado para su edad.


2.- Videojuego sin contenido objetable: que puede ser visto por personas de cualquier edad.


3.- Videojuego no recomendado para menores de 8 años: por contener un porcentaje menor de lenguaje inapropiado, insinuaciones sexuales o violencia.


4.- Videojuego no recomendado para menores de 14 años: por contener un porcentaje moderado de lenguaje inapropiado, insinuaciones sexuales o violencia.


5.- Videojuego no recomendado para menores de 18 años: por contener un porcentaje importante de lenguaje vulgar, contenido sexual explícito, desnudez frecuente o importante niveles de violencia.


No será necesaria la calificación señalada en el inciso anterior si los fabricantes o importadores de videojuegos observan la equivalencia con los sistemas de calificación del país de origen del videojuego que hayan sido reconocidos por resolución del Consejo de Calificación Cinematográfica.”.”. 

Letra b)


Pasa a ser letra c).

Numeral ii)


Reemplazar “sin respetar la calificación efectuada por el Consejo, se aplicará lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 49 bis de la ley N° 19.496”, por lo siguiente: “sin respetar la calificación efectuada por el Consejo o sin observar la equivalencia con los sistemas de calificación del país de origen del videojuego que hayan sido reconocidos por resolución del Consejo, en su caso, se aplicará lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 49 bis de la ley N° 19.496.”. 

Letra c)


Pasa a ser letra d), sin modificaciones.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Lagos, quien en su intervención y en representación del Comité Partido por la Democracia, solicita aplazamiento de la votación de esta iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado.

- - -


Queda pendiente la votación de este asunto.

_________


Se suspende la sesión para efectuar una Reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


- Citar a una sesión especial de la Corporación, para el día lunes 17 de junio de 2013, de 16:00 a 18:00 horas, a fin de tratar, hasta su total despacho, el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales (Boletín N° 8.895-06). En consecuencia, de presentarse indicaciones al mismo, se verán directamente en la Sala.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que, a propósito del acuerdo anterior, se entiende que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización debe despachar oportunamente el proyecto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de

la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos.


Añade que, en su primer informe, la Comisión de Salud deja constancia de que discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide y ex Senadora señora Matthei. Posteriormente, aprobó el proyecto en particular, con una enmienda, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.


Destaca que por acuerdo unánime de Comités, de fecha 14 de junio de 2011, se volvió el proyecto a la Comisión de Salud para un nuevo primer informe. En este nuevo primer informe, la Comisión de Salud introdujo dos enmiendas adicionales a la que había acordado con anterioridad.


Hace presente que el número 5 del artículo 3° del proyecto es de rango orgánico constitucional.


Asimismo, previene que, de aprobarse el artículo 6° que la Comisión de Salud propone suprimir, su aprobación requeriría también quórum orgánico constitucional.


Finalmente, indica que, por acuerdo adoptado por la Sala con fecha 6 de abril de 2011, el proyecto debe ser considerado en el segundo informe por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.

- - -



Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Salud, en su primer informe, propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:


Reemplazar, en la frase “El consumo de alcohol disminuye su capacidad para conducir”, del inciso segundo del artículo 1°, la palabra “disminuye” por “anula”. 

- - -


Posteriormente, en su nuevo primer informe, la citada Comisión propone incorporar las siguientes modificaciones al texto propuesto en su primer informe:


Eliminar el artículo 6°.


 Consignar como nuevo artículo 6° el siguiente:


“Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen. El Ministerio de Salud dictará un reglamento que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de las bebidas alcohólicas, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien en su alocución y en representación del Comité Partido Renovación Nacional, solicita segunda discusión de esta iniciativa, en conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Ofrecida la palabra sobre este proyecto, en primera discusión, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Chahuán, Ruiz-Esquide, Rossi, Girardi, Sabag, Larraín Peña y Larraín Fernández.

- - -


Enseguida, el señor Presidente declara cerrada la primera discusión, quedando pendiente el estudio de esta iniciativa.

- - -


Luego, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Kuschel, Prokurica y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente ofrece el uso de la palabra y ningún Comité hace uso de ella.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 31ª, ESPECIAL, EN LUNES 17 DE JUNIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que regula la actualización de los padrones electorales (Boletín N° 8.972-06).


2.- El que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que dio su aprobación, con las excepciones que señala, al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Salud.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los incisos tercero y cuarto del artículo 5° transitorio de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Uriarte, acerca de la extracción de aguas en la zona de Tilama, aguas arriba del embalse Culimo, comuna de Los Vilos.

Del señor Ministro de Energía


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos que conciernen a la Empresa Nacional del Petróleo: pago de indemnizaciones a pescadores artesanales de San Vicente; estudio internacional sobre contaminación por olores en el sector El Triángulo, comuna de Hualpén, y proyección de prospecciones petrolíferas conjuntas en la Franja del Orinoco, Venezuela.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (Boletín Nº 8.895-06).


- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Sabag y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley que sujeta los contratos de arrendamiento de inmueble en que el arrendador sea un corredor de propiedades a las disposiciones de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletín N° 8.993-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Sabag, con la que se inicia un proyecto de ley que establece como obligación del arrendador de inmuebles nuevos la entrega de una copia del certificado de recepción definitiva de obras de edificación de la Dirección de Obras de la Municipalidad respectiva (Boletín N° 8.994-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Durante el desarrollo de la sesión, llega a la Mesa un segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08) (con urgencia calificada de “suma”). 


- Queda para Tabla.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales, con informe de la Comisión de

Gobierno, Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que, en conformidad a lo acordado por los Comités, corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.895-06.


Añade que el objetivo de esta iniciativa es establecer la obligación para los canales de televisión de libre recepción de transmitir, gratuitamente, propaganda electoral para las elecciones primarias de Presidente de la República.


Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor y uno en contra. Se pronunciaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Frei, García, Rossi y Sabag. Votó en contra, el Honorable Senador señor Coloma.


Finalmente, advierte que el proyecto incide en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto y otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Chahuán y Coloma.

- - -


Posteriormente, la Sala acuerda votar la iniciativa en general y en particular.

- - -


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 30 votos a favor, 2 en contra y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Rossi, señora Allende, señores Frei, Larraín Peña, Sabag, Espina, García y Tuma, señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Escalona, Larraín Fernández, Bianchi, Lagos, Quintana y Gómez.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Novoa.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis, quien fundamenta su decisión.

- - -


Cabe señalar que, en su intervención, el Honorable Senador señor Novoa hace expresa reserva de constitucionalidad para este proyecto.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Incorpórase en la ley N° 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, el siguiente Título IV, nuevo, pasando el actual a ser Título V:

“Título IV

De la transmisión de propaganda electoral por los canales de televisión


Artículo 42 bis.- En las elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República, los canales de televisión de libre recepción deberán destinar gratuitamente quince minutos diarios de sus transmisiones a propaganda electoral, los que se distribuirán en partes iguales entre los partidos o pactos que participen.


Para estos efectos, los canales de televisión determinarán, en conjunto con los partidos o pactos que participen, el horario en que se efectuarán las transmisiones. En caso de desacuerdo, la propuesta de los canales deberá ser aprobada por el Consejo Nacional de Televisión. 


La transmisión de la propaganda electoral a que se refiere el inciso anterior sólo podrá efectuarse desde el décimo octavo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria.”.


Artículo transitorio.- Para las elecciones primarias correspondientes al año 2013, la propaganda electoral señalada en el artículo anterior sólo tendrá lugar desde el octavo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INCREMENTA LAS REMUNERACIONES VARIABLES QUE INDICA PARA EL PERSONAL DE LA JUNTA NACIONAL DE JARDINES INFANTILES Y, OTORGA BONOS QUE INDICA

(8903-04)

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8903-04.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Incorpórase al artículo trigésimo cuarto de la ley  N° 19.882 el siguiente inciso final, nuevo:

“Para el año 2012 el porcentaje será de 9,2%, para el año 2013 será de 9,5% y a partir del año 2014 será de un 10%.”.

Artículo 2°.- 
El incremento por desempeño institucional del inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.553, que percibe el personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles de conformidad a las normas que lo rigen, será a contar del 1 de enero de 2012, de acuerdo al cumplimiento de los objetivos de gestión alcanzados, el siguiente: 

a) Cumplimiento del 90% o más de los objetivos de gestión anuales a que se haya comprometido: 6%, y

b) Cumplimiento entre el 75% y menos del 90% de los objetivos de gestión anuales a que se haya comprometido: 3%.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.-
 Otórgase un bono no imponible ni tributable, que no constituirá base de cálculo o de recálculo para ningún emolumento percibido durante el periodo sobre el cual éste se calcule, equivalente a la suma de las diferencias entre los aumentos de los porcentajes dispuestos en los artículo 1° y 2° de esta ley y el monto efectivamente percibido por los mismos conceptos durante el año 2012 y respecto de las cuotas ya pagadas de 2013. Este bono beneficiará al personal que tenga derecho según las condiciones y requisitos que establecieron las leyes que concedieron el incentivo anual al desempeño y el incremento por desempeño institucional, y se pagará en una sola cuota a quienes se encuentren en funciones a la fecha de pago. 

Artículo segundo.- 
Las directoras de jardines infantiles que se encuentren afiliadas al Sistema de Pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, que accedan a la bonificación por retiro voluntario que la ley N° 20.648 concede al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, sean de planta o a contrata y siempre que cumplan los requisitos que se señalan en los incisos siguientes, tendrán derecho a un bono especial en las condiciones que se indican.

El bono especial será equivalente a 10 unidades de fomento por cada año de servicio desempeñado como directora de un jardín infantil de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, con un tope de 100 unidades de fomento. Este bono especial no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. De proceder, se solicitará y pagará en conjunto con la bonificación por retiro voluntario de la ley N°20.648.

La percepción del bono especial requerirá, además de cumplir con las condiciones que se establecen en los incisos anteriores, respecto de cada directora, los siguientes requisitos:

1. Haber sido calificada durante su desempeño como directora de jardín infantil en lista 1 ó 2.

2. Efectuar la inducción a la directora que asuma en su reemplazo, entregando los antecedentes completos sobre la Unidad Educativa, en sus  ámbitos de funcionamiento, niños - niñas, padres y apoderados, comunidad en general y personal. Los Directores Regionales resolverán las controversias que pudieran generarse sobre el cumplimiento de esta condición con consulta a la Asociación de Funcionarios.

3. Completar un documento de entrega del establecimiento preparado por la Institución, con las formalidades y plazos que se establezcan, el que deberá ser enviado para visación final del Vicepresidente Ejecutivo.

La Dirección Nacional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles elaborará las pautas y formatos para la verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en los numerales anteriores. Al mismo tiempo, determinará, en forma previa e igual para todas las postulantes al bono especial, los periodos y plazos para la realización de cada actividad, el nivel directivo que las supervisará y cualquiera otra materia necesaria para el cumplimiento de los requisitos. Todo lo anterior deberá estar disponible en la página web institucional.

Igualmente tendrán derecho a este bono las directoras que hubiesen cesado en sus funciones y hayan percibido la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882 a contar del día 15 de julio de 2011 y hasta el día previo a la publicación de esta ley, siempre que se encuentren o hayan estado afiliadas al Sistema de Pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980. Estas ex funcionarias tendrán un plazo de treinta días, contado desde la publicación de esta ley, para postular al bono y solicitar a la Institución que les certifique el cumplimiento de las condiciones establecidas en los números 1, 2 y 3 anteriores, mientras ejercían las funciones de directoras, antecedentes que constarán en un acta que se anexará a la postulación. En este documento constará, además, el cumplimiento del resto de los requisitos para acceder al bono especial y aquél que determina su monto a percibir. En caso que una postulante no cumpla alguno de los requisitos, la Institución deberá informarle en el plazo máximo de los treinta días siguientes a la postulación.

Artículo tercero .- Los funcionarios que habiendo pertenecido a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que hubiesen sido beneficiarios del bono de retiro establecido en el artículo sexto transitorio de la ley N° 20.212, hubiesen cesado en sus cargos por renuncia voluntaria, habiendo rebajado las edades según lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 20.212, en el período comprendido entre enero de 2009 y enero de 2011, tendrán excepcionalmente el plazo especial de ciento veinte días contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Para estos efectos, los funcionarios señalados en el inciso precedente deberán acompañar, además de lo dispuesto en la ley N° 20.305, copia de la resolución que le concedió el bono de retiro establecido en el artículo sexto transitorio de la ley N° 20.212 y la constancia de haber cotizado por desempeñar labores consideradas como trabajos pesados, según lo dispuesto en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. Con todo, se entenderá cumplido el requisito establecido en el número 4 del artículo 2° de la ley N° 20.305. 

El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, siempre que se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.

Artículo cuarto.-
 El mayor gasto fiscal que represente esta ley durante su primer período presupuestario de aplicación  se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ELIMINA LOS ARANCELES PARA LA EXPORTACIÓN DE BIENES PROVENIENTES DE PAÍSES MENOS ADELANTADOS

(8969-10)
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8.969-10.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 1° de la ley N° 18.687, que modifica el arancel aduanero y leyes Nos. 18.480, 18.483, 18.525 y 18.634, por el siguiente:

“Fíjanse en 0% los derechos de aduana a la importación de mercancías originarias procedentes de países menos adelantados, excluidas la importación de trigo, harina de trigo y azúcar. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda se determinará el listado de los países menos adelantados y las condiciones para su inclusión o exclusión, según los criterios establecidos al efecto por la Organización de Naciones Unidas. Además, este decreto establecerá las condiciones y requerimientos operacionales que deberán cumplir las mercancías para calificar como originarias, entre los que se deberá contemplar la presentación de un certificado de origen al momento de la importación. Asimismo, este decreto supremo establecerá la lista de países a los que se les aplicará este beneficio a contar del primer, segundo y tercer año de vigencia de esta ley, lo que se determinará utilizando el índice de concentración de exportaciones del año inmediatamente anterior al de su dictación. El primer año se incorporarán todos aquellos cuyo índice de concentración sea superior a 0,75%; el segundo año, aquellos cuyo índice sea menor o igual a 0,75% y mayor a 0,49%, y el tercer año, los países restantes.”.

Artículo transitorio.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OFICIO DE LA ILUSTRÍSIMA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO, CON EL QUE COMUNICA LA RESOLUCIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE FUERO, RECAÍDA EN LA DEMANDA CIVIL EN CONTRA DE LA MINISTRA DE ESTADO SEÑORA CAROLINA SCHMIDT ZALDÍVAR, EN CUYA VIRTUD SOLICITA AL SENADO QUE, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL N° 2) DEL ARTÍCULO 53 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, DETERMINE SI HA O NO LUGAR A LA ADMISIÓN DE DICHA ACCIÓN JUDICIAL 

(S 1586-02)..

OFICIO N° 87-2013

SANTIAGO, 14 de junio de 2013

Dando cumplimiento a la resolución de fecha seis del actual, dictada por el Ministro (s) de Fuero don Enrique Duran Branchi remito a Vuestra Excelencia en fojas 73, el Ingreso Corte N° 2898-2013, causa de Fuero, caratulado “Ferrer Pacheco Gonzalo con Schmidt Zaldívar María Carolina”, Rol Nro. 4756-2013 del 29° Juzgado Civil de Santiago, para los fines dispuestos en dicha resolución.

Dios guarde a V. Excelencia.

GLORIA ANA CHEVESICH RUIZ

PRESIDENTA
SONIA QUILODRAN LE-BERT

SECRETARIA
AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO

CONGRESO NACIONAL

AVDA. PEDRO MONTT S/N

VALPARAÍSO./

Foja: 73

Setenta y tres

Santiago, seis de junio de dos mil trece.

A fojas 72, por cumplido lo ordenado.

Vistos:
1.- Que, a fojas 50, se interpuso demanda civil de indemnización de perjuicios en contra de la Ministra de Estado doña Carolina Schmidt Zaldívar.

2.- Que, según el artículo 53 N° 2 de la Constitución Política de la República dispone que corresponde al Senado “decidir si ha o no lugar a la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo”.

3.- Que, a fojas 72, la demandante aclaró que la acción ejercida lo es por perjuicios sufridos por su representado a consecuencia de un acto de la Ministra de Estado, en el desempeño de su cargo.

Y vistos lo dispuesto en el artículo 53 N°2 de la Constitución Política de la República, remítanse estos antecedentes al Senado a fin que determine si ha o no lugar a la admisión de la presente acción judicial.

Ofíciese.
N°Civil-2898-2013.

Resolvió el Ministro (s) de Fuero don Enrique Durán Branchi.

En Santiago, seis de junio de dos mil trece, se notificó por el estado diario la resolución que antecede.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DE LA LEY N° 20.410, PARA CONFIRMAR LA VIGENCIA INMEDIATA DE LA NORMA QUE DEROGÓ LA INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA POR NO PAGO DE TARIFA O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS

(8861-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, de la cual se dio cuenta en sesión celebrada el día 2 de abril de 2013, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Obras Públicas.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Obras Públicas: la Ministra señora Loreto Silva, el Fiscal, señor Franco Devillaine, el Coordinador Legislativo, señor Luis Granier y el Asesor Normativo, señor Jorge Schleyer. Concurrieron, además, los asesores de la Honorable Senadora señora Soledad Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago.

- - -


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular a la vez esta iniciativa de ley por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Precisar que el texto vigente del artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas corresponde al de la norma sustitutiva contenida en la ley N° 20.410, evitando interpretaciones que atribuyen vigencia al texto así sustituido.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes: 

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS.-

1.- Decreto Supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164, del Ministerio Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas.


2. Ley N° 20.410, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO.-


La Moción que da origen a la presente iniciativa señala que mediante la ley N° 20.410 se sustituyó el artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, eliminándose la indemnización compensatoria a favor del concesionario a que estaba sujeto quien era condenado al pago de la tarifa o peaje en una vía concesionada, que era equivalente al mayor valor resultante de aplicar dos unidades tributarias mensuales o cuarenta veces el monto de lo no pagado.





Agrega que el nuevo contenido del artículo estableció un sistema más favorable para los usuarios de autopistas concesionadas, pero que algunos jueces de policía local han interpretado que es potestad de la empresa concesionaria el hacer aplicable la nueva disposición, basados en el tenor del artículo primero transitorio de la referida ley N° 20.420.  


Señala que tal interpretación no atiende a la letra ni el espíritu de la ley N° 20.410, e indica que el texto y la historia del establecimiento la ley son claras en el sentido que el nuevo artículo 42 regiría in actum, no siéndole extensiva la vigencia condicional que para algunas de las disposiciones de la ley contempló el artículo primero transitorio.


Expresa que como resultado de la tramitación que tuvo la iniciativa, la sustitución del artículo 42 quedó incluida dentro de un proyecto que modificaba los procedimientos de asignación de concesiones y otros elementos de naturaleza muy diversa, para los que se consideró una disposición transitoria que reconocía la opción de los concesionarios de acogerse a la nueva regulación o de mantener el régimen vigente al momento de presentar sus ofertas. Agrega que claramente esa opción apuntaba a materias concesionales, procedimentales y contractuales que no dicen relación con el artículo 42 que versa sobre indemnizaciones compensatorias o multas a que está sujeto el usuario que no paga la tarifa por el uso de una vía concesionada.


Afirma que en cada ocasión que se ha recurrido ante la Corte de Apelaciones, por haberse aplicado la antigua disposición del artículo 42, ella ha señalado que corresponde considerar la nueva normativa y no el texto anterior ya sustituido, pues la disposición no discurre sobre una de aquellas materias cuyo régimen era optativo aceptar por parte de los concesionarios. 


Finalmente indica que el solo hecho de plantearse dudas entre algunos jueces sobre la norma aplicable provoca dificultades y malestar entre una enorme cantidad de usuarios del sistema concesionado, que sienten la amenaza de ver multiplicadas sus eventuales deudas hasta en cuarenta veces, situación que se desea corregir mediante la presente iniciativa.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto propuesto en la Moción es el que sigue:


“Modifíquese el artículo Primero Transitorio de la Ley 20.410 de la siguiente forma:


Agréguese un nuevo comienzo del artículo con la siguiente frase: "A excepción de las modificaciones al artículo 42, que regirá in actum,”.”.





Para una adecuada ilustración de la materia cabe tener presente que el tenor del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410 es el siguiente: 





“Artículo primero transitorio.- Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a la entrada en vigencia de la misma, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de los tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, los concesionarios y el Ministerio de Obras Públicas deberán suscribir un convenio complementario que fije los niveles de servicio y estándares técnicos correspondientes.





Podrán, asimismo, los concesionarios que lo deseen, optar, dentro del mismo plazo, porque se les apliquen conjuntamente las normas contenidas en los artículos 36 y 36 bis, sobre que versan los numerales 17) y 18) del artículo 1° de esta ley.





Con todo, respecto de las concesiones de aquellos concesionarios que no ejercieren la opción señalada en el inciso anterior, seguirán rigiendo las normas legales vigentes a la fecha del perfeccionamiento de los respectivos contratos de concesión, salvo las excepciones establecidas a continuación:


a) Sólo respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán las modificaciones que introduce este cuerpo legal a la ley Nº 18.290, de Tránsito; a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y al decreto Nº 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.


b) Las normas contenidas en el inciso noveno del artículo 36 bis y en el artículo 36 ter del decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, en su texto introducido por esta ley. En el primero de los casos, respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley; en el segundo, sólo respecto de aquellas solicitudes o reclamaciones sometidas al conocimiento de la Comisión Arbitral con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


c) En caso de suscribirse convenios complementarios que impliquen un incremento de los niveles de servicio, estos convenios deberán contener explícitamente los nuevos niveles de servicio, estándares técnicos, o ambos, en su caso, y las sanciones correspondientes en caso de no cumplimiento.”.
- - -


Al iniciar el estudio de esta iniciática legal vuestra Comisión tuvo presente que el Mensaje N° 358/355, que originó la ley N° 20.410, al explicar su contenido expresamente indicó que contemplaba modificaciones al sistema de cobro de tarifas por el uso de vías concesionadas para fortalecer su funcionamiento práctico, estableciendo procedimientos eficaces y sanciones proporcionales a los hechos infraccionales, y que para los usuarios morosos del sistema TAG proponía reemplazar la indemnización compensatoria a favor de la concesionaria, que ascendía a cuarenta veces el monto de lo adeudado. 


Agregaba el Mensaje que coincidía en ese sentido con las modificaciones propuestas por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei Ruiz-Tagle y Naranjo en mociones que se tramitaban refundidas en el Senado, y que también recogía el contenido de una moción, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, que plantea el término del procedimiento de cobro seguido en el Juzgados de Policía Local ante el pago de lo efectivamente adeudado, más intereses y costas.


El citado Mensaje finalmente expresaba que la iniciativa consideraba un régimen transitorio en virtud del cual las modificaciones no serían aplicables a los concesionarios existentes antes de la dictación de la ley o que habían presentado sus ofertas en forma previa a la misma, a menos que se acogieran al nuevo régimen y celebraren los respectivos convenios complementarios. Sin embargo, el propio Mensaje hacía presente que “el proyecto prevé la aplicación inmediata de algunas normas a los contratos de concesión vigentes, tales como:”… “el artículo 42 de la Ley de Concesiones y las normas relacionadas con la infracción al artículo 118 bis de la ley N° 18.290, de Tránsito.”.


A continuación vuestra Comisión escuchó al asesor de la Honorable Senadora Alvear señor Cash, quién solicitó dar a conocer los motivos tenidos en vista por su autora al presentar su iniciativa. Después de reiterar los fundamentos expuestos en la Moción indicó que ante las diferentes y contradictorias interpretaciones que de la ley hacen distintos juzgados de policía local, fenómeno que ha conocido la opinión pública, la Honorable Senadora ha propuesto una solución legislativa que recoja y aclare, en forma indubitada, cual fue el espíritu tenido en vista por el legislador al aprobar la ley N° 20.410, mediante una fórmula que sin duda puede perfeccionarse con ocasión de su discusión en la Comisión.


De esta forma, agregó, se busca dar certeza jurídica a los usuarios de las vías concesionadas y evitar que los propietarios de vehículos sigan siendo condenados al pago de sumas millonarias por el no pago de las tarifas, por montos que no guardan relación con lo efectivamente incumplido debido a una interpretación de la ley que, además,  puede terminar generando desconfianza en las resoluciones de los tribunales y descrédito del legislador, en cuanto se indica erróneamente que la ley no sería clara sobre el particular.


La señora Ministra de Obras Públicas expresó que al presentarse a trámite legislativo el proyecto que originó la ley N° 20.410, el Ejecutivo de la época proponía la sustitución del artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, en una disposición transitoria, expresamente señalaba que dicha enmienda regiría desde el momento de la publicación de la ley, sin que ella fuera parte del régimen que sería optativo adoptar para las concesiones ya existentes.


Sin embargo, agregó, producto del trámite legislativo la sustitución del artículo 42 y su referencia en el artículo transitorio se retiraron de la iniciativa para ser incorporada en mociones parlamentarias sobre la materia que ya estaban en trámite. Posteriormente, en el trámite de Comisión Mixta, en atención a que la iniciativa del Ejecutivo se encontraba en una etapa más avanzada, sus integrantes acordaron reincorporar la sustitución del artículo 42 con la redacción con que en definitiva fue aprobado, sin que expresamente se repusiera la mención que en el artículo primero transitorio se hacía del referido artículo como una de aquellas disposiciones de vigencia inmediata. Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió, el Ejecutivo estima plenamente vigente y aplicable el actual texto del referido artículo 42, lo que resulta concordante con la historia fidedigna del establecimiento de la ley. 


Finalmente coincidió con el propósito del proyecto en informe y manifestó el respaldo del Ejecutivo a la iniciativa, que estimó posible perfeccionar durante su discusión para precaver, en cuanto sea posible, nuevas interpretaciones contrapuestas que en definitiva desacreditan el funcionamiento de las concesiones viales.


Por su parte, el señor Fiscal del Ministerio de Obras Públicas estimó preferible aclarar en una nueva disposición la plena vigencia del artículo 42, en forma nítida y precisa, evitando modificar la disposición transitoria cuyo sentido podría encontrarse superado, debido a que tal norma establecía un plazo de tres meses para que los concesionarios ejercieran la opción que contempló, lapso ya largamente transcurrido.


El Honorable Senador señor Escalona expresó su acuerdo con el sentido de la moción y estimó procedente despachar la iniciativa a la brevedad, ya que la misma soluciona las dificultades surgidas respecto de las enmiendas que el legislador introdujo al citado artículo 42 con el propósito de evitar prácticas abusivas, respecto de quienes deben el pago por el uso de las vías concesionadas, y de asegurar, al mismo tiempo, que las empresas concesionarias puedan cobrar lo que realmente se les adeuda, sin perjuicio de la eventual sanción de los evasores.


El Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó su acuerdo con la iniciativa en atención a que soluciona los problemas derivados de la diversa interpretación que han realizado los jueces al conocer de la materia, pese a que se trata de un problema que se entendía superado con la dictación de la ley N° 20.410. Además, con el propósito de dar celeridad a su despacho, solicitó a los representantes del Ejecutivo consensuar una propuesta que satisfaga el propósito de la autora y evite nuevas dudas interpretativas. 


En la próxima sesión en que vuestra Comisión consideró esta iniciativa, el Coordinador Legislativo del Ministerio de Obras Públicas presentó la siguiente propuesta de dicha Secretaria de Estado:


“Agréguese el siguiente Artículo 42 bis al decreto N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras públicas, de 1991, Ley de concesiones de Obras públicas:


ARTÏCULO 42 bis. Respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 20.410, regirán las normas contenidas en el artículo 42 anterior; las modificaciones introducidas por la misma ley a la ley N° 18.290, de Tránsito; a la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y al decreto N° 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.


Elimínese la letra a) del Artículo primero transitorio de las ley 20.410, del año 2010.”.


Al explicar esta proposición, expresó que la moción en debate tiene la finalidad de terminar con interpretaciones contradictorias, particularmente entre los Juzgados de Policía Local y las Cortes de Apelaciones, respecto del monto de las multa que corresponde aplicar a los usuarios que se desplazan por las vías concesionadas sin el TAG o sin pagar la tarifa respectiva al concesionario. 


Agregó que las contrapuestas interpretaciones dicen relación con el monto de la multa vigente que consagra el artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, norma cuyo texto fue reemplazado en virtud de la ley N° 20.410 que contempló una nueva disposición que rebajó su monto. Señaló que en la norma reemplazada la multa equivalía al mayor valor resultante de aplicar dos unidades tributarias mensuales o cuarenta veces el pago incumplido, y que la nueva disposición estableció que la multa sería equivalente a cinco veces el monto de lo condenado, que corresponde a lo adeudado más intereses y costas, lo que llega a quince veces en caso de reincidencia, con un tope de veinte unidades tributarias mensuales. Además, la nueva disposición permite eximirse del pago de la multa si el deudor paga al concesionario lo efectivamente adeudado más intereses corrientes y costas, antes que los autos queden para fallo.





Indicó que el problema parece tener su origen en que la ley N° 20.410, que contiene múltiples modificaciones, en un artículo transitorio contempló la opción de las concesionarias para que en el plazo de tres meses de su entrada en vigencia adhirieran al nuevo régimen o se mantuvieran bajo el sistema antes vigente, sin que ninguna concesionaria se acogiera a la nueva normativa.





Respecto de esa norma transitoria se generó una jurisprudencia contradictoria debido a que algún juez aplicaba la norma antigua suponiendo que su vigencia dependía de que el concesionario optara por el nuevo régimen y otros fallaban de acuerdo a la nueva disposición entendiendo que es de vigencia inmediata, produciéndose una disparidad de criterios que afecta la certeza jurídica que debiera existir para los usuarios de vías concesionadas.





En ese contexto surge esta moción con el propósito de aclarar por vía legislativa que el artículo 42, que contiene la multa aplicable a los infractores, operó desde el momento de la publicación de la ley. 





Indicó que, como se señalara en una sesión anterior de la Comisión, el Ejecutivo comparte el fondo y los fundamentos de la iniciativa, sin perjuicio de estimar que la forma más apropiada no es modificar una norma transitoria de la ley N° 20.410, que contemplaba un plazo de tres meses para surtir sus efectos, y que ya parece inoperante. 





Señaló que la letra a) del artículo primero transitorio de la referida  ley indicó que las modificaciones introducidas a las leyes de Tránsito, de Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local y de Municipalidades, operarían desde el momento de publicación de la ley, y que el Ejecutivo propone modificar directamente la Ley de Concesiones de Obras Públicas incorporando un artículo 42 bis, nuevo, que reiterando lo ya expresado en la citada letra a) mencione expresamente al artículo 42 entre aquellas disposiciones cuya vigencia se iniciaba desde la publicación de la ley N° 20.410. 





A continuación, el Honorable Senador señor Sabag expresó que es de común ocurrencia que la interpretación de una norma, por parte de las diversas autoridades que deben aplicarla genere resultados distintos y a veces contradictorios, pero que en este caso tiene perfecta claridad del sentido que la aprobación de la ley N° 20.410 tuvo para el legislador.





En efecto, agregó, el artículo 42 se sustituyó para eliminar la multa de hasta cuarenta veces que contemplaba, que resultaba excesiva y producía abusos para los usuarios y que, por otra parte, constituía un ingreso no considerado al momento de presentarse a una concesión, ya que la actividad y negocio del concesionario está determinado por el cobro de tarifas por circular por las vías que atiende, y cuya recaudación  se protege adecuadamente en la ley. Agregó que los ingresos derivados del cobro de multas por montos infinitamente superiores a lo realmente adeudado por los evasores no es un elemento que determine el ingreso al sistema de concesiones, en que el inversionista proyecta su negocio teniendo presente los ingresos que originará el pago de una tarifa por sus servicios.





Después de analizar la disposición propuesta por el Ejecutivo vuestra Comisión, para precaver  que la supresión de la letra a) del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410 origine alguna nueva interpretación que altere el propósito tenido en vista para legislar, acordó no modificar la norma transitoria de la ley N° 20.410, respecto de todo lo cual concordaron los integrantes presentes de vuestra Comisión, y coincidieron los representantes del Ejecutivo y el asesor presente de la autora de la moción, de todo lo cual se solicitó dejar constancia.





Cerrado el debate el señor Presidente de la Comisión sometió a votación en general y en particular a la vez la iniciativa, con la siguiente redacción:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcese la siguiente modificación al decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas:


Agrégase el siguiente Artículo 42 bis, nuevo:


“Artículo 42 bis.- Respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, regirán las modificaciones introducidas por ese cuerpo legal al artículo 42 de esta ley; a la ley N° 18.290, de Tránsito; a la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y al decreto N° 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.”.”.





Puesto en votación el proyecto de ley en la forma antes indicada, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Hosain Sabag Castillo.

- - -


TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcese la siguiente modificación al decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas:


Agrégase el siguiente Artículo 42 bis, nuevo:


“Artículo 42 bis.- Respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, regirán las modificaciones introducidas por ese cuerpo legal al artículo 42 de esta ley; a la ley N° 18.290, de Tránsito; a la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y al decreto N° 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.”.”.

----------





Acordado en sesiones celebras los días 10 de abril y 12 de junio, ambos de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), Antonio Horvath Kiss y Hosain Sabag Castillo.





Sala de la Comisión, a 18 de junio de 2013.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G.

Secretario

5

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA INTENDENCIA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO, FORTALECE EL ROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y ACTUALIZA SUS ATRIBUCIONES Y FUNCIONES

(7829-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de “suma”. 

Cabe recordar que la Comisión de Hacienda debe pronunciarse acerca de las normas de esta iniciativa que son de su competencia.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias; la Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, la Fiscal de dicha entidad, señora Lucy Marabolí y el Jefe del Sub Departamento Actuarial de la Superintendencia, señor Emilio Torres; el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo, señor Francisco Del Río; la asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Elsa Bueno; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; los asesores legislativos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Pamela Andrade y señores José Francisco Acevedo y Pedro Pizarro; el Coordinador del Programa Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; el abogado del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Daniel Montalva; los asesores legislativos del Centro Democracia y Comunidad, señores Nelson Ortíz y Diego Calderón; los asesores legislativos de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha, señora María Carolina Mora, señor Josué Vega y señor Osvaldo Badenier; el asesor legislativo del Senador señor García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes y la periodista del Senador señor Bianchi, señora Carolina Quintanilla.

-------

Se hace presente que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 22 de mayo de 2012. 

-------


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: respecto del artículo 1°: numeral 2) las letras a); d); h) –que pasó a ser j)-; i) –que pasó a ser k)-; j –que pasó a ser l)-; k) –que pasó a ser m)-; m) –que pasó a ser ñ)-; n) –que pasó a ser o)-; ñ) –que pasó a ser p) y o) –que pasó a ser q); numerales 5), 7), 8), 9), 10), 11), 12), 13) y 14); 15) 16) y 17)-que pasaron a ser 16), 17) y 18)-; 19), 20), 21) y 22)-que pasaron a ser 20), 21) 22) y 23); 25) a 32)-que pasaron a ser 26) a 33)-; 35), 36), 37) y 38)–que pasaron a ser 36), 37), 38) y 39)-; el artículo 2° y todas las disposiciones transitorias.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1a); 1b); 1; 1c); 1e); 1f); 1g) respecto de la letra i), nueva; 1gg); 1h); 1i); 1iiii); 1j); 1k); 1lbis) y 3.

3.-
Indicación aprobada con modificaciones: 1d).

4.-
Indicaciones rechazadas: 

5.-
Indicaciones retiradas o reemplazadas: números 1ee); 1g) respecto de letra h), nueva que proponía; 1jj); 1l); 1ll); 2 (reemplazada) y 4.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1hh); 1ii) y 1iii).

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

 
Cabe indicar que el proyecto aprobado en general por el Senado, que corresponde al mismo texto despachado por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, contiene un artículo 1° dividido en 38 numerales que modifican la ley N° 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, un artículo 2° que modifica el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2008, que crea las Plantas de la Superintendencia, y cuatro disposiciones transitorias que regulan el gasto fiscal involucrado, la dotación de la Superintendencia y la situación de los funcionarios de dicha entidad que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública.

-------

DESCRIPCIÓN DE LAS DISPOSICIONES DEL PROYECTO QUE FUERON OBJETO DE INDICACIONES EN UN PRIMER PLAZO FIJADO PARA SU FORMULACIÓN Y LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN

ARTÍCULO 1° (QUE MODIFICA LA LEY N° 16.395, DE ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL)

numeral 2

letra b)

2) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- Son funciones de la Superintendencia las siguientes:

b) Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia, en tanto sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.

Asimismo, deberá impartir instrucciones a las instituciones sometidas a su fiscalización sobre los procedimientos para el adecuado otorgamiento de las prestaciones que en cada caso correspondan.

Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia podrá convocar a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.”.

Indicación número 1

Respecto del numeral 2 del artículo 1° en estudio, fue presentada la indicación número 1, de S.E el Presidente de la República, que propone sustituir el tercer párrafo del literal b) por el siguiente:

“Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia convocará a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios, salvo que por la naturaleza de la materia de que se trate o la oportunidad en que deban surtir efecto las respectivas instrucciones, esta instancia no sea procedente. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.”.

Al iniciar el estudio de la indicación número 1, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, señaló que el objetivo de la indicación es asegurar un proceso que ayude a mejorar la calidad de la normativa que se emita y la transparencia de las decisiones. La excepción que se contiene, se justifica por aquellas circunstancias en que se debe evitar el riesgo de que la norma que se intenta modificar o establecer no surta efecto, si es que el proceso de consulta previa advierte al posible afectado sobre la misma y le permite realizar acciones que lo liberen de las obligaciones eventuales que esa normativa pueda fijar.





La Senadora señora Rincón consultó acerca de la manera en que se determinará que la consulta y recepción de comentarios no sea procedente.





El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, explicó que dicha materia queda sujeta a la discrecionalidad de la Superintendencia, atendida la naturaleza y especificidad de las circulares o instrucciones. Por otro lado, añadió, existen normas que no justifican la convocatoria a consulta, como es el caso de la fijación de cálculos de intereses u otras materias no controvertibles.





El Senador señor Uriarte manifestó inquietud por conocer cómo se determina cuando el proceso de consulta general es procedente, acotando que tal vez podría ser por medio de un reglamento que establezca criterios objetivos; qué pasa con los aportes que efectúen personas jurídicas y naturales y su destino, es decir, si se reciben y si sería pertinente un proceso de inscripción previa de usuarios que permita diferenciar la opinión fundada de un actor permanente del sistema de una opinión que se formule aisladamente y si existe un procedimiento de respuesta o aclaración por parte de la Superintendencia.





El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, respecto del establecimiento de un reglamento para el proceso de consulta, indicó que es casi inevitable que la decisión de someter o no una propuesta de cambio de circular o instrucción la adopte la Superintendencia, porque la circunstancia misma que recomendaría no someter esa norma a una consulta pública es la que sugiere mantener la reserva, es casi por definición un hecho discrecional.





Acotó que los procesos de consulta pública son realmente necesarios y significan que la autoridad se abre a recoger comentarios y, eventualmente, incorporarlos en la norma pertinente, pero cómo distinguir lo que es una genuina reacción a una propuesta de lo que otros puedan interpretar como haber cedido a la presión de un determinado grupo. Trajo a colación lo sucedido con la Superintendencia de Bancos, que habiendo redactado un proyecto de circular lo comunicó antes de que dicho documento fuera hecho público, recibiendo comentarios que significaron modificar el texto original, lo que produjo un proceso de interpretaciones distintas respecto de las razones tenidas en cuenta por dicha Superintendencia para modificar la circular.





La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, informó que el proceso que se está utilizando actualmente consiste en incluir las circulares en consulta en la página web de la entidad, en un link denominado “Normativa en trámite”, para que el público en general pueda dar su opinión, enviando al mismo tiempo un correo electrónico con dicha información a los actores más relevantes del sistema. En cuanto a las observaciones recibidas, en algunos casos se dan razones de su no aceptación, principalmente en reuniones de trabajo.





-Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Muñoz Aburto y Uriarte.

ARTÍCULO 1° (QUE MODIFICA LA LEY N° 16.395, DE ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL)

Numeral 33

Letra b)
b) Agrégase en el artículo 57 el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En todo caso, los Consejeros, Directores, Vicepresidentes y Administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años.”.
Indicación número 2

Respecto del numeral 33 del artículo 1° aprobado en general por el Senado, fue presentada una indicación.


La indicación número 2, de S.E el Presidente de la República, propone sustituir la letra b) del numeral 33 del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, por el siguiente:

“b) Agréganse, en el artículo 57, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

“El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.”.

- Puesta en votación la indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Muñoz Aburto y Uriarte.

-Cabe señalar que esta indicación número 2 fue reemplazada, posteriormente, por la indicación número 3, cuya aprobación se consigna en la página 24 de este segundo informe.

-------

CONSULTAS Y SUGERENCIAS FORMULADAS POR LA SENADORA SEÑORA RINCÓN


A continuación, en sesión de 20 de junio de 2012, la Senadora señora Rincón efectuó una serie de consultas y sugerencias a las autoridades presentes respecto del tenor de distintas disposiciones y sus implicancias. Ellas son las siguientes:


Inciso final del artículo 1° de la ley N° 16.395, en cuanto a que la expresión “regímenes de seguridad social” es de una gran amplitud, ya que la Superintendencia no supervigila y fiscaliza todos esos regímenes. La Senadora señora Rincón sugirió especificar los sistemas a su cargo.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, señaló que el límite lo fijaba la frase “dentro de la esfera de su competencia y en conformidad a la ley”. Con todo, se declaró abierto a buscar un mejoramiento de la redacción.


Letra c) del artículo 2° de la ley N° 16.395, para agregar a continuación de la palabra “litigioso”, la frase “en el ámbito de su competencia”.


Letra e) del artículo 2° de la ley N° 16.395, para sustituir-en atención a que la Superintendencia efectúa propuestas de políticas públicas- la frase final por la siguiente: “y otros que sean necesarios para la evaluación y desarrollo de las materias de su competencia”.


Letra f) del artículo 2° de la ley N° 16.395. La Senadora señora Rincón indicó que la función contenida en la letra f) es ambigua, porque da la impresión que se tenderá a la uniformidad y estandarización, cuando lo que se requiere en la práctica es que exista uniformidad en las normas y no en la actuación, por lo que sugirió una redacción que la establezca como obligación permanente de la Superintendencia.


En esta materia, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, expresó que las normas de seguridad laboral emanan, en la actualidad, de ocho o nueve entidades que a su vez se relacionan con otros tantos ministerios, por lo que la Superintendencia no puede cambiar una norma que emita, por ejemplo el Ministerio de Salud, dirigida al ámbito de la seguridad laboral. Sin embargo, lo dispuesto en la letra f) propuesta tiene por finalidad conferirle a la Superintendencia la función de estar revisando las normas y advirtiendo las incongruencias a la autoridad que corresponda.


La Senadora señora Rincón, propuso al Ejecutivo considerar el reemplazo de la expresión “propendiendo a” por la palabra “para”.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, aseguró que se revisará la redacción para darle un carácter más categórico, siempre que se tenga presente que la Superintendencia no puede normar todos los aspectos y materias del área pertinente.


A propósito del tema en cuestión, informó a la Comisión que se creó un Consejo de Ministros de Seguridad Laboral, que se encuentra en pleno funcionamiento, al que le cabe analizar toda norma relacionada con seguridad laboral que emita algún Ministerio.


Letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, en lo tocante a hacer mención de la creación de una base de datos que contenga la información del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo y agregar la responsabilidad y reserva en el manejo de dicha información, siguiendo el modelo establecido en el artículo 56 de la ley N° 20.255.


Letra l) del artículo 2° de la ley N° 16.395, respecto a incluir una obligación para las mutuales de hacer pública la información atinente a sus directorios.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, anunció que el proyecto de ley que modifica el estatuto orgánico de las mutualidades se encuentra redactado y para la firma del Presidente de la República. Contiene entre otras una disposición en la línea sugerida por la Presidenta de la Comisión.


Letra n) del artículo 2° de la ley N° 16.395, en cuanto no se consagra una función para la Superintendencia en la definición y fiscalización de las actividades que deben desarrollar los administradores de Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, relacionado con la Política Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, explicó que al suscribir el Convenio N° 187 de la Organización Internacional del Trabajo el país se obliga a tener una Política Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo de manera explícita, respecto de la cual se está trabajando en su formulación. 


Indicó que efectivamente en el texto de la letra n) no se hace una mención explícita a la participación de la Superintendencia en el proceso mismo de formulación de dicha Política, puesto que se trata de una entidad fiscalizadora, pero en el cumplimiento de la misma le corresponderá elaborar la Memoria Anual.


La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, confirmó que no le cabe participar en la elaboración de la Política, aunque sí interviene activamente como Secretaría Técnica dentro del Comité Técnico de los Ministros que son los llamados a formular dicha Política y respecto de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales le compete fiscalizar que los planes y programas de prevención de las Mutuales estén en directa relación con la Política Nacional.


Letra o) del artículo 2° de la ley N° 16.395, en la que no se contempla una función que le permita a la Superintendencia participar en la coordinación de la normativa que pudiere emanar de otros organismos en relación con la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. Ejemplificó la falta de coordinación con el accidente ocurrido en la Mina San José.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, informó que en el proyecto que se enviará oportunamente al Congreso Nacional para modificar la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, se resolverá dicha materia centrando en la Dirección del Trabajo las funciones de fiscalización del cumplimiento de las normas de seguridad laboral, con excepción de las normas relativas a la salud pública y accidentes tales como los de carácter nuclear o los que sucedan en puertos y aeropuertos.


La Senadora señora Rincón insistió en el vacío existente sobre la coordinación de la normativa dictada por organismos distintos a la Superintendencia en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, ya que la instancia especializada es la Superintendencia.


El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, aseveró que la letra f) del artículo 2° cubre dicha materia, existiendo, además, el Consejo de Ministros de Seguridad Laboral.


La Senadora señora Rincón anunció que tenía una serie de otras observaciones y sugerencias al texto aprobado en general para que el Ejecutivo las analizara y en una próxima sesión informara respecto a su disposición a reflejarlas en las correspondientes indicaciones.

INDICACIONES PRESENTADAS EN NUEVOS PLAZOS FIJADOS POR LA SALA DEL SENADO Y LOS ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO


La Sala del Senado, en otras tres oportunidades acordó fijar un nuevo plazo para la formulación de indicaciones al texto aprobado en general. 


Dentro de los plazos establecidos hasta las 12 horas del 29 de octubre de 2012, hasta las 16 horas del 1 de abril de 2013 y hasta las 16 horas del 13 de mayo de 2013, se presentaron las siguientes indicaciones, todas ellas dirigidas a los distintos numerales del artículo 1°, que modifica la ley N° 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

Indicación número 1a)

Definición de la Superintendencia

 



Respecto del numeral 1) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1a), para intercalar, en el inciso quinto del artículo 1° que se propone, a continuación de la palabra “social”, la frase “y de protección social”, de modo que le corresponda a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social y de protección social.

-Puesta en votación la indicación número 1a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela. 

Funciones de la Superintendencia

Indicación número 1b)





Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1b), para intercalar, en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 2° que se propone, a continuación del vocablo “correspondan”, la frase “, dentro del ámbito de su competencia”.

-Puesta en votación la indicación número 1b), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1c)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1c), para intercalar, en la letra c) del artículo 2° que se propone, a continuación del término “litigioso”, la frase “, dentro del ámbito de su competencia”.

-Puesta en votación la indicación número 1c), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1d)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1d), para sustituir en la letra e) del artículo 2° que se propone, la frase “o jurídicos, referidos a” por “, jurídicos y otros que sean necesarios para la evaluación, análisis y desarrollo de las”.

Respecto de esta indicación número 1d), la Senadora señora Rincón sostuvo que resulta improcedente la introducción de una normativa que restrinja la facultad de la Superintendencia de Seguridad Social de efectuar estudios e informes acerca de las materias de su competencia, ya que la indicación contiene una serie de requisitos para la realización de los mismos. En ese contexto, enfatizó que dicho organismo debe contar con los mecanismos que le permitan desarrollar adecuadamente sus funciones. 

El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, por el contrario, la indicación en estudio amplía el ámbito de competencia de la Superintendencia de Seguridad Social, toda vez que consagra más facultades en comparación con aquellas que establece el texto aprobado en general por el Senado.

La Senadora señora Rincón agregó que la ampliación de las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social, en lo relativo a los estudios e informes sobre materias de su competencia, puede ser resuelta mediante la eliminación de la frase “que sean necesarios para la evaluación, análisis y desarrollo de las”, de modo que sólo se incorpore la expresión “y otros”.

-Puesta en votación la indicación número 1d), fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1e)





Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1e), para reemplazar en la letra f) del artículo 2° que se propone, la expresión “propendiendo a” por “para lograr”.

-Puesta en votación la indicación número 1e), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1ee)





Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto la indicación 1ee), para agregar a la letra g), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En todo caso, el referido Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo deberá ser complementado con una base de datos que contenga la información básica de los beneficiarios de la ley N° 16.744, la que deberá contener como mínimo información de los trabajadores, empresa y tipo de actividad económica.”.

La Senadora señora Rincón explicó que la indicación tiene por objetivo complementar el contenido de la información del Sistema Nacional con una base de datos actualmente existente respecto de la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, que manejan habitualmente las mutualidades.

 



Por su parte, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, explicó las implicancias de dicha indicación respecto del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo que propone la iniciativa legal en análisis.

  



En ese sentido, sostuvo que la indicación referida propone crear una base de datos cuya información, relativa al Instituto de Seguridad Laboral, no se encuentra registrada por los organismos del sistema público de salud en lo tocante a las prestaciones que la entidad provee a los trabajadores que hubieren sufrido un accidente laboral o enfermedad profesional. 

 


Prosiguió diciendo que la afiliación al Instituto de Seguridad Laboral constituye el régimen supletorio aplicable para aquellos trabajadores que no se hubieren incorporado a una mutual. En consecuencia, explicó que dicha entidad carece de la información respecto de la totalidad de los trabajadores que puede atender, toda vez que éstos comparecen únicamente ante el Instituto de Seguridad Laboral una vez que se hubiere verificado un accidente del trabajo o enfermedad profesional.

 



Habida cuenta de ello, añadió, se tornaría inaplicable la normativa propuesta  por la indicación en estudio.

 



A continuación, la Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, afirmó que dicha entidad ha promovido una serie de mejoras al sistema de información relativa a la seguridad y salud en el trabajo. En ese sentido, detalló, se ha dispuesto que las mutuales deban enviar la información respectiva a la Superintendencia de Seguridad Social. No obstante, sostuvo que respecto de las prestaciones que operan mediante el Instituto de Seguridad Laboral no existe información en equivalente términos, lo que tornaría imposible la aplicación de la disposición que propone la indicación en estudio. 

 



Respecto del tenor de la indicación, el Senador señor Muñoz Aburto solicitó a la Comisión autorización para que hiciera uso de la palabra la asesora legislativa de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha.





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión otorgó la autorización solicitada.

 



 La asesora legislativa de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha, explicó que, tal como expuso la Comisión Presidencial de Seguridad Laboral, convocada a raíz del derrumbe de la mina San José, ocurrido en agosto de 2010, existen una serie de deficiencias en la información disponible respecto de la seguridad y salud en el empleo, lo que dificulta la adopción de las políticas públicas sobre la materia.

 



En efecto, afirmó que el sistema de información vigente opera únicamente como consecuencia de las denuncias por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, lo que afecta la recopilación de antecedentes por parte del Sistema Nacional de Información y Salud en el Trabajo en los términos que propone la indicación en análisis. 

 



Con todo, enfatizó que existe la necesidad de incorporar un registro de los trabajadores que optan a los beneficios que provee el Instituto de Seguridad Laboral, toda vez que dicha información ya existe respecto de aquellos que acceden a las prestaciones de las mutualidades.

 



En consecuencia, aseveró que, cualquiera que sea el sistema de información que se adopte, existirán una serie de antecedentes que no quedarán sujetos a dicho registro, lo que genera la necesidad de adoptar las medidas que permitan acceder a ésta, con miras a implementar las políticas públicas sobre el particular.

 



El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, manifestó su conformidad con el propósito que persigue la indicación en estudio, toda vez que el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo permitirá implementar un registro respecto de los beneficiarios de las referidas prestaciones. No obstante, reiteró que el cumplimiento de dicha obligación depende, en gran medida, de las normas que contiene un Mensaje de S.E. el Presidente de la República que modifica la ley N° 16.744 -que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de 1968-, el que aun no ingresa a tramitación legislativa. 

 



Habida cuenta de ello, afirmó que pondrá en conocimiento de la Comisión el momento en que el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo pueda acceder a la información que detalla la indicación en estudio, en conformidad a las iniciativas legales que se promuevan al efecto.

 



En consecuencia, abogó por la aprobación de la indicación número 1f), toda vez que ésta contiene una referencia al Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo que resulta ser acorde con la legislación vigente. 

 



El Senador señor García Ruminot manifestó que, respecto de la obligación de registro en el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, la indicación número 1f) resulta ser más comprensiva de los antecedentes que éste debe reunir, toda vez que contiene la determinación de los organismos que deben proporcionar información relativa a las prestaciones que reciben los trabajadores, la empresa y el tipo de actividad económica de que se trate. 

 



La Senadora señora Rincón afirmó que, habida cuenta de lo expresado precedentemente, es posible sostener que el Ejecutivo no cuenta con ciertos rubros de información que contiene la indicación en estudio, sin perjuicio de que comparte el propósito que ésta persigue. De ello se deriva, añadió, que la aprobación de la disposición que propone se tornaría impracticable.

 



Por consiguiente, afirmó que, considerando el pronto ingreso de la iniciativa que modifica la ley N° 16.744 -que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales- es posible proponer una disposición del mismo tenor que el que propone la indicación en estudio durante la tramitación de dicho proyecto de ley.





-Consecuentemente con lo expresado, la indicación número 1ee) fue retirada por sus autores, Senadora señora Rincón y Senador señor Muñoz Aburto.

Constancia

 



El Senador señor Bianchi acotó que, con miras a facilitar el acopio de información que debe desarrollar el Instituto de Seguridad Laboral, entre otras materias, resulta del todo relevante la eliminación de la distinción entre obreros y empleados, que consagra la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, publicada el año 1968.

 



En ese contexto, sostuvo que, durante 2011, en conjunto con los Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Sabag, presentaron un proyecto de ley cuyo propósito radicaba en eliminar dicha distinción, el que fue declarado inadmisible por corresponder a  una materia a cuyo respecto la Carta Fundamental asigna iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. Agregó que, como consecuencia de ello, se solicitó a S.E. el Presidente de la República el envío de una propuesta legislativa en ese sentido, lo que habría servido como antecedente al Mensaje que, entre las modificaciones que propone a la ley N° 16.744, contempla la eliminación de la distinción entre empleados y obreros.

Indicación número 1f)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1f), para agregar a la letra g) del artículo 2° que se propone, los siguientes párrafos nuevos:

 



“El Sistema se integrará además con la información relativa a la seguridad y salud en el trabajo que deberán proporcionar, en la forma y periodicidad que determine la Superintendencia, el Fondo Nacional de Salud, las secretarías regionales ministeriales de salud, las comisiones de medicina preventiva e invalidez, los servicios de salud, el Instituto de Seguridad Laboral, las instituciones de salud previsional, las mutualidades de empleadores y la Dirección del Trabajo; entidades que estarán obligadas a entregar los antecedentes que deban poseer de acuerdo a sus atribuciones legales. En caso que los organismos antes mencionados no dispongan de los antecedentes o no cumplan con su remisión dentro de los plazos fijados, dichas entidades deberán informar por escrito las razones e indicar el término en que lo harán. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir la información de que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales administrado por el Instituto de Previsión Social, como también la información que otras entidades públicas o privadas tengan en su poder y resulte necesaria para la integración del Sistema y el cumplimiento de su objetivo.

 



Corresponderá a la Superintendencia proporcionar acceso  a la información que conste en el Sistema Nacional de Información a las entidades públicas que la soliciten, exclusivamente dentro del ámbito de su competencia.

 



Será aplicable al personal de la Superintendencia lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.”.

La Senadora señora Rincón dejó constancia que el primer párrafo de la indicación 1f) se vincula con el contenido de la indicación número 1ee), en lo relativo a la información sobre seguridad y salud en el trabajo. 

-Puesta en votación la indicación número 1f), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1g)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1g), para incorporar, a continuación de la letra g) del artículo 2° que se propone, las siguientes letras h) e i), nuevas, que agregan funciones a la Superintendencia:

 



“h) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.

 



i) Impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744 de conformidad a lo que disponga la política pública de seguridad y salud en el trabajo, en lo que corresponda, y fiscalizar que dichas entidades se ajusten a aquéllas.”.

Al iniciarse el estudio de la indicación número 1g), la Senadora señora Rincón consultó al Ejecutivo acerca de la determinación de la entidad encargada de fijar las políticas públicas en materia de seguridad y salud en el ámbito laboral.

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, sostuvo que en nuestro ordenamiento no existe disposición legal que señale la necesidad de establecer una política pública específica en materia de seguridad laboral. Con todo, detalló que la Subsecretaría de Previsión Social ha delineado algunos principios orientadores que pueden servir de referencia para las políticas públicas que se adopten al efecto.

La Senadora señora Rincón afirmó que se debe considerar que en esta materia existe una labor de diseño de políticas públicas por parte de distintos Ministerios, en cuyo contexto no se recoge la opinión de la Superintendencia de Seguridad Social. En consecuencia, abogó por favorecer las labores que en dicho ámbito debe desarrollar el referido organismo. 

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, reseñó que, en esta materia, se debe considerar la labor que desarrolla el Consejo Consultivo de Seguridad en el Trabajo -compuesto por cinco integrantes, a quienes corresponde analizar y emitir su opinión sobre la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo y sus modificaciones-, y el Comité de Ministros para la Seguridad y Salud en el Trabajo, que componen todas aquellas Secretarías de Estado cuyos organismos regulan dichas materias. Detalló que en las sesiones de dicha entidad comparece la Subsecretaría de Previsión Social y la Superintendencia de Seguridad Social, en su caso, sin perjuicio que a su respecto no existe un mandato específico sobre el particular.

La Senadora señora Rincón añadió que, habida cuenta de dichas consideraciones, es preciso establecer expresamente el rol que debe cumplir la Superintendencia de Seguridad Social durante el proceso de análisis de planes y políticas públicas en el ámbito de la seguridad y la salud en el empleo.

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, agregó que, con todo, se debe considerar que la determinación de las políticas públicas, en cualquier ámbito, debe ser establecida por el Ejecutivo y el Congreso Nacional. En consecuencia, indicó que a los organismos de supervisión y fiscalización sólo les corresponde la ejecución de dichas políticas.

La Senadora señora Rincón reiteró que el rol de la Superintendencia de Seguridad Social en este ámbito consiste en participar en el proceso de estudio de las medidas que se adopten en lo relativo a la seguridad y salud en el trabajo.

El Senador señor García Ruminot explicó que se debe considerar que, en los términos que prescribe el artículo 22 de la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado le compete a los Ministerios pertinentes la proposición y evaluación de las políticas y planes correspondientes y de las normas aplicables a los sectores a su cargo. Asimismo, las distintas Carteras de Estado deben velar por el cumplimiento de dichas normas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.

La Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social, señora Lucy Marabolí, añadió que a dicha entidad le corresponde la labor de proponer al Ministerio del Trabajo y Previsión Social aquellas medidas tendientes a perfeccionar la normativa vigente sobre seguridad y salud en el trabajo. Detalló que dicha función comprende una labor de asesoría, sin que pueda fijar, por sí misma, aquellas políticas públicas que estime pertinentes.

-------





Posteriormente, dentro del nuevo plazo para presentar indicaciones, fijado hasta el día 13 de mayo de 2013, el Ejecutivo retiró de la indicación 1g) la letra h) propuesta y la sustituyó mediante la Indicación número 1gg), que contempla en su redacción el contenido de la indicación 1hh) formulada por la Senadora señora Rincón y por el Senador señor Muñoz Aburto.





La indicación número 1gg), de Su Excelencia el Presidente de la República propone incorporar la siguiente letra h), nueva, como función de la Superintendencia de Seguridad Social, en el artículo 2° de la ley N° 16.395:





“h) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, incluyendo la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.”.





-Puesta en votación la indicación 1g), en lo concerniente a la letra i), nueva que se agrega al artículo 2° de la ley N° 16.395, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.





-Puesta en votación la indicación 1gg), en lo concerniente a la letra h), nueva que se agrega al artículo 2° de la ley N° 16.395, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Indicación número 1h)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1h), para sustituir en la letra l) del artículo 2° que se propone, la frase “para el público, sobre su situación jurídica, económica y financiera” por “público, relativa a su situación jurídica, económica y financiera, además de antecedentes sobre la estructura de gobierno corporativo y de administración superior que posean.”.

Puesta en votación la indicación número 1h), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Indicación número 1hh)

 



Respecto del numeral 2) del artículo 1°, fue presentada por la Senadora señora Rincón y por el Senador señor Muñoz Aburto la indicación 1hh), para agregar, a continuación de la letra ñ), la siguiente:





“…) Participar activamente en la definición de la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, y en sus eventuales modificaciones.”.





-Esta indicación fue declarada inadmisible por estar determinando una función de la Superintendencia de Seguridad Social, materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, tal como lo precisa el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Superintendencia como autoridad técnica de fiscalización

Indicación número 1i)





Respecto del numeral 3) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1i), para sustituirlo por el siguiente:

 



“3) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

 



“Artículo 3°.- La Superintendencia de Seguridad Social será la autoridad técnica de fiscalización de las instituciones de previsión, dentro del ámbito de su competencia.

 



La supervigilancia de la Superintendencia comprenderá los órdenes médico-social, financiero, actuarial, jurídico y administrativo, así como también la calidad y oportunidad de las prestaciones.”.

Al iniciarse el estudio de la indicación número 1i), el Senador señor García Ruminot consultó respecto del carácter técnico de las labores que desarrolla la Superintendencia de Seguridad Social, particularmente respecto de aquellas funciones de fiscalización.

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, consignó que la expresión relativa al control técnico que desarrolla la Superintendencia de Seguridad Social dice relación con la naturaleza de las labores 
que el ordenamiento jurídico le encarga. Añadió que ello permite diferenciar dicho control con aquél de carácter político, tal como el que desarrolla la Cámara de Diputados en conformidad a las disposiciones constitucionales que así lo prescriben.

-Puesta en votación la indicación número 1i), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señora Rincón y señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
Nombramiento Superintendente, Fiscal e Intendentes

Indicación número 1ii)

Respecto del numeral 4) del artículo 1°, la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto presentaron la indicación 1ii), para remplazar la primera oración del inciso segundo del artículo 4°, por la siguiente: “El Superintendente de Seguridad Social será nombrado por el Presidente de la República, y el Fiscal y los Intendentes serán nombrados por el Superintendente, previo acuerdo del Ministro del Trabajo y Previsión Social.”.

Al iniciarse el estudio de la indicación número 1ii), la Senadora señora Rincón explicó que, habida cuenta que los nombramientos del Superintendente, Fiscal e Intendentes de la Superintendencia de Seguridad Social no se encuentran sujetos a las normas del sistema de Alta Dirección Pública, es necesario regular adecuadamente el procedimiento de designación de tales funcionarios. 

En ese contexto, agregó que, considerando las funciones fiscalizadoras y de administración de fondos que desarrolla la Superintendencia de Seguridad Social, tales funcionarios deben mantener cierta dependencia, en cuanto a su nombramiento, del Presidente de la República, previo acuerdo del Ministro del Trabajo y Previsión Social.

 



El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, afirmó que el propósito que persigue el texto del artículo 4° que se propone apunta a radicar el nombramiento del Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes al procedimiento que establece el Título VI de la ley N°19.882, de 2003, relativo al Sistema de Alta Dirección Pública. 

 



Añadió que el referido sistema contempla la proposición al Presidente de la República de una terna de profesionales idóneos para ocupar el cargo de que se trate. De ello se sigue, destacó, que, cualquiera que sea el mecanismo que se adopte, la facultad de determinar los postulantes que servirán los cargos referidos precedentemente le asiste en último término al Presidente de la República. Asimismo, enfatizó que dicho mecanismo permite equilibrar el ejercicio de las facultades que el ordenamiento jurídico le asigna y las características técnicas propias del cargo de que se trate.

 



En la misma línea, aseveró que el procedimiento de nombramiento de personal sometido a las normas de Alta Dirección Pública constituye una tendencia en el sector público y favorece la profesionalización de sus autoridades.

 



El Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que, sin perjuicio de las fortalezas o debilidades que pudieren advertirse en el funcionamiento del Sistema de Alta Dirección Pública, es preciso establecer la facultad privativa del Presidente de la República en lo relativo a determinar el personal que ocupará las plazas de Superintendente, Fiscal e Intendentes de Seguridad Social, toda vez que se trata de una materia de carácter técnico que requiere de conocimientos especializados y experiencia respecto de las funciones que desarrolla dicha entidad.

 



La Senadora señora Rincón afirmó que el sistema de Alta Dirección Pública ha demostrado una serie de falencias en su funcionamiento, toda vez que no se estarían cumpliendo los objetivos que persigue la normativa que establece dicho procedimiento. En ese contexto, aseveró que el Presidente de la República debe ejercer, en forma exclusiva, la facultad de nombrar a los directivos de exclusiva confianza de las entidades del sector público, debiendo operar el sistema de Alta Dirección Pública para el resto de los funcionarios que realizan labores en éstas.

 



Asimismo, manifestó que se deben considerar las particularidades de las funciones que desarrolla la Superintendencia de Seguridad Social, toda vez que dispone de fondos públicos durante su administración, sin perjuicio del ejercicio de las facultades regulatorias y fiscalizadoras que la legislación vigente le asigna. Aseveró que ello permite diferenciar a dicha entidad del resto de las Superintendencias, lo que, en su oportunidad, justificó la exclusión del nombramiento de las autoridades de la Superintendencia de Seguridad Social del procedimiento de Alta Dirección Pública.

 



El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el carácter específico de las funciones que desarrolla la Superintendencia de Seguridad Social genera la necesidad de ponderar los antecedentes de carácter técnico y profesional de los postulantes a los cargos de Superintendente, Fiscal e Intendentes de Seguridad Social mediante el procedimiento de Alta Dirección Pública, sin perjuicio de la designación que, en definitiva, debe realizar el Presidente de la República.

 



Habida cuenta de ello, afirmó que la iniciativa no propone reducir las facultades del Presidente de la República en esta materia, sino establecer el cumplimiento de ciertos requisitos técnicos que garantizan el desempeño idóneo de las facultades que debe desarrollar la Superintendencia de Seguridad Social.

 



-La indicación número 1ii) fue declarada inadmisible, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en los términos que prescribe el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental respecto de la determinación de funciones y atribuciones de los servicios públicos.

--------

Votación separada

 



La Senadora Señora Rincón solicitó a la Comisión que se procediera a votar separadamente la primera oración del inciso segundo del artículo 4° contemplado en el numeral 4) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado. 





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó que se votara separadamente el texto especificado.

 



La primera oración del inciso segundo del artículo 4° contemplado en el numeral 4) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado. dice: “El Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes serán nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.”, sujetando el procedimiento de designación al Sistema de Alta Dirección Pública.

 



-Puesta en votación la primera oración del inciso segundo del artículo 4° contemplado en el numeral 4) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado, se produjo un empate. Votaron a favor de la oración los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela y lo hicieron en contra la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto. 

 



-Repetida la votación, se obtuvo idéntico resultado y teniendo en consideración que la urgencia presentada al proyecto en análisis vencía antes de la sesión siguiente, se dio por desechada la primera oración del inciso segundo del artículo 4° contemplado en el numeral 4) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado.
Personal a contrata en funciones de carácter directivo o de jefatura

Indicación número 1iii)

 



Respecto del numeral 6) del artículo 1°, la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto presentaron la indicación 1iii), para sustituir en el inciso segundo del artículo 7° el guarismo “7%” por “10%”.





-Esta indicación fue declarada inadmisible, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, al establecer un aumento del porcentaje del personal a contrata que puede ejercer funciones de jefatura.
-------

Indicación número 1iiii)





Dentro del nuevo plazo para presentar indicaciones, fijado hasta el día 13 de mayo de 2013, el Ejecutivo presentó la Indicación número 1iiii), que considera la propuesta contenida en la indicación 1iii) formulada por la Senadora señora Rincón y por el Senador señor Muñoz Aburto.





-Puesta en votación la indicación número 1iiii), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Autorización de la constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones sometidas a la supervigilancia de la Superintendencia

Indicación número 1j)





El Presidente de la República presentó la indicación signada como 1j), con el propósito de intercalar, a continuación del número 14), el siguiente nuevo:

 



“15) Reemplázase el artículo 32, por el siguiente:

 



“Artículo 32.- La constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la Superintendencia de Seguridad Social deberá ser autorizada por esa Superintendencia. Asimismo, estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que le corresponda a otros organismos.”.”.





-Puesta en votación la indicación número 1j), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Atribuciones de la Superintendencia respecto de las instituciones de previsión social sometidas a su fiscalización

Indicación número 1jj)





Respecto del numeral 18) del artículo 1°, la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto presentaron la indicación 1jj), para agregar, al artículo 38, la siguiente letra f), nueva:

 



“f) La definición de los parámetros para la constitución de las reservas definidas en la ley N° 16.744, deberán ser respaldados por sus respectivos informes técnicos-financieros elaborados por la Superintendencia de Seguridad Social, con las asesorías externas que estime convenientes y canalizados por medio de un decreto supremo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.





Sobre esta indicación, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, afirmó que dice relación con una materia propia del estatuto orgánico de las mutualidades, por lo que no sería apropiado ubicarlo en la normativa propia de la Superintendencia de Seguridad Social.





-La indicación 1jj) fue retirada por sus autores, Senadora señora Rincón y Senador señor Muñoz Aburto.

Obligación del Superintendente de observar los acuerdos de los Directorios o Consejos de las instituciones fiscalizadas por estimarlos contrarios a la ley o al interés de las mismas

Indicación número 1k)





Respecto del número 23) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1k), para agregar al artículo 46 de la ley N° 16.395, que se propone sustituir, el siguiente inciso tercero, nuevo:

 



“En todo caso, la entidad fiscalizada deberá adoptar todas las medidas necesarias para velar por el adecuado cumplimiento del acuerdo insistido, debiendo registrar los resultados del mismo. Deberá informar a la Superintendencia con la periodicidad que ésta determine dichos resultados.”.





-Puesta en votación la indicación número 1k), fue aprobada con modificaciones formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Deber de informar de las entidades fiscalizadas a la Superintendencia de todo hecho que pueda afectar su gestión o el otorgamiento de beneficios

Indicación número 1l)





Respecto del número 24) del artículo 1°, fue presentada por el Presidente de la República la indicación 1l), para sustituirlo por el siguiente:

 



“…) Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:

 



“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o del otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. De no haber impartido instrucciones, igualmente deberá procederse dentro del plazo establecido precedentemente.”.”.

-------





Posteriormente, dentro del nuevo plazo para presentar indicaciones, fijado hasta el día 13 de mayo de 2013, el Ejecutivo retiró la indicación número 1l) y en su reemplazo presentó la Indicación número 1lbis), que contempla en su redacción el contenido propuesto en la indicación 1ll) formulada por la Senadora señora Rincón y por el Senador señor Muñoz Aburto, quienes a su vez hicieron retiro de la misma.

Indicación número 1lbis)





En consecuencia, el texto de la indicación 1lbis) dice lo siguiente:

 



“…) Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:

 



“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. En todo caso, mediante normas de aplicación general, la Superintendencia deberá indicar expresamente el sentido y alcance de los hechos relevantes que deben ser informados.”.





-Puesta en votación la indicación número 1 l bis), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Indicación número 1ll)





Respecto del numeral 24) del artículo 1°, la Senadora señora Rincón y el Senador señor Muñoz Aburto presentaron la indicación 1ll) para remplazar dicho numeral por el siguiente:





“….) Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:

 



“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. En todo caso, mediante resolución, la Superintendencia deberá indicar expresamente el sentido y alcance de los hechos relevantes que deben ser informados.”.





-La indicación número 1ll) fue retirada por sus autores, Senadora señora Rincón y Senador señor Muñoz Aburto.

Multa aplicable por la Superintendencia a las instituciones sometidas a su fiscalización

Indicación número 3)





Respecto de la letra b) del número 33, que modifica el artículo 57 de la ley N°16.395, fue presentada por el Ejecutivo una nueva indicación signada con el número 3). Al respecto, cabe recordar que en sesión de 20 de junio de 2012, la Comisión aprobó la indicación número 2), que también sustituía la letra b). La indicación número 3), que reemplaza la indicación número 2), se diferencia de esta última en que introduce una frase referida a los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones fiscalizadas por la Superintendencia, en cuanto que no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los mismos cargos si, además, se les han aplicado multas por infracciones reiteradas.





El texto de la indicación número 3), que reemplaza la indicación número 2) dice: 

 



“b) Agréganse, en el artículo 57, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

 



“El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

  



En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, o se les apliquen multas por infracciones reiteradas, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.”.





-Puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

Recursos que se pueden presentar en contra de las resoluciones, decisiones o instrucciones de la Superintendencia

Indicación número 4)






El Senador señor García Ruminot, en el nuevo plazo fijado para presentar indicaciones, hasta el día 13 de mayo de 2013, formuló la signada con el número 4), que propone sustituir el número 34) del artículo 1° del proyecto de ley, referido al reemplazo del artículo 58 de la ley N° 16.395. Su texto es el siguiente:


“34) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


 



“Artículo 58.- En contra de las resoluciones, decisiones o instrucciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social, podrá deducirse recurso de reposición ante esta misma autoridad, dentro del plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de la resolución, decisión o instrucción.


 



La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el recurso en el plazo de 30 días, contados desde que se interponga.


 



En contra de la resolución que deniegue la reposición, el afectado podrá reclamar, dentro de los 15 días hábiles siguientes a su notificación, ante la Corte de Apelaciones que corresponda al domicilio de aquél, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo, y si éste ha sido interpuesto dentro del término legal. Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por 15 días hábiles a la Superintendencia. Evacuando el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la Sala, cuando corresponda. Si el tribunal no decretare medidas para mejor resolver, dictará sentencia dentro del plazo de 30 días y, si las ordenare, en el plazo de 10 días de evacuadas ellas.


 



La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de cinco días, recurso del que conocerá en cuenta una Sala de la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos en relación.


 



La notificación de la interposición del recurso de reclamación suspenderá los efectos de lo ordenado por la Superintendencia.”.”.

 



Al iniciarse el análisis de la indicación número 4, la Senadora señora Rincón consultó respecto de la existencia de un límite a las solicitudes de reposición que pueden interponerse a las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social.

 



La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, indicó que en la práctica no existe un límite a la solicitud de reposición o reconsideración que pueden interponer los usuarios frente a las resoluciones administrativas que emanan de dicha entidad. 

El Senador señor García Ruminot explicó que el propósito de la indicación por él presentada radica en establecer un sistema de reposición frente a las resoluciones que adopta la Superintendencia de Seguridad Social, disponiendo que ella pueda ser impugnada ante la Corte de Apelaciones respectiva. 

Con todo, afirmó que, considerando que ello requiere un informe de la Corte Suprema, atendido que atinge a la organización y atribuciones de los tribunales, en los términos que establecen los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y con miras a favorecer la pronta aprobación de la iniciativa, retiró la indicación en estudio, toda vez que, añadió, ésta será presentada mediante una iniciativa legislativa de su autoría.

-La indicación número 4) fue retirada por su autor, el Senador señor García Ruminot.

-------


-Se deja constancia que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar las enmiendas de carácter formal que sean necesarias, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.

-------

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo 1°

Numeral 1)

Artículo 1°


 


Ha intercalado, en el inciso quinto, a continuación de la palabra “social”, la frase “y de protección social”.


(Unanimidad 5x0. Indicación 1 a). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).

Numeral 2)

Artículo 2°

letra b)

 
- Ha intercalado, en el párrafo segundo, a continuación del vocablo “correspondan”, la frase “, dentro del ámbito de su competencia”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 b). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
 
- Ha reemplazado el párrafo tercero por el siguiente:

“Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia convocará a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios, salvo que por la naturaleza de la materia de que se trate o la oportunidad en que deban surtir efecto las respectivas instrucciones, esta instancia no sea procedente. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Muñoz Aburto y Uriarte).
letra c)


Ha intercalado, a continuación del término “litigioso”, la frase “, dentro del ámbito de su competencia”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 c). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
letra e)


Ha reemplazado la expresión “o jurídicos” por “jurídicos y otros”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 d). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
letra f)


Ha sustituido la expresión “propendiendo a” por “para lograr”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 e). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
letra g)


Ha incorporado los siguientes párrafos nuevos:

 



“El Sistema se integrará además con la información relativa a la seguridad y salud en el trabajo que deberán proporcionar, en la forma y periodicidad que determine la Superintendencia, el Fondo Nacional de Salud, las secretarías regionales ministeriales de salud, las comisiones de medicina preventiva e invalidez, los servicios de salud, el Instituto de Seguridad Laboral, las instituciones de salud previsional, las mutualidades de empleadores y la Dirección del Trabajo; entidades que estarán obligadas a entregar los antecedentes que deban poseer de acuerdo a sus atribuciones legales. En caso que los organismos antes mencionados no dispongan de los antecedentes o no cumplan con su remisión dentro de los plazos fijados, dichas entidades deberán informar por escrito las razones e indicar el término en que lo harán. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir la información de que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales administrado por el Instituto de Previsión Social, como también la información que otras entidades públicas o privadas tengan en su poder y resulte necesaria para la integración del Sistema y el cumplimiento de su objetivo.

 



Corresponderá a la Superintendencia proporcionar acceso  a la información que conste en el Sistema Nacional de Información a las entidades públicas que la soliciten, exclusivamente dentro del ámbito de su competencia.

 



Será aplicable al personal de la Superintendencia lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 f). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
oooo


Ha incorporado, a continuación de la letra g) del artículo 2°, las siguientes letras nuevas:





“h) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, incluyendo la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1gg). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
 



i) Impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744 de conformidad a lo que disponga la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, en lo que corresponda, y fiscalizar que dichas entidades se ajusten a aquéllas.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1g). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
letras h), i), j) y k)


Han pasado a ser letras j), k), l) y m), respectivamente, sin modificaciones.

letra l)





Ha pasado a ser letra n), sustituyendo la frase “para el público, sobre su situación jurídica, económica y financiera” por “público, relativa a su situación jurídica, económica y financiera, además de antecedentes sobre la estructura de gobierno corporativo y de administración superior que posean.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 h). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
letras m), n), ñ) y o)


Han pasado a ser letras ñ), o), p) y q), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 3)


Lo ha reemplazado por el siguiente:





3) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:

 



“Artículo 3°.- La Superintendencia de Seguridad Social será la autoridad técnica de fiscalización de las instituciones de previsión, dentro del ámbito de su competencia.

 



La supervigilancia de la Superintendencia comprenderá los órdenes médico-social, financiero, actuarial, jurídico y administrativo, así como también la calidad y oportunidad de las prestaciones.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 i). Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
Numeral 4)

Artículo 4°


Ha suprimido, en el inciso segundo, la oración “El Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes, serán nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882”.

(Votación separada. Doble empate (2 votos a favor de la oración, Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela. 2 votos en contra de la oración, Senadora señora Rincón y Senador señor Muñoz Aburto). Artículo 182 del Reglamento del Senado).

Numeral 6)

Artículo 7°


Ha sustituido, en el inciso segundo, el guarismo “7%” por “10%”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1iiii). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
oooo


Ha intercalado, a continuación del numeral 14), el siguiente nuevo:





“15) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 



“Artículo 32.- La constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la Superintendencia de Seguridad Social deberá ser autorizada por esa Superintendencia. Asimismo, estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que le corresponda a otros organismos.”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1j). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
Numerales 15), 16), 17), 18), 19), 20), 21) y 22)


Han pasado a ser numerales 16), 17), 18), 19), 20), 21), 22) y 23), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 23

Artículo 46


Ha pasado a ser numeral 24, incorporando el siguiente inciso tercero, nuevo:





“En todo caso, la entidad fiscalizada deberá adoptar todas las medidas necesarias para velar por el adecuado cumplimiento del acuerdo insistido, debiendo registrar los resultados del mismo. Deberá informar de dichos resultados a la Superintendencia con la periodicidad que ésta determine.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1k). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).




-En este numeral se consignan con minúscula, en los incisos primero y segundo del artículo 46, las palabras “Directorios” y “Consejos”. (Adecuación formal).
Numeral 24)


Ha pasado a ser numeral 25), sustituido por el siguiente:





“25) Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:

 
“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. En todo caso, mediante normas de aplicación general, la Superintendencia deberá indicar expresamente el sentido y alcance de los hechos relevantes que deben ser informados.”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 1l bis). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).

Numerales 25), 26), 27), 28), 29) y 30)


Han pasado a ser numerales 26), 27), 28), 29), 30) y 31), respectivamente, sin modificaciones.


-En los numerales 26) a 30) se consignan, respectivamente, con minúscula, la locución “Jefes de Servicios” y los vocablos “Consejeros”, “Directores”, “Vicepresidentes” y “Administradores”, la locución “Unidades de Fomento” y los vocablos “Consejero”, “Director”, “Vicepresidente” y “Administrador”. (Adecuación formal).

Numeral 31)


Ha pasado a ser numeral 32), eliminando en el inciso segundo del artículo 55 la letra “a” que precede a la expresión “las instrucciones” y la frase “en que se habría incurrido”.

(Adecuación formal).

Numeral 32)


Ha pasado a ser numeral 33), sin modificaciones.

Numeral 33)


Ha pasado a ser numeral 34), sustituyendo la letra b) por la siguiente:

“b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

“El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, o se les apliquen multas por infracciones reiteradas, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 3). Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto y Pérez Varela).
Numerales 34), 35), 36), 37) y 38)


Han pasado a ser numerales 35), 36), 37), 38) y 39), respectivamente, sin modificaciones.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

1) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- La Superintendencia de Seguridad Social, en adelante la Superintendencia, es un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.

La Superintendencia tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de institución fiscalizadora, en los términos del Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981.

La Superintendencia constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su domicilio es la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente establezca en otras ciudades del país.

Le corresponderá a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social y de protección social, como asimismo de las instituciones que los administren, dentro de la esfera de su competencia y en conformidad a la ley.”.
2) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- Son funciones de la Superintendencia las siguientes:

a) Fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las normas legales y reglamentarias de seguridad social de su competencia. 
b) Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia, en tanto sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.

Asimismo, deberá impartir instrucciones a las instituciones sometidas a su fiscalización sobre los procedimientos para el adecuado otorgamiento de las prestaciones que en cada caso correspondan, dentro del ámbito de su competencia.

                                     Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia convocará a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios, salvo que por la naturaleza de la materia de que se trate o la oportunidad en que deban surtir efecto las respectivas instrucciones, esta instancia no sea procedente. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.

c) Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores, pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso, dentro del ámbito de su competencia.

d) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en materias de su competencia y proponer las reformas legales y reglamentarias que la técnica y experiencia aconsejen.

e) Realizar estudios e informes sobre aspectos médicos, actuariales, financieros, jurídicos y otros, referidos a materias de su competencia.
f) Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, para lograr su uniformidad, mediante revisiones periódicas.
g) Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, el que deberá contener, a lo menos, la información de las denuncias de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales, los diagnósticos de enfermedad profesional, los exámenes y las evaluaciones realizadas, las calificaciones de los accidentes y enfermedades, y las actividades de prevención y fiscalización que correspondan, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles.
 



El Sistema se integrará además con la información relativa a la seguridad y salud en el trabajo que deberán proporcionar, en la forma y periodicidad que determine la Superintendencia, el Fondo Nacional de Salud, las secretarías regionales ministeriales de salud, las comisiones de medicina preventiva e invalidez, los servicios de salud, el Instituto de Seguridad Laboral, las instituciones de salud previsional, las mutualidades de empleadores y la Dirección del Trabajo; entidades que estarán obligadas a entregar los antecedentes que deban poseer de acuerdo a sus atribuciones legales. En caso que los organismos antes mencionados no dispongan de los antecedentes o no cumplan con su remisión dentro de los plazos fijados, dichas entidades deberán informar por escrito las razones e indicar el término en que lo harán. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir la información de que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales administrado por el Instituto de Previsión Social, como también la información que otras entidades públicas o privadas tengan en su poder y resulte necesaria para la integración del Sistema y el cumplimiento de su objetivo.

 



Corresponderá a la Superintendencia proporcionar acceso  a la información que conste en el Sistema Nacional de Información a las entidades públicas que la soliciten, exclusivamente dentro del ámbito de su competencia.

 



Será aplicable al personal de la Superintendencia lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.

 
h) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, incluyendo la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.





i) Impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744 de conformidad a lo que disponga la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, en lo que corresponda, y fiscalizar que dichas entidades se ajusten a aquéllas.

j) Evacuar los informes técnicos que soliciten los tribunales de justicia, en materias propias de su competencia.
k) Velar porque las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieren corresponder a otros organismos fiscalizadores.
l) Examinar, calificar y observar los estados contables y financieros de las entidades sometidas integralmente a su fiscalización, los que, según una norma de general aplicación que establezca la Superintendencia, deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.
m) Ordenar la realización de auditorías o, en casos calificados, instruir los procedimientos sancionatorios a las entidades fiscalizadas, procediendo a la aplicación de las sanciones que corresponda, sin perjuicio de la facultad de formular denuncias y querellas ante el Ministerio Público y los tribunales que correspondan por las eventuales responsabilidades de ese carácter que afectaren a aquéllas o a sus directores, ejecutivos o trabajadores.

n) Impartir instrucciones de carácter general a los organismos fiscalizados, para que publiquen con la periodicidad que la Superintendencia señale, información suficiente y oportuna de interés público, relativa a su situación jurídica, económica y financiera, además de antecedentes sobre la estructura de gobierno corporativo y de administración superior que posean.

ñ) Elaborar y publicar las estadísticas referentes a los regímenes de seguridad social dentro del ámbito de su competencia.

o) Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral, que incluirá los resultados alcanzados, los principales hitos en el desarrollo de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, y los avances que se registren en el logro de los objetivos, indicando niveles de cumplimiento de los mismos y perspectivas para el futuro. Además, recopilará, consolidará y sistematizará la información que proporcionen los organismos administradores de la ley Nº 16.744 y las diversas instituciones públicas con competencias en materias de seguridad y salud laboral, directamente o  a través del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

Dicha Memoria se remitirá al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a más tardar el mes de mayo de cada año.
p) Difundir los principios técnicos y sociales de seguridad social, mediante la divulgación de los textos legales correspondientes y del resultado de su aplicación.
q) Desempeñar las demás funciones que le encomienden las leyes.”.
3) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:

 

     “Artículo 3°.- La Superintendencia de Seguridad Social será la autoridad técnica de fiscalización de las instituciones de previsión, dentro del ámbito de su competencia.

 


       La supervigilancia de la Superintendencia comprenderá los órdenes médico-social, financiero, actuarial, jurídico y administrativo, así como también la calidad y oportunidad de las prestaciones.”.

4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Un funcionario con el título de Superintendente de Seguridad Social es el Jefe Superior de la Superintendencia y tiene la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

Al efecto, el Superintendente tendrá el grado 1°, de la escala de fiscalizadores correspondiente al primer nivel jerárquico, y los cargos de Fiscal e Intendentes, grado 2° de la escala de fiscalizadores, correspondientes al segundo nivel jerárquico.

Corresponderá al Superintendente, especialmente: 

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia.

b) Establecer oficinas regionales o provinciales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

c) Dictar los reglamentos e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento de la Superintendencia.
d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes.
e) Ejercer, respecto del personal de la Superintendencia, todas las atribuciones que corresponden a un jefe superior de servicio.

f) Encomendar a las Intendencias de la Superintendencia, a su Fiscalía, y a las unidades que componen su organización interna, las funciones que estime necesarias.
g) Aplicar las sanciones que señalen las leyes.
h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Rendir cuenta anualmente de su gestión, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.
j) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.”.

5) Derógase el artículo 6°.
6) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- El personal de la Superintendencia se regirá por la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal que se asigne a tales funciones no podrá exceder del 10% del personal a contrata de la institución.”.

7) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- La Superintendencia se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y las funciones que correspondan a cada una de sus unidades.”.
8) Deróganse los artículos 9° y 10.

9) En el artículo 11:

a) Elimínase la frase “de la planta”, y

b) Sustitúyese la oración “de las entidades que fiscalice” por “en las entidades que fiscalice”.

10) Deróganse los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20.

11) En el artículo 23:

a) Sustitúyese la expresión “el artículo 15° del decreto con fuerza de ley N°245, de 1953”, por la siguiente: “la ley N° 18.833”, y

b) Reemplázase la expresión “al control”, por “a la supervigilancia”.
12) Deróganse los artículos 26, 28 y 29. 

13) Sustitúyese en el artículo 30 la oración “seguro sobre accidentes del trabajo se regirá por las disposiciones pertinentes de las leyes de previsión social”, por “Seguro Social contra Riesgos del Trabajo y Enfermedades Profesionales que se rige por la ley N° 16.744 y sus reglamentos”.

14) Derógase el artículo 31.

15) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 


      “Artículo 32.- La constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la Superintendencia de Seguridad Social deberá ser autorizada por esa Superintendencia. Asimismo, estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que le corresponda a otros organismos.”.

16) Deróganse los artículos 33 y 34.

17) Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- En el ejercicio de su labor fiscalizadora, la Superintendencia deberá siempre informar a la entidad respectiva  acerca de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias proporcionales al objeto de la fiscalización.

Para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, la Superintendencia podrá inspeccionar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las instituciones sometidas a su supervigilancia, y requerir de ellas o de sus administradores, asesores, auditores o personal, los antecedentes y explicaciones que juzgue necesarios. Igualmente, podrá solicitar la entrega de los documentos o libros o antecedentes que sean necesarios para fines de fiscalización, sin alterar  el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos de las entidades fiscalizadas que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en su domicilio o en la sede principal de su actividad.

También la Superintendencia podrá requerir a los organismos fiscalizados que le proporcionen la información necesaria para desarrollar sus funciones a través de medios electrónicos, como asimismo que se le otorgue acceso a los sistemas de información que posean estas instituciones, en los casos que determine a través de sus instrucciones y adoptando todas las medidas necesarias para asegurar el resguardo de la confidencialidad de la información sensible.

Además, podrá solicitar declaración por escrito o citar a declarar a los jefes superiores, representantes, administradores, directores, asesores, auditores y dependientes de las entidades o personas fiscalizadas, en los casos en que lo estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.”.
18) Deróganse los artículos 36 y 37.

19) En el artículo 38:

a) Agrégase en el párrafo inicial, a continuación de la frase “instituciones de previsión social”, la siguiente: “sometidas a su fiscalización”.

b) Elimínase en la letra b) la expresión “los funcionarios de”.

c) Derógase la letra c), pasando las siguientes a ser letras c), d) y e), respectivamente, y

d) Sustitúyese la letra f), que pasa a ser letra e), por la siguiente:

“e) Fijar la interpretación de las leyes y reglamentos de previsión social y ordenar a las instituciones sometidas a su fiscalización que se ajusten a esta interpretación.”.

20) Reemplázase el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- La Superintendencia de Seguridad Social tendrá competencia para investigar, examinar, revisar y pronunciarse sobre todos los actos de las gestiones administrativas y técnicas de las instituciones fiscalizadas, en las materias de su competencia, y en el otorgamiento de los beneficios a sus asegurados; establecerá si se han cumplido las leyes vigentes referentes a inversiones y otorgamiento de beneficios y, en especial, conocerá los gastos e inversiones de las entidades sometidas integralmente a su supervigilancia.”.

21) Agrégase en el artículo 40, a continuación de la expresión “y servicios”, la palabra “públicos”.

22) Deróganse los artículos 41, 42 y 43.

23) Elimínase en el artículo 45 la oración “ésta litigará en papel simple y”.

24) Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:
“Artículo 46.- El Superintendente deberá observar todo acuerdo de los directorios o consejos de las instituciones fiscalizadas que estime contrario a las leyes vigentes o al interés de las instituciones. Esta facultad deberá ejercerla por escrito y dentro del plazo de siete días hábiles, contado desde la fecha en que conste la recepción del acuerdo en la Superintendencia.

Los directorios o consejos de las entidades cuyos acuerdos hayan sido observados por el Superintendente en razón del interés de dichas entidades, podrán, con  los votos de los dos tercios de sus integrantes, insistir en dicho acuerdo, en cuyo caso deberá cumplirse.

 


       En todo caso, la entidad fiscalizada deberá adoptar todas las medidas necesarias para velar por el adecuado cumplimiento del acuerdo insistido, debiendo registrar los resultados del mismo. Deberá informar de dichos resultados a la Superintendencia con la periodicidad que ésta determine.”.
25) Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:

“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. En todo caso, mediante normas de aplicación general, la Superintendencia deberá indicar expresamente el sentido y alcance de los hechos relevantes que deben ser informados.”.
26) En el artículo 48:

a) Sustitúyese el inciso primero por los siguientes: 

“Artículo 48.- Será facultad de la Superintendencia de Seguridad Social ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios que correspondan a las instituciones públicas sometidas a su fiscalización, para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tienen los jefes de servicios respectivos.
En las demás entidades fiscalizadas, la Superintendencia podrá ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios pertinentes para acreditar las infracciones y las responsabilidades que correspondan en los hechos investigados.”, y
b) Agrégase en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, entre las palabras “instituciones” y “fiscalizadas”, la palabra “públicas”.

27) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- De conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 35, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sujetas a la fiscalización de la Superintendencia estarán obligados a prestar declaración en los casos en que sean requeridos y, si no lo hicieren, previa aplicación del procedimiento sancionatorio y mediante resolución fundada, se les podrá aplicar una multa de hasta cincuenta unidades de fomento.”.

28) Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Superintendente podrá requerir a las entidades fiscalizadas o al jefe de servicio respectivo evaluar la suspensión de sus funciones a los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores, hasta por 30 días, como medida preventiva durante la tramitación de un procedimiento sancionatorio, cuando estime que esta medida es indispensable para el desarrollo y buen resultado de las diligencias decretadas.”.
29) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Si de los procedimientos sancionatorios resultare comprometida la responsabilidad de algún consejero, director, vicepresidente o administrador de las instituciones sometidas a su fiscalización, se aplicarán las sanciones del artículo 57 de esta ley.”.
30) En el artículo 53:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el correspondiente sumario,” por “el procedimiento sancionatorio que corresponda,”, y
b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Las sanciones que resulten del procedimiento indicado se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil de los directores, consejeros, vicepresidentes o administradores de las instituciones sometidas a su fiscalización, que responderán, solidariamente, con arreglo a las leyes, por los perjuicios que hayan irrogado a la institución o a los beneficiarios de los regímenes de seguridad social que administren, por la aplicación del acuerdo insistido.”.
31) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- En caso de realizar auditorías, las instituciones fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia los resultados de las mismas y las medidas correctivas aplicadas en caso de ser necesarias, conforme a lo instruido por dicho Servicio.”.
32) Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, los que se notificarán al presunto infractor por carta certificada, remitida al domicilio que éste tenga registrado ante la Superintendencia, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o las instrucciones o dictámenes emitidos por la Superintendencia en uso de sus atribuciones y la sanción asignada.

Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, y podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan. 

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.”.

33) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Articulo 56.- Cumplidos los trámites señalados en el artículo anterior, el instructor del procedimiento sancionatorio emitirá, dentro de cinco días hábiles, un dictamen fundado en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de quince días hábiles, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos. En este caso deberá dar  audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.”.

34) En el artículo 57:

a) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “1.000” por “15.000”, y 

                                           b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

                                           “El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

                                           En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, o se les apliquen multas por infracciones reiteradas, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.

35) En el artículo 58:

a) Reemplázase en el inciso primero  el vocablo “diez” por “quince”;

b) Elimínase su inciso segundo, y

c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser segundo, por el siguiente:

“La reclamación se tramitará en cuenta y con preferencia, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, que deberá remitirse en el plazo de seis días hábiles. Vencido este plazo, el tribunal procederá a la vista de la causa y resolverá sin más trámite. En contra de la resolución que dicte la Corte, no procederá recurso alguno.”.
36) Reemplázase en el artículo 59 la palabra “transcrita” por “notificada”.

37) Sustitúyese el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen una multa tendrán mérito ejecutivo.
El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 58.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a esta ley deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

La cobranza de las multas impagas corresponderá a la Tesorería General de la República, que para estos efectos aplicará los procedimientos administrativos y judiciales establecidos por el Código Tributario para el cobro de los impuestos morosos.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legal o convencionalmente serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario. Si la multa no fuere procedente y, no obstante hubiese sido enterada, la Superintendencia o la Corte en su caso, deberán ordenar que se devuelva, debidamente reajustada, en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del citado Código.”.
38) Deróganse los artículos 61 y 65.

39) Reemplázase el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d) Los frutos de sus bienes.

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

h) Otros recursos que establezcan las leyes.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que crea las Plantas de la Superintendencia de Seguridad Social y fija requisitos de ingreso:

1) Agrégase a continuación de la expresión “JEFE SUPERIOR DE SERVICIO” la siguiente: “Primer Nivel Jerárquico”.

2) Sustitúyese la expresión “De exclusiva confianza” por “Segundo Nivel Jerárquico”.

3) Reemplázase la palabra “Subdirector” por “Intendentes”, y, en el número de cargos frente a dicha denominación, sustitúyese el guarismo “1” por “2”.

4) Reemplázase la denominación “Subdirector Fiscal” por “Fiscal”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos.

Artículo segundo.- Auméntase la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Seguridad Social en 15 cupos.

Artículo tercero.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo cuarto.- En tanto los cargos calificados como de Alta Dirección Pública no se provean conforme a las normas del Título VI de la ley N° 19.882, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que los sirvan continuarán percibiendo las remuneraciones propias del régimen al que se encuentren afectos.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 20 de junio de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta), y los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera; en sesión celebrada el día 3 de abril de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Ximena Rincón González y de los Senadores señores José García Ruminot y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Ximena Rincón González y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chellech, José García Ruminot y Víctor Pérez Varela y en sesión celebrada el día 15 de mayo de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Ximena Rincón González y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chellech, José García Ruminot y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 22 de mayo de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA INTENDENCIA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO, FORTALECE EL ROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y ACTUALIZA SUS ATRIBUCIONES Y FUNCIONES

(7829-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, y el asesor jurídico, señor Francisco del Río. 

De la Superintendencia de Seguridad Social, la Superintendenta, señora María José Zaldívar; y la Fiscal, señora Lucy Marabolí.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Carol Parada.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
- - -

Cabe consignar que la iniciativa en informe fue discutida previamente por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en trámite reglamentario de segundo informe.

Posteriormente, luego de haber entrado en su conocimiento la Comisión de Hacienda, la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para la presentación de indicaciones, hasta las 12:00 horas del día lunes 10 de junio de 2013. De las indicaciones formuladas exclusivamente en dicho término, signadas con los números 1 al 8, se da cuenta en el presente informe.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Fortalecer y actualizar el rol de la Superintendencia de Seguridad Social, otorgándole nuevas atribuciones y funciones con miras a mejorar las condiciones de seguridad y salud en los lugares de trabajo. Para ello se crean la Intendencia de Seguridad y Salud y la Intendencia de Beneficios Sociales.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: números 3), 5), 6), 7), 8), 9), 10), 11), 12), 13), 14), 15), 16), 17), 18), 19), 20), 21), 22), 23), 25), 26), 28), 29), 31), 32), 33), 35), 36), 37), 38) y 39 del artículo 1°; artículo 2°; y artículos segundo, tercero y cuarto transitorios.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 5 y 8.     

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 4.

4.- Indicaciones rechazadas: números 3 y 6. 

5.- Indicaciones retiradas: ninguna.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 2 y 7. 

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, reseñó que, en general, el proyecto de ley pretende abordar la inadecuada estructura orgánica con que la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO) cuenta para satisfacer sus diversas obligaciones, en el campo de la fiscalización o emisión de normativa en materia de accidentes del trabajo, cajas de compensación, asignaciones familiares, etcétera. Para ello se contempla la creación de dos intendencias, la de Seguridad y Salud en el Trabajo y la de Beneficios Sociales, se le confieren nuevas atribuciones de fiscalización y se la dota de un financiamiento adecuado a sus necesidades. 


Del mismo modo, hizo ver que mientras el Senado conoce la presente iniciativa legal, el Gobierno ha ingresado en la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que moderniza el sistema de seguridad laboral y modifica el Seguro Social contra Riesgos por Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, contenido en la ley N° 16.744, el Código del Trabajo y otros cuerpos legales (boletín N° 8.971-13). Entre sus disposiciones, esta última iniciativa prevé también un aumento en la dotación de la SUSESO, que debe adicionarse al que en esta oportunidad se propone.


 La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, expresó que siendo la SUSESO la encargada de fiscalizar distintos regímenes de seguridad social en nuestro país, tras el accidente que afectó a los mineros de la Mina San José el año 2010 se hizo patente la urgencia de contar con una institucionalidad que permita optimizar el proceso fiscalizatorio, sin que eso implique desatender las otras labores que lleva a cabo. 


Así, los principales lineamientos de la reforma propuesta son los siguientes:

Reforma Superintendencia de Seguridad Social

Mandato Presidencial

- Reformulación de la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), para fortalecer su rol en materias de desarrollo de normativa y estándares de seguridad laboral, sistemas de información y políticas de prevención de riesgos:

- Reorganización de SUSESO: se crea nueva Intendencia de Seguridad Laboral para fortalecer rol normativo y de fiscalización de SUSESO en materia de Seguridad Laboral. 
- La SUSESO realizará estudios, preparará Memoria Anual de Seguridad Laboral en Chile y desarrollará y administrará Sistema Nacional de Información de Seguridad Laboral. 
- La SUSESO coordinará preparación y propuesta de normas y estándares en materia de seguridad laboral. 

- La Superintendencia mantendrá sus otras funciones.

Objetivos Superintendencia de Seguridad Social 

Misión Superintendencia de Seguridad Social:

“Regular y fiscalizar el cumplimiento de la normativa de Seguridad Social y garantizar el respeto de los derechos de las personas, especialmente de los trabajadores, pensionados y sus familias, resolviendo con calidad y oportunidad sus consultas, denuncias y   apelaciones, proponiendo las medidas tendientes al perfeccionamiento del sistema chileno de seguridad social, dentro del ámbito de su competencia.”
Productos Estratégicos:

- Fiscalización

- Estudios e Investigaciones

- Administración y Control Fondos Nacionales

- Dictámenes contencioso administrativo

- Difusión

Organización Actual

[image: image1.png]



De conformidad con la estructura actual, ejemplificó, una licencia médica debe ser revisada por el Departamento Médico, que debe determinar si el reposo de una persona correspondía o no; luego debe ir al Departamento Jurídico para que se certifique la existencia de una relación laboral o el pago de las cotizaciones previsionales; y finalmente, para obtener el cálculo final del subsidio por incapacidad laboral, debe pasar al Departamento Actuarial. La rigidez del sistema, sostuvo, obliga a grandes esfuerzos de coordinación por flexibilizar en la práctica los procedimientos, situación que conspira contra una cabal solución de los problemas. Todo esto en el contexto de los nueve subsistemas de seguridad social respecto de los cuales la SUSESO debe cumplir su rol. Tales subsistemas son:
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A lo anterior se agregan las otras funciones que la SUSESO realiza:
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En materia de Contencioso de Seguridad Social, graficó, sólo el año 2012 se recibieron más de 54.000 presentaciones, el 70% de las cuales correspondió a licencias médicas. En estudios e investigaciones, en tanto, en la actualidad se están realizando estudios sobre el trabajo en altura geográfica y el de buzos submarinos. 

Contenido. Propuesta de Reforma
1) Nueva Estructura

2) Nuevas Funciones

3) Fiscalización

4) Procedimiento de Investigación y Sanción

5) Aumento Dotación
Nueva Estructura

Superintendencia de Seguridad Social

Estructura Propuesta
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En esta nueva estructura, señaló, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo será la encargada de velar por todos los temas vinculados a los accidentes del trabajo, como la resolución del contencioso administrativo, la fiscalización de las mutualidades o la correcta entrega de los beneficios a los trabajadores, por ejemplo.





La Intendencia de Beneficios Sociales, a su turno, podrá, a través de sus tres departamentos, abordar con la especialización que se requiere a las cajas de compensación, los fondos nacionales y otros beneficios y el control de las licencias médicas. 

Nuevas Funciones (básicamente en materia de seguridad laboral)

1) Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, para lograr su uniformidad mediante revisiones periódicas.

En la actualidad, explicó, puede ocurrir que el Ministerio de Agricultura emita una normativa relativa a los trabajadores agrícolas, que puede resultar igualmente aplicable a quienes se desempeñan como juniors expuestos al sol.

2) Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, con el objeto de conocer de mejor manera de qué se enferman o qué accidentes sufren los trabajadores en nuestro país, con miras a optimizar la fiscalización y la prevención.

3) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes. Dichas políticas, resaltó, deberán ser seguidas por las mutualidades en el diseño de sus programas de prevención.

4) Impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744, de conformidad a lo que disponga la política pública de seguridad y salud en el trabajo, en lo que corresponda, y fiscalizar que dichas entidades se ajusten a aquéllas.

5) Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral.
Nueva facultades de fiscalización

Facultades de Fiscalización

1) La constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la SUSESO, deberá ser autorizada por ella. Asimismo, estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que correspondan a otros organismos

2) Podrá inspeccionar todos los documentos de las instituciones sometidas a su supervigilancia que sean necesarios para fines de fiscalización, sin alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado. 

3) En el ejercicio de la labor fiscalizadora, la Superintendencia deberá siempre informar a la entidad respectiva acerca de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias proporcionadas al objeto de la fiscalización.

4) Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes.
Procedimiento para aplicar sanciones

Procedimiento de Investigación

1) Será facultad de la SUSESO ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios que correspondan a las instituciones públicas sometidas a su fiscalización, para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tienen los Jefes de Servicios respectivos (ordenar sumarios administrativos y aplicar las sanciones que establece el Estatuto Funcionario correspondiente, si se configura una falta administrativa).

2) En las demás entidades fiscalizadas, la Superintendencia podrá ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios pertinentes para acreditar las infracciones y las responsabilidades que correspondan en los hechos investigados.
Procedimiento de Investigación y Sanción

1) Auditorías: otorgar a las entidades fiscalizadas la posibilidad de detectar y corregir por sí mismas las irregularidades que se descubran, aplicando las medidas que sean necesarias, debiendo informar a la Superintendencia.

2) Procedimiento Sancionatorio: debido proceso para los presuntos infractores. La sanción sólo podrá ser aplicada cuando se cumplan las garantías constitucionales:

a) La instrucción del procedimiento se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor. 

b) El Superintendente dictará una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción.

c) De la sanción se podrá recurrir de reclamación ante la respectiva Corte de Apelaciones.

3) Aumento límite de multas: se podrá aplicar una multa de hasta 15.000 U.F.

4) El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.
Aumento Dotación

	CARGO
	GRADO
	CANTIDAD
	PROFESIÓN
	FUNCIÓN

	DIRECTIVO
	2
	1
	Abogado o ingeniero
	Jefatura de la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo

	PROFESIONAL
	8
	4
	Ingeniero o médico, especializado en prevención de riesgos profesionales
	Elaboración de pautas de autoevaluación, y Revisión de Normas y estándares de Seguridad y Salud en el Trabajo

	PROFESIONAL
	10
	3
	Ingeniero o médico, especializado en prevención de riesgos profesionales
	Registro de Accidentes Laborales, y Control de los Planes de Prevención de los Organismos Administradores.

	PROFESIONAL
	9
	1
	Ingeniero Actuario
	Supervisión basada en Riesgo de las Mutualidades de Empleadores

	PROFESIONAL
	9
	1
	Ingeniero (especialista en riesgos)
	

	PROFESIONAL
	10
	3
	Ingenieros (analistas en supervisión)
	

	PROFESIONAL
	8
	1
	Ingeniero Civil Industrial
	Gestión de Proyectos Tecnológicos

	PROFESIONAL
	10
	1
	Ingeniero Civil en Computación
	Procesamiento y Análisis de Datos

	TOTAL
	
	15
	
	



Enseguida, ante una consulta del Honorable Senador señor Escalona, puso de manifiesto que el buceo y el trabajo en alturas constituyen las dos actividades productivas más riesgosas del país, razón por la que son objeto de especial atención por parte de la autoridad. Respecto de los buzos, en particular, se realizó una licitación pública, que se adjudicó la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile, para llevar a cabo un levantamiento de información que permitiera caracterizar las edades, accidentes más frecuentes y situaciones de riesgos de quienes se desempeñan como tales. Tras esto, el siguiente paso es el trabajo en terreno con los trabajadores para poder conocer de manera exacta su realidad y adoptar, finalmente, las medidas de prevención que les deben ser aplicadas, e instruir a las mutualidades para que implementen las medidas de atención adecuadas en caso de accidentes.


El señor Subsecretario de Seguridad Social añadió que un estudio similar se está desarrollando sobre el trabajo en alturas geográficas. En ambos casos, un ulterior objetivo es servir de base para la regulación de formas y jornadas de trabajo a que deben estar sujetos.


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó, por una parte, con la relevancia de legislar sobre la reestructuración de la SUSESO, por la necesidad que existe de adecuarla a los requerimientos que en la actualidad debe satisfacer. Por lo mismo, expresó sus dudas de que un aumento de la dotación en 15 personas sea suficiente, sin perjuicio de la alusión que hiciera el señor Subsecretario al proyecto de ley que modifica la ley sobre accidentes del trabajo.  


Por otro lado, dio a conocer sus aprensiones sobre que la facultad de apelar ante la Corte de Apelaciones sólo se contemple por las multas que el Superintendente imponga. Una efectiva tutela judicial, sostuvo, debiera incluir la misma facultad respecto de las otras medidas disciplinarias de que los afectados sean objeto.    


El señor Subsecretario de Seguridad Social puntualizó que la referida iniciativa que modifica la ley sobre accidentes del trabajo, considera un aumento de dotación de 15 funcionarios para la SUSESO y de 120 para la Dirección del Trabajo, destinados exclusivamente a la fiscalización de accidentes laborales. Simultáneamente, el Servicio Nacional de Geología y Minería está incrementando sus fiscalizadores, que debieran alcanzar a alrededor de 70 hacia fines del presente año. 


Destacó, asimismo, que el Ejecutivo ha presentado a tramitación legislativa cuatro iniciativas relativas a la modernización del sistema de seguridad laboral, a saber: el que aprobó el  Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° 7.386-10); el que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores (boletín N° 8.573-13); el precitado que modifica la ley sobre accidentes del trabajo (boletín N° 8.971-13), y el que se está tramitando en esta ocasión ante la Comisión de Hacienda. Todos ellos, hizo hincapié, se encuentran debidamente coordinados entre sí. 


Por otra parte, llamó la atención sobre la eliminación, en el trámite seguido en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, de la disposición que ordenaba que tanto el Superintendente de Seguridad Social como el Fiscal y los Intendentes fueran nombrados con arreglo al Sistema de Alta Dirección Pública. El interés del  Ejecutivo, manifestó, es que dicha disposición se reponga, por tratarse de una  política que se está siguiendo en prácticamente todas las superintendencias. De hecho, culminó, en esta oportunidad se está utilizando la misma fórmula que se empleó en la ley N° 20.255 para incluir a la Superintendencia de Valores y Seguros en dicho Sistema. 

- - -

A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: 

- Artículo 1°: el artículo 1° del número 1); las letras e), g), j) y o) del artículo 2° del número 2); el artículo 4° del número 4); el número 5); el artículo 7° del número 6); el artículo 8° del número 7); los números 8), 9) y 10); el artículo 50 del número 27); el artículo 52 del número 29); las letras a) y b) del número 34); el artículo 60 del número 37); y el artículo 66 del número 39).

- Artículo 2°.

- Artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios.

Lo anterior, en los términos en que dichas disposiciones fueron aprobadas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo prescrito en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Del mismo modo, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre las indicaciones que, en el nuevo plazo abierto por la Sala del Senado, se presentaron al proyecto de ley. 


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las precitadas disposiciones de la iniciativa legal y aquellas que fueron objeto de indicaciones:

Artículo 1°

Introduce, a través de 39 numerales, una serie de enmiendas en la ley Nº 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

Número 1)





Sustituye el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- La Superintendencia de Seguridad Social, en adelante la Superintendencia, es un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.

La Superintendencia tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de institución fiscalizadora, en los términos del Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981.

La Superintendencia constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su domicilio es la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente establezca en otras ciudades del país.

Le corresponderá a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social y de protección social, como asimismo de las instituciones que los administren, dentro de la esfera de su competencia y en conformidad a la ley.”.

Este artículo 1° fue objeto de la indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar en el inciso quinto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración: “Dicha labor la realizará en todas las regiones del país, dando atención efectiva a quienes lo requieran en cada una de ellas en las materias propias de su competencia.”.

El señor Subsecretario de Previsión Social hizo ver que la preocupación por una atención más directa que la indicación denota, se encuentra en buena parte ya superada en la práctica, pues la SUSESO cuenta hoy con oficinas en tres regiones del país y está en proceso de apertura en otras cuatro más. En lo inmediato, de hecho, se inaugurarán oficinas en Arica, Talca y Coyhaique, y para 2015 se ha proyectado que su presencia alcance a cada una de las regiones de Chile.
A mayor abundamiento, agregó, recientemente la SUSESO ha suscrito un convenio con la Red de Multiservicios del Estado Chile Atiende, que le permitirá extender su cobertura a los 156 locales que dicha red tiene a lo largo del país.

Sin perjuicio de la anterior, previno sobre que, de incluirse una disposición como la que la indicación plantea, podría entenderse que la SUSESO se encontraría en la obligación de contar con oficina propia en cada región del país, mandato que no se halla en condiciones de satisfacer. Por ello, en opinión del Ejecutivo sería preferible mantener el texto del artículo 1° en los mismos términos que lo aprobara la Comisión de Trabajo y Previsión Social en segundo informe.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Enseguida, la Comisión tuvo presente que al hacer aplicable a la SUSESO el Sistema de Alta Dirección Pública, de conformidad con el inciso tercero del presente artículo, se contradice lo prescrito por el artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882. En lo pertinente, esta última disposición exceptúa a la SUSESO de las instituciones sujeta en el referido Sistema, lo que hace necesario establecer la debida concordancia entre la ley N° 16.395, que se está modificando, y la ley N° 19.882.

Con ese fin, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó solicitar a la Sala del Senado la apertura de un nuevo plazo de indicaciones. 

Los representantes del Ejecutivo estuvieron contestes en la precedente prevención y anunciaron la presentación de una indicación al efecto, de la que se da cuenta más adelante en el presente informe.

Puesto en votación el artículo 1° del número 1), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Novoa y Zaldívar.
Número 2)

Reemplaza el artículo 2° por otro que, a través de 18 literales, señala las funciones de la Superintendencia. El contenido de las letras e), g), j) y o), de competencia de la Comisión, es el siguiente:

Letra e)

“e) Realizar estudios e informes sobre aspectos médicos, actuariales, financieros, jurídicos y otros, referidos a materias de su competencia.”.

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Letra g)

“g) Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, el que deberá contener, a lo menos, la información de las denuncias de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales, los diagnósticos de enfermedad profesional, los exámenes y las evaluaciones realizadas, las calificaciones de los accidentes y enfermedades, y las actividades de prevención y fiscalización que correspondan, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles.
 



El Sistema se integrará además con la información relativa a la seguridad y salud en el trabajo que deberán proporcionar, en la forma y periodicidad que determine la Superintendencia, el Fondo Nacional de Salud, las secretarías regionales ministeriales de salud, las comisiones de medicina preventiva e invalidez, los servicios de salud, el Instituto de Seguridad Laboral, las instituciones de salud previsional, las mutualidades de empleadores y la Dirección del Trabajo; entidades que estarán obligadas a entregar los antecedentes que deban poseer de acuerdo a sus atribuciones legales. En caso que los organismos antes mencionados no dispongan de los antecedentes o no cumplan con su remisión dentro de los plazos fijados, dichas entidades deberán informar por escrito las razones e indicar el término en que lo harán. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir la información de que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales administrado por el Instituto de Previsión Social, como también la información que otras entidades públicas o privadas tengan en su poder y resulte necesaria para la integración del Sistema y el cumplimiento de su objetivo.

 



Corresponderá a la Superintendencia proporcionar acceso  a la información que conste en el Sistema Nacional de Información a las entidades públicas que la soliciten, exclusivamente dentro del ámbito de su competencia.

 



Será aplicable al personal de la Superintendencia lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.”.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el señor Subsecretario de Seguridad Social explicó que las entidades mencionadas en el párrafo segundo de la letra g) deben entregar la información que se señala a la SUSESO. Ésta, al integrarla y sistematizarla, deberá desde luego actuar con sujeción explícita a la legislación vigente sobre protección y privacidad de la información. 





La señora Superintendenta de Seguridad Social resaltó que para la SUSESO es del todo relevante contar con la información que las aludidas instituciones le puedan proporcionar. Sólo así le es posible realizar gestión sobre los accidentes del trabajo y determinar, por ejemplo, qué accidentes están sufriendo los trabajadores, qué los produjo o cuál es el tratamiento que han recibido, para posteriormente diseñar y planificar medidas de prevención. 





El Honorable Senador señor Novoa consultó si la “información relativa a la seguridad y salud en el trabajo” corresponde a un concepto claramente delimitado o no. Manifestó, al respecto, sus reparos a que la ficha médica de cualquier persona se vea expuesta estar circulando por distintas manos e instituciones estatales.

La señora Superintendenta de Seguridad Social afirmó que el alcance de la información en cuestión es absolutamente específico. Los antecedentes que se soliciten en el ámbito de la salud pública, profundizó, posibilitarán que las medidas de prevención se extiendan al mundo obrero; y los que se requieran de las isapres permitirán, por ejemplo, identificar de manera precisa que ciertas enfermedades que se creen comunes tienen, en rigor, el carácter de profesionales por haber sido adquiridas en los lugares de trabajo. 

La Comisión acordó realizar las siguientes enmiendas en la letra g):





- En el párrafo primero, intercalar, entre “mantener” y “el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo”, la palabra “actualizado”.





- En el párrafo segundo, después del primer punto seguido, suprimir la frase “los organismos antes mencionados”.

 Lo anterior fue aprobado, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Letra j)


“j) Evacuar los informes técnicos que soliciten los tribunales de justicia, en materias propias de su competencia.”.

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Letra o)

“Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral, que incluirá los resultados alcanzados, los principales hitos en el desarrollo de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, y los avances que se registren en el logro de los objetivos, indicando niveles de cumplimiento de los mismos y perspectivas para el futuro. Además, recopilará, consolidará y sistematizará la información que proporcionen los organismos administradores de la ley Nº 16.744 y las diversas instituciones públicas con competencias en materias de seguridad y salud laboral, directamente o  a través del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

Dicha Memoria se remitirá al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a más tardar el mes de mayo de cada año.”.

La Comisión acordó intercalar, en el párrafo primero de esta letra, entre “Elaborar” y “la Memoria Anual”, las palabras “y publicar”. Lo hizo, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Número 4)

Sustituye el artículo 4° por el que sigue:

“Artículo 4°.- Un funcionario con el título de Superintendente de Seguridad Social es el Jefe Superior de la Superintendencia y tiene la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

Al efecto, el Superintendente tendrá el grado 1°, de la escala de fiscalizadores correspondiente al primer nivel jerárquico, y los cargos de Fiscal e Intendentes, grado 2° de la escala de fiscalizadores, correspondientes al segundo nivel jerárquico.

Corresponderá al Superintendente, especialmente: 

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia.

b) Establecer oficinas regionales o provinciales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

c) Dictar los reglamentos e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento de la Superintendencia.
d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes.
e) Ejercer, respecto del personal de la Superintendencia, todas las atribuciones que corresponden a un jefe superior de servicio.

f) Encomendar a las Intendencias de la Superintendencia, a su Fiscalía, y a las unidades que componen su organización interna, las funciones que estime necesarias.
g) Aplicar las sanciones que señalen las leyes.
h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Rendir cuenta anualmente de su gestión, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.
j) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.”.

El Honorable Senador señor Novoa hizo referencia a la modificación que la Comisión de Trabajo y Previsión Social hizo en el inciso segundo de este artículo, al eliminar la oración, aprobada previamente en general por el Senado, que disponía que el Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes serían nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882. Correspondiendo estos cargos a los dos más altos niveles jerárquicos, indicó, su nombramiento debe quedar sujeto al Sistema de Alta Dirección Pública, en concordancia con lo aprobado en el nuevo artículo 1° de la ley N° 16.395, que ordena que la SUSESO se rija por dicho Sistema.

La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar, acordó reponer, en el inciso segundo del artículo 4°, la aludida oración que había sido suprimida por la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Lo hizo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, 

Posteriormente, la Comisión tomó conocimiento de la indicación número 2 formulada al artículo 4°, del Honorable Senador señor Horvath,  para sustituir la letra b) del inciso tercero por la siguiente: 

“b) Establecer oficinas regionales. Además podrá establecer oficinas provinciales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Número 5)





Deroga el artículo 6°.





Cabe consignar que, en términos generales, el artículo 6° de la ley N° 16.395 establece el régimen remuneracional del Superintendente de Seguridad Social. Asimismo, lo faculta para disponer la contratación de personal a contrata o a honorarios, para autorizar la realización de trabajos en horas extraordinarias y para contratar, a honorarios, los servicios de instituciones, profesionales o expertos que deban desarrollar determinados trabajos. 

Número 6)

Sustituye el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- El personal de la Superintendencia se regirá por la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal que se asigne a tales funciones no podrá exceder del 10% del personal a contrata de la institución.”.

Número 7)

Reemplaza el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- La Superintendencia se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y las funciones que correspondan a cada una de sus unidades.”.

Número 8)

Deroga los artículos 9° y 10.

El artículo 9° de la ley N° 16.395 establece la planta de la Superintendencia de Seguridad Social.

El artículo 10, en tanto, expresa que para efectos de lo dispuesto en el artículo 381 del decreto con fuerza de ley 338, de 1960, se considerarán como empleados superiores de la institución al Superintendente de Seguridad Social, al Fiscal y al Intendente Abogado.

El número 5), el artículo 7° del número 6), el artículo 8° del número 7) y el número 8) fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 9)

Realiza las siguientes dos enmiendas en el artículo 11:

a) Elimina la frase “de la planta”, y

b) Sustituye la oración “de las entidades que fiscalice” por “en las entidades que fiscalice”.

Cabe señalar que el artículo establece la incompatibilidad de los cargos de la planta de la Superintendencia con cualquier empleo de las entidades que fiscalice.





El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, en su opinión, una incompatibilidad como la que el artículo 11 contempla debiera considerar, además, un período de tiempo previo en el que quien se vaya a desempeñar como funcionario no haya prestado servicios en una entidad fiscalizada; y otro posterior en el que quien haya sido funcionario no comience a trabajar en un ex fiscalizado. 





La señora Superintendente de Seguridad Social señaló que el artículo 11 sólo busca cubrir el período en que una persona es funcionaria de la SUSESO. Cuando dejan de serlo, corresponde aplicar la regla general prescrita en el artículo 56 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, que establece, hasta por seis meses, la incompatibilidad de ex funcionarios de un organismo fiscalizador para mantener una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización de aquél.





Debe tenerse en consideración, agregó, que el universo de fiscalización de la SUSESO es muy amplio, pues se extiende, entre otros, a las mutuales, cajas de compensación, Instituto de Seguridad Laboral, Comisión Médica de Reclamos, municipalidades, intendencias, universidades públicas y servicios públicos y, de manera parcial, a las compañías de seguros, las AFP y las isapres. Si se tiene en cuenta, razonó, que las materias que aborda la Superintendencia sólo llegan a dominarlas quienes logran especializarse gracias al estudio o, fundamentalmente, el trabajo en ellas, lo cierto es que una ampliación de la incompatibilidad repercutiría en la disponibilidad de capital humano para el desempeño de esta clase de funciones   





El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en su postura, que se funda en la necesidad de profundizar cada vez más la probidad y transparencia en materia de incompatibilidades funcionarias.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que una medida como la sugerida por el Honorable senador señor Zaldívar podría ser eventualmente practicable si la incompatibilidad se acotara a empleos de sólo ciertas entidades fiscalizadas. 




La señora Superintendenta de Seguridad Social reiteró que las específicas competencias que desempeñarse en la SUSESO requiere, hacen aconsejable no extender la cobertura de la incompatibilidad. A vía ejemplar, indicó que sólo es posible encontrar médicos especializados en seguridad social en la Superintendencia y en las mutualidades, por lo que cualquier otro que proceda desde otra área de la medicina requerirá tiempo y capacitación para llegar a tener la especialización necesaria. De ahí que sea corriente que la SUSESO recurra a médicos que han pasado previamente por las mutuales; pero en estos casos operan los mecanismos internos de control, como la prohibición de que un médico que trabaje para la Superintendencia pueda pronunciarse sobre eventos acaecidos en la mutual en la que laboraba anteriormente.  

Puesto en votación el número 9), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 10)

Deroga los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20.

Dichos artículos, es dable consignar, contienen en general disposiciones alusivas al desempeño de cargos médicos, de auditores y de actuarios, de oficiales del departamento jurídico e inspector técnico de construcciones en la Superintendencia.

El número 10) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 24)





Sustituye el artículo 46 por el siguiente:

“Artículo 46.- El Superintendente deberá observar todo acuerdo de los directorios o consejos de las instituciones fiscalizadas que estime contrario a las leyes vigentes o al interés de las instituciones. Esta facultad deberá ejercerla por escrito y dentro del plazo de siete días hábiles, contado desde la fecha en que conste la recepción del acuerdo en la Superintendencia.

Los directorios o consejos de las entidades cuyos acuerdos hayan sido observados por el Superintendente en razón del interés de dichas entidades, podrán, con  los votos de los dos tercios de sus integrantes, insistir en dicho acuerdo, en cuyo caso deberá cumplirse.

En todo caso, la entidad fiscalizada deberá adoptar todas las medidas necesarias para velar por el adecuado cumplimiento del acuerdo insistido, debiendo registrar los resultados del mismo. Deberá informar de dichos resultados a la Superintendencia con la periodicidad que ésta determine.”.

Fue objeto de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir su inciso segundo por el siguiente: 

“Los Directorios o Consejos de las entidades cuyos acuerdos hayan sido observados por el Superintendente en razón del interés de dichas entidades, podrán, con  los votos de los dos tercios de sus integrantes, decidir recurrir en contra de dicha resolución ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio donde se encuentre ubicada su casa matriz. El referido recurso de reclamación debe interponerse dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de la respectiva resolución, se tramitará en cuenta y con preferencia, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, que deberá remitirse en el plazo de seis días hábiles. Vencido este plazo, el tribunal procederá a la vista de la causa y resolverá sin más trámite. En contra de la resolución que dicte la Corte, no procederá recurso alguno.”

La señora Superintendenta de Seguridad Social explicó que actualmente corresponde a la SUSESO pronunciarse respecto de las dudas en el proceder o sobre legalidad que le presenten los directorios de las mutuales o cajas de compensación, pudiendo formular observaciones al efecto. Si el vicio es de legalidad, no puede desde luego el fiscalizado insistir en él; pero si es sólo sobre la conveniencia de proceder de una manera u otra, sí puede insistir y ejecutarlo, previo acuerdo de los dos tercios de los consejeros con derecho a voto.   

De acuerdo con lo expuesto, razonó, sería inadecuado aprobar una indicación como la que se está analizando, pues constituiría un incentivo para la irresponsabilidad de los directorios. Así, si la Corte de Apelaciones autoriza un acuerdo previamente observado por la Superintendencia, que produce perjuicios para los afiliados o la misma institución fiscalizada, ya no se podrán ejercer acciones para perseguir la responsabilidad civil del directorio. Esta prevención, ahondó, cobra mayor sentido si se tiene en cuenta que las Cortes, al no ser necesariamente especializadas en las materias que aborda la SUSESO, corren el riesgo de no sopesar todas las consecuencias que de sus decisiones pudieran seguirse.

El Honorable Senador señor Zaldívar agregó que introducir el elemento que propone la indicación implicaría, además, judicializar un tema que debiera restringirse al ámbito de acción de la Superintendencia.   

La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Número 27)

Reemplaza el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- De conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 35, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sujetas a la fiscalización de la Superintendencia estarán obligados a prestar declaración en los casos en que sean requeridos y, si no lo hicieren, previa aplicación del procedimiento sancionatorio y mediante resolución fundada, se les podrá aplicar una multa de hasta cincuenta unidades de fomento.”.

Cabe señalar que el presente proyecto de ley sustituye el artículo 25 de la ley N° 16.395 por otro nuevo que, en su inciso quinto, faculta a la Superintendencia para, si lo estima necesario,  solicitar declaración por escrito o citar a declarar a los jefes superiores o representantes de las entidades o personas fiscalizadas. 

El artículo 50 fue objeto de la indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el siguiente:

 “Artículo 50.- De conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 35, los Consejeros, Directores, Vicepresidentes y Administradores de las instituciones sujetas a la fiscalización de la Superintendencia estarán obligados a prestar declaración en los casos en que sean requeridos y, si no lo hicieren con justificación plausible, previa aplicación del procedimiento sancionatorio y mediante resolución fundada, se les aplicará una multa de hasta cien Unidades de Fomento.”.

La Comisión tuvo presente que, en relación con el artículo 50 aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe, esta indicación sólo añade la plausibilidad de la justificación de las autoridades de las instituciones fiscalizadas que no presten declaración cuando sean requeridos, y la posibilidad de que la multa pueda ascender hasta cien unidades de fomento. 

El señor Subsecretario de Previsión Social manifestó que el monto de hasta cincuenta unidades de fomento se explica solamente por hacerlo coincidente con la dieta máxima para los directores prevista en el estatuto orgánico de las mutualidades. Con todo, en opinión del Ejecutivo no habría inconvenientes si lo que se pretende es incrementar el tope.   

Además, puso de relieve, en todo caso la resolución de la Superintendencia que impone la multa debe ser fundada.

La señora Superintendenta de Seguridad Social acotó que el artículo 50 contempla que la aplicación de la multa sea precedida por un procedimiento sancionatorio en el que la autoridad investiga. Éste es el espacio en el que el fiscalizado debe justificar por qué no ha prestado la declaración que le ha suido requerida.   

El señor Presidente de la Comisión propuso acoger, de la indicación, exclusivamente la posibilidad de que la multa pueda ascender hasta cien unidades de fomento.

Puesta en votación la indicación número 4, con la enmienda sugerida, resultó aprobada por tres votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, y en contra el Honorable Senador señor Kuschel. 

Número 29)

Reemplaza el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Si de los procedimientos sancionatorios resultare comprometida la responsabilidad de algún consejero, director, vicepresidente o administrador de las instituciones sometidas a su fiscalización, se aplicarán las sanciones del artículo 57 de esta ley.”.

Dicho artículo 57 -objeto también de modificaciones en el proyecto de ley en estudio-, faculta a la Superintendencia para aplicar la sanción de multa.
Puesto en votación el artículo 52 del número 29, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 30)

Por medio de dos literales, realiza las siguientes enmiendas en el artículo 53:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “el correspondiente sumario,” por “el procedimiento sancionatorio que corresponda,”, y
b) Sustituye el inciso segundo por el siguiente:

“Las sanciones que resulten del procedimiento indicado se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil de los directores, consejeros, vicepresidentes o administradores de las instituciones sometidas a su fiscalización, que responderán, solidariamente, con arreglo a las leyes, por los perjuicios que hayan irrogado a la institución o a los beneficiarios de los regímenes de seguridad social que administren, por la aplicación del acuerdo insistido.”.




Cabe señalar que el artículo 53 prescribe que si como consecuencia del cumplimiento de un acuerdo observado por la Superintendencia, se siguiera perjuicio para la institución respectiva, deberá la Superintendencia instruir el sumario pertinente. Las sanciones que de éste resulten se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil de él o los consejeros afectados.

La letra b) del número 30) fue objeto de la indicación número 5, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, entre “responsabilidad” y “civil”, las palabras “penal y”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

Número 34)

Formula dos enmiendas en el artículo 57:

a) Sustituye en el inciso primero el guarismo “1.000” por “15.000”.

Se incrementa, de este modo, el monto de la multa que la Superintendencia puede aplicar, haciéndola coincidente con la que la Superintendencia de Valores y Seguros está facultada para imponer, con arreglo al artículo 28 del decreto ley N° 3.538, de 1980.  

b) Agrega los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

“El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

  En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, o se les apliquen multas por infracciones reiteradas, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.

Sobre la letra b) del número 34) recayó la indicación número 6, del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar, en el nuevo inciso tercero que se propone, la siguiente frase: “, por el período de cinco años”.

La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

Puestas en votación las letras a) y b) del número 34), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 37)

Sustituye el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen una multa tendrán mérito ejecutivo.
El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 58.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a esta ley deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

La cobranza de las multas impagas corresponderá a la Tesorería General de la República, que para estos efectos aplicará los procedimientos administrativos y judiciales establecidos por el Código Tributario para el cobro de los impuestos morosos.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legal o convencionalmente serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario. Si la multa no fuere procedente y, no obstante hubiese sido enterada, la Superintendencia o la Corte en su caso, deberán ordenar que se devuelva, debidamente reajustada, en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del citado Código.”.
Puesto en votación el artículo 60 del número 37), fuer aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -





A continuación, la Comisión tomó conocimiento de la indicación número 7, del Honorable Senador señor Tuma, para intercalar, en el artículo 1°, un numeral 38), nuevo, que agrega los siguientes artículos 60 ° a 60 G, nuevos:

“Artículo 60 A.- Las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia sólo podrán efectuar operaciones con sus personas relacionadas cumpliendo con los requisitos de este párrafo, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.  

Se entenderá por operación con personas relacionadas cualquier negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la institución sometidas a fiscalización y alguna de las personas que se indican en el artículo siguiente.

Artículo 60 B.- Son personas relacionadas a una institución sometida a fiscalización: 

a) Los directivos de la institución;

b) Los miembros o socios de la respectiva institución;

c) Las personas naturales que tengan la calidad de directivo de cualquier persona jurídica que sea socio o miembro de la institución, o  que posea directa o indirectamente 10% o más del capital de aquella;  

d) Los cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de cualquiera de las personas indicadas en las letras a) b) y c);

e) Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en las letras a), b),  c) y d) posea directa o indirectamente 10% o más del capital o la calidad de directivo; 

f) Las personas naturales o jurídicas que tengan con cualquiera de las personas indicadas en las letras a), b), c) y d) negocios en común en cuya propiedad o control influyan en forma decisiva; y

g) Las entidades en cuya propiedad la institución tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución pueda elegir a lo menos a un miembro del directorio u órgano de administración.

Artículo 60 C.- Las operaciones sujetas a este párrafo deberán ajustarse a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado a la fecha de su celebración.

Artículo 60 D.- Cada una de las operaciones a que se refiere este párrafo deberá ser aprobada, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los miembros del directorio u órgano de administración, debiendo excluirse de la votación aquellos miembros que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate.

Salvo prueba en contrario, se presumirá que un director o miembro del órgano de administración tiene interés en una operación cuando en ella intervenga cualquiera de las siguientes personas:

a) Él mismo, su cónyuge o cualquiera de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;

b) Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en la letra a) posea el 10% o más del capital o la calidad de directivo; 

c) Las personas naturales o jurídicas que con cualquiera de las personas indicadas en la letra a) tengan, o hayan tenido durante los últimos doce meses, negocios en común en cuya propiedad o control participen o hayan participado en forma significativa; o,

d) Las personas naturales o jurídicas que con cualquiera de las personas indicadas en la letra a) tengan, o hayan tenido durante los últimos doce meses, relaciones comerciales o profesionales de cualquier tipo por un monto individual o agregado superior a 2.000 unidades de fomento.

Artículo 60 E.- En el acta de la reunión del directorio u órgano de administración que apruebe la operación, se deberá dejar constancia, a lo menos, de lo siguiente:

a) La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales del contrato u operación de que se trate; 

b) La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma;

c) La individualización de los directores o miembros del órgano de administración que aprobaron la operación;

d) La individualización del o los directores o miembros del órgano de administración que se hayan abstenido por tener interés en la operación  de la respectiva votación, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación; y

e) Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a condiciones de mercado.

Artículo 60 F.- La institución deberá comunicar trimestralmente a la Superintendencia los acuerdos del directorio u órgano de administración equivalente que hubieren aprobado operaciones con relacionadas, incluyendo copia íntegra del acta de la reunión respectiva.

Artículo 60 G.- La Superintendencia, cualquier socio o miembro de la respectiva institución y cualquiera de los directores o miembros del órgano de administración que no hubiere concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este párrafo podrá, a nombre de la respectiva corporación, perseguir judicialmente las responsabilidades de los directores o miembros del órgano de administración que corresponda que hubieren aprobado la operación. A estos efectos, los directores o miembros del órgano de administración que corresponda que hubieren aprobado la operación serán solidariamente responsables de los perjuicios causados.”.

La indicación número 7 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por no guardar relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

Número 39)

Reemplaza el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d) Los frutos de sus bienes.

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

h) Otros recursos que establezcan las leyes.”.

Puestos en votación el artículo 66 del número 39), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 2°

A través de 4 numerales, introduce diversas modificaciones en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que crea las Plantas de la Superintendencia de Seguridad Social y fija requisitos de ingreso:

1) Agrega, a continuación de la expresión “JEFE SUPERIOR DE SERVICIO”, la siguiente: “Primer Nivel Jerárquico”.

2) Sustituye la expresión “De exclusiva confianza” por “Segundo Nivel Jerárquico”.

3) Reemplaza la palabra “Subdirector” por “Intendentes”, y, en el número de cargos frente a dicha denominación, sustituye el guarismo “1” por “2”.

4) Reemplaza la denominación “Subdirector Fiscal” por “Fiscal”.

La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar, acordó dejar las siguientes constancias:

- Que las enmiendas que el presente artículo introduce sólo inciden sobre el primer y segundo nivel jerárquico de la planta de la Superintendencia de Seguridad Social, y no guardan relación con aquellos funcionarios regidos por el artículo 8° del Estatuto Administrativo ni con los funcionarios de carrera. 

- Que la denominación de “Intendentes” que el número 3) del artículo 2° introduce entre los cargos directivos de la Superintendencia en reemplazo de la de “Subdirector”, no guarda relación con la referencia a “intendentes” que el artículo trigésimo octavo de la ley N° 19.882 contempla para indicar quiénes no podrán ser calificados como altos directivos públicos. Esta última se entiende realizada a quienes desempeñan el cargo de intendentes regionales -funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República- a lo largo del país.  
Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

Enseguida, la Comisión conoció la indicación número 8, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3°. Elimínase del artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882, la expresión “Superintendencia de Seguridad Social,”.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar.
- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que el presente proyecto propone, se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos.

La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar, acordó realizar las siguientes dos enmiendas formales en el artículo primero transitorio: sustituir, entre “traspasen” y “la Partida”, la preposición “de” por “desde”, y eliminar la palabra “Presupuestaria”. Lo hizo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, 
Artículo segundo
Aumenta la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Seguridad Social en 15 cupos.

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo tercero

Dispone que al momento de entrar en vigencia la  ley que se está proponiendo, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo cuarto

Prescribe que en tanto los cargos calificados como de Alta Dirección Pública no se provean conforme a las normas del Título VI de la ley N° 19.882, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que los sirvan continuarán percibiendo las remuneraciones propias del régimen al que se encuentren afectos.

Los artículos tercero y cuarto transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

- - -


Una vez despachado el proyecto de ley, el Honorable Senador señor Escalona razonó acerca de lo contradictorio que resulta que, mientras por una parte se avanza en la reestructuración de la SUSESO para adecuarla a las necesidades que debe satisfacer, por otra nada se innova en la remuneración que percibe su Superintendente, que sigue siendo más baja que las que reciben quienes desempeñan exactamente el mismo cargo en las superintendencias encargadas de la supervisión del sistema financiero.


Solicitó a los representantes del Ejecutivo, al efecto, transmitir a Su Excelencia el Presidente de la República la importancia de reconocer la jerarquía política de la SUSESO, equiparando el nivel de sus remuneraciones al de las superintendencias del sector financiero.


El señor Subsecretario de Previsión Social valoró la inquietud manifestada por Su Señoría, y comprometió la realización de las gestiones y consultas con las autoridades pertinentes para que una modificación en ese sentido pueda ser eventualmente incorporada en el proyecto de ley modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores (boletín N° 8.573-13), actualmente en tramitación en el Senado.

La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, hizo ver que las superintendencias se encuentran adscritas al régimen general de remuneraciones del decreto ley N° 3.551, de 1981, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público. En el mes de diciembre de cada año, expuso, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda emite un decreto en el que fija los porcentajes de las asignaciones variables que a cada superintendencia se aplican, que hoy en día difieren entre la SUSESO y la SVS y la SBIF, por ejemplo. Para modificarlos, entonces, basta con que en este último decreto se realice el correspondiente ajuste, no tratándose, en consecuencia, de un asunto que precise enmendar una ley. 


El señor Subsecretario de Previsión Social valoró expresó que uno de los motivos que suele argüirse para justificar que las remuneraciones de la SUSESO sean inferiores que los de las superintendencias del sector financiero, es que estas últimas supervigilan materias relacionadas con programas financieros y administración de fondos, por ejemplo. Esta mirada, empero, soslaya el hecho que la SUSESO también lo hace, pues supervisa a las cajas de compensación, que cuentan con carteras de créditos superiores a US$ 3.200 millones, y administra los fondos nacionales de asignaciones familiares y subsidio único familiar, cuestiones que desde luego implican responsabilidad financiera asociada a la gestión.  

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de julio de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. El proyecto de ley que se presenta tiene por objetivo modernizar la normativa orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social, otorgándole nuevas atribuciones y funciones, de manera de fortalecer el rol de la Superintendencia en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.

2. En efecto, se ha estimado necesario revisar y actualizar, dentro de los estándares de exigencia aplicables a los servicios públicos, las funciones que corresponden a la Superintendencia de Seguridad Social, destacando entre ellas:

a. Fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las normas legales y reglamentarias de seguridad social de su competencia.

b. Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia.

c. Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores y pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso.

3. Por otra parte, también se otorga particular realce a aquellas facultades que se relacionan directamente con la seguridad y salud en el trabajo, por lo que se incorporan como nuevas funciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

a. Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, propendiendo a su uniformidad y su revisión periódica.

b. Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

c. Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral.

4. Para cumplir estas funciones, la Superintendencia de Seguridad Social se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, y la Intendencia de Beneficios Sociales.

El Superintendente y los cargos de Fiscal y de Intendentes, serán designados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

Del mismo modo, el Superintendente con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la entidad en análisis, y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de sus unidades.

5. Con el objeto de poder enfrentar las nuevas funciones y complementar la estructura definida, se ha estimado necesario modificar la planta de la Superintendencia, creando un cargo de Intendente.

Asimismo, se aumenta la dotación de la institución en comento en catorce funcionarios profesionales.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Tal como se ha señalado, el proyecto de ley fortalece y establece nuevas funciones para la Superintendencia de Seguridad Social, lo que implicará el incremento de la dotación máxima de personal en 15 personas, con el consiguiente gasto operacional, según se desglosa en el siguiente cuadro:

                                                                              Mill $ 2011
	Concepto
	Año 1
	Año 2 y siguientes

	Gastos en Personal
	469,6
	469,6

	Bienes y Servicios de Consumo
	41,4
	16,4

	Adquisición de Activos no Financieros
	4,8
	0

	Total
	515,8
	486,0

	N° Cargos
	15
	15


2. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Posteriormente, con fecha 12 de septiembre de 2012 la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Complementario:

“I. Antecedentes.
Las indicaciones tienen por objeto introducir modificaciones en diferentes artículos del proyecto de ley en referencia, que moderniza la normativa orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social, otorgándole nuevas atribuciones y funciones, de tal forma de mejorar su comprensión, reemplazando expresiones, frases y agregando nuevos incisos a los artículos existentes.

Las principales modificaciones consisten en precisar algunas de las funciones y atribuciones de la Superintendencia, de forma de permitirle cumplir su rol fiscalizador dentro de un ámbito claro de competencia, pero suficientemente amplio, en algunas ocasiones para requerimientos específicos.

Ilustra la afirmación anterior, la modificación a la letra e) del artículo 2°, que precisa la facultad que tiene la Superintendencia para realizar informes y estudios, actualmente acotada en el proyecto a "aspectos médicos, actuariales, financieros o jurídicos referidos a materias de su competencia", redacción que ante eventos específicos pudieran limitarla, por lo que mediante la presente indicación se agrega "y otros que sean necesarios para la evaluación, análisis y desarrollo de las materias".

Del mismo modo, en la letra g) del artículo 2°, se amplía la información que deberá contener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, para hacerlo más integral y abierto a la evolución de los requerimientos que puedan presentarse.

Finalmente, se modifica el artículo 32° de tal forma que la constitución de todas las sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la Superintendencia de Seguridad Social deberá ser autorizada por dicha Superintendencia. Estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a su fiscalización, sin perjuicio de las facultades que le corresponda a otros organismos. 

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las indicaciones no implicarán un mayor gasto fiscal al establecido en el Informe Financiero N° 78 del 25 de Julio de 2011.”.

Más tarde, el 6 de mayo de 2013, la Dirección de Presupuestos emitió otro Informe Financiero Complementario, del siguiente tenor:

“I Antecedentes.

Se retiran indicaciones y se incorporan otras nuevas al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y que fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.

Las indicaciones tienen relación con precisar las funciones de la Superintendencia de Seguridad Social, las obligaciones que tendrán las entidades fiscalizadas y aumentar el porcentaje del personal a contrata que podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura desde el 7% al 10% del personal a contrata de la institución.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La incorporación de estas indicaciones no tiene impacto fiscal respecto de lo establecido en el Informe Financiero N° 78 del año 2011 y del Informe Financiero N° 127 del año 2012.”.

Finalmente, con fecha 10 de junio de 2013 la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Sustitutivo:

“I Antecedentes.

1. El proyecto de ley tiene por objetivo modernizar la normativa orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social, otorgándole nuevas atribuciones y funciones, de manera de fortalecer el rol de la Superintendencia en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.

2. En efecto, se ha estimado necesario revisar y actualizar, dentro de los estándares de exigencia aplicables a los servicios públicos, las funciones que corresponden a la Superintendencia de Seguridad Social, destacando entre ellas:

a. Fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las normas legales y reglamentarias de seguridad social de su competencia.

b. Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia.

c. Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores y pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso, dentro del ámbito de su competencia.

3. Por otra parte, también se otorga particular realce a aquellas facultades que se relacionan directamente con la seguridad y salud en el trabajo, incorporándose nuevas funciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

a. Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, para lograr su uniformidad, mediante revisiones periódicas.

b. Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

c. Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral.

4. Para su cumplimiento, la Superintendencia de Seguridad Social se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

El Superintendente, junto a los cargos de Fiscal y de Intendentes, serán designados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

Del mismo modo, el Superintendente con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la entidad en análisis, y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de sus unidades.

5. Con el objeto de poder enfrentar las nuevas funciones y complementar la estructura definida, se ha estimado necesario modificar la planta de la Superintendencia, creando un cargo de Intendente.

Adicionalmente, se aumenta la dotación de la institución en catorce cargos profesionales.

6. Se han incorporado indicaciones que han tenido como propósito mejorar la comprensión del proyecto original reemplazando expresiones, frases y agregando nuevos incisos a los artículos existentes. Además, se ha aumentado desde el 7% al 10 % el personal a contrata que padrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.

II Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Tal como se ha señalado, el proyecto de ley fortalece y establece nuevas funciones pare la Superintendencia de Seguridad Social, lo que implicara el incremento de la dotación máxima de personal en 15 cargos, con el consiguiente gasto operacional, según se desglosa en el siguiente cuadro:

                                                                   Mill $ 2013
	Concepto
	Año 1
	Año 2 y siguientes

	Gastos en Personal
	517,7
	517,7

	Bienes y Servicios de Consumo
	43,7
	17,3

	Adquisición de Activos no Financieros
	5,1
	0

	
	
	

	Total
	566,5
	535,0

	N° Cargos
	15
	15


El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe:

Artículo 1°

Número 2)

Artículo 2°

Letra g)

Párrafo primero


Intercalar, entre “mantener” y “el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo”, la palabra “actualizado”.

Párrafo segundo

Después del primer punto seguido, a continuación de “En caso que”, suprimir la frase “los organismos antes mencionados”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Letra o)

Párrafo primero

Intercalar, entre “Elaborar” y “la Memoria Anual”, las palabras “y publicar”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 4)

Artículo 4°

Inciso segundo


Incorporar la siguiente oración inicial:


“El Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes, serán nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 27)

Artículo 50


Sustituir “cincuenta” por “cien”. (Mayoría de votos 3x1. Indicación número 4). 

Número 30)

Artículo 53

Letra b)

Intercalar, entre “responsabilidad” y “civil”, las palabras “penal y”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 5).

- - -


Incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3°. Elimínase del artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882, la expresión “Superintendencia de Seguridad Social,”.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 8).

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Sustituir, entre “traspasen” y “la Partida”, la preposición “de” por “desde”, y eliminar la palabra “Presupuestaria”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

1) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- La Superintendencia de Seguridad Social, en adelante la Superintendencia, es un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.

La Superintendencia tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de institución fiscalizadora, en los términos del Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981.

La Superintendencia constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su domicilio es la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente establezca en otras ciudades del país.

Le corresponderá a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social y de protección social, como asimismo de las instituciones que los administren, dentro de la esfera de su competencia y en conformidad a la ley.”.
2) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- Son funciones de la Superintendencia las siguientes:

a) Fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las normas legales y reglamentarias de seguridad social de su competencia. 

b) Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia, en tanto sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.

Asimismo, deberá impartir instrucciones a las instituciones sometidas a su fiscalización sobre los procedimientos para el adecuado otorgamiento de las prestaciones que en cada caso correspondan, dentro del ámbito de su competencia.

Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia convocará a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios, salvo que por la naturaleza de la materia de que se trate o la oportunidad en que deban surtir efecto las respectivas instrucciones, esta instancia no sea procedente. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.

c) Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores, pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso, dentro del ámbito de su competencia.

d) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en materias de su competencia y proponer las reformas legales y reglamentarias que la técnica y experiencia aconsejen.

e) Realizar estudios e informes sobre aspectos médicos, actuariales, financieros, jurídicos y otros, referidos a materias de su competencia.
f) Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, para lograr su uniformidad, mediante revisiones periódicas.
g) Administrar y mantener actualizado el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, el que deberá contener, a lo menos, la información de las denuncias de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales, los diagnósticos de enfermedad profesional, los exámenes y las evaluaciones realizadas, las calificaciones de los accidentes y enfermedades, y las actividades de prevención y fiscalización que correspondan, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles.
El Sistema se integrará además con la información relativa a la seguridad y salud en el trabajo que deberán proporcionar, en la forma y periodicidad que determine la Superintendencia, el Fondo Nacional de Salud, las secretarías regionales ministeriales de salud, las comisiones de medicina preventiva e invalidez, los servicios de salud, el Instituto de Seguridad Laboral, las instituciones de salud previsional, las mutualidades de empleadores y la Dirección del Trabajo; entidades que estarán obligadas a entregar los antecedentes que deban poseer de acuerdo a sus atribuciones legales. En caso que no dispongan de los antecedentes o no cumplan con su remisión dentro de los plazos fijados, dichas entidades deberán informar por escrito las razones e indicar el término en que lo harán. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir la información de que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales administrado por el Instituto de Previsión Social, como también la información que otras entidades públicas o privadas tengan en su poder y resulte necesaria para la integración del Sistema y el cumplimiento de su objetivo.

 Corresponderá a la Superintendencia proporcionar acceso  a la información que conste en el Sistema Nacional de Información a las entidades públicas que la soliciten, exclusivamente dentro del ámbito de su competencia.

Será aplicable al personal de la Superintendencia lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.

h) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la evaluación y diseño de políticas públicas en las materias de su competencia, incluyendo la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sean pertinentes.

i) Impartir instrucciones a los organismos administradores de la ley N° 16.744 de conformidad a lo que disponga la Política Pública de Seguridad y Salud en el Trabajo, en lo que corresponda, y fiscalizar que dichas entidades se ajusten a aquéllas.

j) Evacuar los informes técnicos que soliciten los tribunales de justicia, en materias propias de su competencia.
k) Velar porque las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieren corresponder a otros organismos fiscalizadores.
l) Examinar, calificar y observar los estados contables y financieros de las entidades sometidas integralmente a su fiscalización, los que, según una norma de general aplicación que establezca la Superintendencia, deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.
m) Ordenar la realización de auditorías o, en casos calificados, instruir los procedimientos sancionatorios a las entidades fiscalizadas, procediendo a la aplicación de las sanciones que corresponda, sin perjuicio de la facultad de formular denuncias y querellas ante el Ministerio Público y los tribunales que correspondan por las eventuales responsabilidades de ese carácter que afectaren a aquéllas o a sus directores, ejecutivos o trabajadores.

n) Impartir instrucciones de carácter general a los organismos fiscalizados, para que publiquen con la periodicidad que la Superintendencia señale, información suficiente y oportuna de interés público, relativa a su situación jurídica, económica y financiera, además de antecedentes sobre la estructura de gobierno corporativo y de administración superior que posean.

ñ) Elaborar y publicar las estadísticas referentes a los regímenes de seguridad social dentro del ámbito de su competencia.

o) Elaborar y publicar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral, que incluirá los resultados alcanzados, los principales hitos en el desarrollo de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, y los avances que se registren en el logro de los objetivos, indicando niveles de cumplimiento de los mismos y perspectivas para el futuro. Además, recopilará, consolidará y sistematizará la información que proporcionen los organismos administradores de la ley Nº 16.744 y las diversas instituciones públicas con competencias en materias de seguridad y salud laboral, directamente o  a través del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

Dicha Memoria se remitirá al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a más tardar el mes de mayo de cada año.

p) Difundir los principios técnicos y sociales de seguridad social, mediante la divulgación de los textos legales correspondientes y del resultado de su aplicación.

q) Desempeñar las demás funciones que le encomienden las leyes.”.

3) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- La Superintendencia de Seguridad Social será la autoridad técnica de fiscalización de las instituciones de previsión, dentro del ámbito de su competencia.

 La supervigilancia de la Superintendencia comprenderá los órdenes médico-social, financiero, actuarial, jurídico y administrativo, así como también la calidad y oportunidad de las prestaciones.”.

4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Un funcionario con el título de Superintendente de Seguridad Social es el Jefe Superior de la Superintendencia y tiene la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

El Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes, serán nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882. Al efecto, el Superintendente tendrá el grado 1°, de la escala de fiscalizadores correspondiente al primer nivel jerárquico, y los cargos de Fiscal e Intendentes, grado 2° de la escala de fiscalizadores, correspondientes al segundo nivel jerárquico.

Corresponderá al Superintendente, especialmente: 

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia.

b) Establecer oficinas regionales o provinciales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

c) Dictar los reglamentos e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento de la Superintendencia.
d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes.
e) Ejercer, respecto del personal de la Superintendencia, todas las atribuciones que corresponden a un jefe superior de servicio.

f) Encomendar a las Intendencias de la Superintendencia, a su Fiscalía, y a las unidades que componen su organización interna, las funciones que estime necesarias.
g) Aplicar las sanciones que señalen las leyes.
h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Rendir cuenta anualmente de su gestión, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.
j) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.”.

5) Derógase el artículo 6°.
6) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- El personal de la Superintendencia se regirá por la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal que se asigne a tales funciones no podrá exceder del 10% del personal a contrata de la institución.”.

7) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- La Superintendencia se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y las funciones que correspondan a cada una de sus unidades.”.

8) Deróganse los artículos 9° y 10.

9) En el artículo 11:

a) Elimínase la frase “de la planta”, y

b) Sustitúyese la oración “de las entidades que fiscalice” por “en las entidades que fiscalice”.

10) Deróganse los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20.

11) En el artículo 23:

a) Sustitúyese la expresión “el artículo 15° del decreto con fuerza de ley N°245, de 1953”, por la siguiente: “la ley N° 18.833”, y

b) Reemplázase la expresión “al control”, por “a la supervigilancia”.
12) Deróganse los artículos 26, 28 y 29. 

13) Sustitúyese en el artículo 30 la oración “seguro sobre accidentes del trabajo se regirá por las disposiciones pertinentes de las leyes de previsión social”, por “Seguro Social contra Riesgos del Trabajo y Enfermedades Profesionales que se rige por la ley N° 16.744 y sus reglamentos”.

14) Derógase el artículo 31.

15) Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 “Artículo 32.- La constitución de sociedades u organismos filiales de las instituciones de previsión social sometidas a la supervigilancia integral de la Superintendencia de Seguridad Social deberá ser autorizada por esa Superintendencia. Asimismo, estas sociedades u organismos filiales estarán sometidas a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que le corresponda a otros organismos.”.

16) Deróganse los artículos 33 y 34.

17) Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- En el ejercicio de su labor fiscalizadora, la Superintendencia deberá siempre informar a la entidad respectiva  acerca de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias proporcionales al objeto de la fiscalización.

Para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, la Superintendencia podrá inspeccionar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las instituciones sometidas a su supervigilancia, y requerir de ellas o de sus administradores, asesores, auditores o personal, los antecedentes y explicaciones que juzgue necesarios. Igualmente, podrá solicitar la entrega de los documentos o libros o antecedentes que sean necesarios para fines de fiscalización, sin alterar  el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos de las entidades fiscalizadas que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en su domicilio o en la sede principal de su actividad.

También la Superintendencia podrá requerir a los organismos fiscalizados que le proporcionen la información necesaria para desarrollar sus funciones a través de medios electrónicos, como asimismo que se le otorgue acceso a los sistemas de información que posean estas instituciones, en los casos que determine a través de sus instrucciones y adoptando todas las medidas necesarias para asegurar el resguardo de la confidencialidad de la información sensible.

Además, podrá solicitar declaración por escrito o citar a declarar a los jefes superiores, representantes, administradores, directores, asesores, auditores y dependientes de las entidades o personas fiscalizadas, en los casos en que lo estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.”.
18) Deróganse los artículos 36 y 37.

19) En el artículo 38:

a) Agrégase en el párrafo inicial, a continuación de la frase “instituciones de previsión social”, la siguiente: “sometidas a su fiscalización”.

b) Elimínase en la letra b) la expresión “los funcionarios de”.

c) Derógase la letra c), pasando las siguientes a ser letras c), d) y e), respectivamente, y

d) Sustitúyese la letra f), que pasa a ser letra e), por la siguiente:

“e) Fijar la interpretación de las leyes y reglamentos de previsión social y ordenar a las instituciones sometidas a su fiscalización que se ajusten a esta interpretación.”.

20) Reemplázase el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- La Superintendencia de Seguridad Social tendrá competencia para investigar, examinar, revisar y pronunciarse sobre todos los actos de las gestiones administrativas y técnicas de las instituciones fiscalizadas, en las materias de su competencia, y en el otorgamiento de los beneficios a sus asegurados; establecerá si se han cumplido las leyes vigentes referentes a inversiones y otorgamiento de beneficios y, en especial, conocerá los gastos e inversiones de las entidades sometidas integralmente a su supervigilancia.”.

21) Agrégase en el artículo 40, a continuación de la expresión “y servicios”, la palabra “públicos”.

22) Deróganse los artículos 41, 42 y 43.

23) Elimínase en el artículo 45 la oración “ésta litigará en papel simple y”.

24) Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:
“Artículo 46.- El Superintendente deberá observar todo acuerdo de los directorios o consejos de las instituciones fiscalizadas que estime contrario a las leyes vigentes o al interés de las instituciones. Esta facultad deberá ejercerla por escrito y dentro del plazo de siete días hábiles, contado desde la fecha en que conste la recepción del acuerdo en la Superintendencia.

Los directorios o consejos de las entidades cuyos acuerdos hayan sido observados por el Superintendente en razón del interés de dichas entidades, podrán, con  los votos de los dos tercios de sus integrantes, insistir en dicho acuerdo, en cuyo caso deberá cumplirse.

En todo caso, la entidad fiscalizada deberá adoptar todas las medidas necesarias para velar por el adecuado cumplimiento del acuerdo insistido, debiendo registrar los resultados del mismo. Deberá informar de dichos resultados a la Superintendencia con la periodicidad que ésta determine.”.
25) Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:

“Artículo 47.- Las entidades fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia de todo hecho relevante que pueda afectar su gestión o el otorgamiento oportuno de los beneficios correspondientes, en un plazo máximo de veinticuatro horas desde su ocurrencia, conforme a las instrucciones que ésta haya impartido al efecto. En todo caso, mediante normas de aplicación general, la Superintendencia deberá indicar expresamente el sentido y alcance de los hechos relevantes que deben ser informados.”.
26) En el artículo 48:

a) Sustitúyese el inciso primero por los siguientes: 

“Artículo 48.- Será facultad de la Superintendencia de Seguridad Social ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios que correspondan a las instituciones públicas sometidas a su fiscalización, para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tienen los jefes de servicios respectivos.
En las demás entidades fiscalizadas, la Superintendencia podrá ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios pertinentes para acreditar las infracciones y las responsabilidades que correspondan en los hechos investigados.”, y
b) Agrégase en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, entre las palabras “instituciones” y “fiscalizadas”, la palabra “públicas”.

27) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- De conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 35, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sujetas a la fiscalización de la Superintendencia estarán obligados a prestar declaración en los casos en que sean requeridos y, si no lo hicieren, previa aplicación del procedimiento sancionatorio y mediante resolución fundada, se les podrá aplicar una multa de hasta cien unidades de fomento.”.

28) Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Superintendente podrá requerir a las entidades fiscalizadas o al jefe de servicio respectivo evaluar la suspensión de sus funciones a los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores, hasta por 30 días, como medida preventiva durante la tramitación de un procedimiento sancionatorio, cuando estime que esta medida es indispensable para el desarrollo y buen resultado de las diligencias decretadas.”.
29) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Si de los procedimientos sancionatorios resultare comprometida la responsabilidad de algún consejero, director, vicepresidente o administrador de las instituciones sometidas a su fiscalización, se aplicarán las sanciones del artículo 57 de esta ley.”.
30) En el artículo 53:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el correspondiente sumario,” por “el procedimiento sancionatorio que corresponda,”, y
b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Las sanciones que resulten del procedimiento indicado se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil de los directores, consejeros, vicepresidentes o administradores de las instituciones sometidas a su fiscalización, que responderán, solidariamente, con arreglo a las leyes, por los perjuicios que hayan irrogado a la institución o a los beneficiarios de los regímenes de seguridad social que administren, por la aplicación del acuerdo insistido.”.
31) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- En caso de realizar auditorías, las instituciones fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia los resultados de las mismas y las medidas correctivas aplicadas en caso de ser necesarias, conforme a lo instruido por dicho Servicio.”.
32) Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, los que se notificarán al presunto infractor por carta certificada, remitida al domicilio que éste tenga registrado ante la Superintendencia, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o las instrucciones o dictámenes emitidos por la Superintendencia en uso de sus atribuciones y la sanción asignada.

Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, y podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan. 

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.”.

33) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Articulo 56.- Cumplidos los trámites señalados en el artículo anterior, el instructor del procedimiento sancionatorio emitirá, dentro de cinco días hábiles, un dictamen fundado en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de quince días hábiles, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos. En este caso deberá dar  audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.”.

34) En el artículo 57:

a) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “1.000” por “15.000”, y 

b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser cuarto:

“El monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Se entenderá que son infracciones reiteradas cuando se cometan dos o más de ellas en los últimos veinticuatro meses.

En todo caso, los consejeros, directores, vicepresidentes y administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, o se les apliquen multas por infracciones reiteradas, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años contado desde la fecha en que surta efectos la resolución que aplique la respectiva medida disciplinaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de esta ley.”.

35) En el artículo 58:

a) Reemplázase en el inciso primero  el vocablo “diez” por “quince”;

b) Elimínase su inciso segundo, y

c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser segundo, por el siguiente:

“La reclamación se tramitará en cuenta y con preferencia, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, que deberá remitirse en el plazo de seis días hábiles. Vencido este plazo, el tribunal procederá a la vista de la causa y resolverá sin más trámite. En contra de la resolución que dicte la Corte, no procederá recurso alguno.”.
36) Reemplázase en el artículo 59 la palabra “transcrita” por “notificada”.

37) Sustitúyese el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen una multa tendrán mérito ejecutivo.
El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 58.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a esta ley deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

La cobranza de las multas impagas corresponderá a la Tesorería General de la República, que para estos efectos aplicará los procedimientos administrativos y judiciales establecidos por el Código Tributario para el cobro de los impuestos morosos.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legal o convencionalmente serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario. Si la multa no fuere procedente y, no obstante hubiese sido enterada, la Superintendencia o la Corte en su caso, deberán ordenar que se devuelva, debidamente reajustada, en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del citado Código.”.
38) Deróganse los artículos 61 y 65.

39) Reemplázase el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d) Los frutos de sus bienes.

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

h) Otros recursos que establezcan las leyes.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que crea las Plantas de la Superintendencia de Seguridad Social y fija requisitos de ingreso:

1) Agrégase a continuación de la expresión “JEFE SUPERIOR DE SERVICIO” la siguiente: “Primer Nivel Jerárquico”.

2) Sustitúyese la expresión “De exclusiva confianza” por “Segundo Nivel Jerárquico”.

3) Reemplázase la palabra “Subdirector” por “Intendentes”, y, en el número de cargos frente a dicha denominación, sustitúyese el guarismo “1” por “2”.

4) Reemplázase la denominación “Subdirector Fiscal” por “Fiscal”.

Artículo 3°. Elimínase del artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882, la expresión “Superintendencia de Seguridad Social,”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen desde la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos.

Artículo segundo.- Auméntase la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Seguridad Social en 15 cupos.

Artículo tercero.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo cuarto.- En tanto los cargos calificados como de Alta Dirección Pública no se provean conforme a las normas del Título VI de la ley N° 19.882, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que los sirvan continuarán percibiendo las remuneraciones propias del régimen al que se encuentren afectos.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 11 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 17 de junio de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE INHABILIDADES PARA INTEGRAR EL DIRECTORIO DE UNA SOCIEDAD DEPORTIVA PROFESIONAL

(7505-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Escalona.  


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus integrantes, la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señorita Macarena Lobos.

- - -


Cabe hacer presente que al iniciarse la tramitación de la presente iniciativa, con fecha 1 de marzo de 2011 la Sala del Senado había dispuesto que debía ser conocida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Posteriormente, con fecha 4 de junio 2013, la misma Sala acordó que debía ser analizada exclusivamente por la Comisión de Hacienda.


Debe consignarse, asimismo, que de conformidad con lo dispuesto en al artículo 127 del Reglamento de la Corporación, el proyecto de ley fue discutido en general y particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad incorporar una nueva inhabilidad para integrar el directorio de una Sociedad Anónima Deportiva Profesional y ser miembro de una Comisión de Deporte Profesional, ambas establecidas en la ley N° 20.019, que regula las sociedades anónimas deportivas profesionales.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Ley Nº 20.019, que regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales.

2.- Ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al proyecto de ley da cuenta, en primer lugar, de la finalidad de incorporar una nueva prohibición para integrar el directorio de una Sociedad Anónima Deportiva Profesional y ser miembro de una Comisión de Deporte Profesional, ambas establecidas en la ley Nº 20.019, que regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales (SADP).

Reseña, enseguida, que el fútbol es un deporte que tiene un impacto que trasciende lo puramente comercial, pues se trata de una actividad de interés público con fuerte influencia en la recreación, esparcimiento y estado de ánimo de las chilenas y chilenos. Por tal razón, resulta de gran importancia avanzar en una mayor transparencia de las relaciones comerciales que en él se desarrollan, diferenciando con claridad a quienes buscan servir al fútbol de manera desinteresada de quienes lo hacen con ánimo de lucro.

En relación con el rol que a las SADP cabe, señala que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de del Título II de la ley Nº 20.019, “...tienen por objeto exclusivo organizar, producir, comercializar y participar en actividades deportivas de carácter profesional y en otras relacionadas o derivadas de éstas”. Fueron creadas, añade, con el propósito de establecer un marco regulatorio y una estructura jurídica capaces de modernizar, profesionalizar e incrementar la fiscalización sobre los clubes deportivos, contribuyendo a un mejor cumplimiento del rol social de los mismos. Al mismo tiempo, buscan asegurar una mayor captación de recursos por parte de los clubes, por la vía, principalmente, de la incorporación de nuevos socios y accionistas.

Respecto de la regulación de que son objeto, indica la Moción que una SADP constituye un tipo de organización deportiva profesional, al igual que las corporaciones o fundaciones constituidas en conformidad a la precitada citada ley, correspondiendo al Instituto Nacional del Deporte administrar el Registro de Organizaciones Deportivas Profesionales.

De acuerdo al artículo 15, finaliza, no pueden integrar el Directorio de una sociedad anónima deportiva profesional ni ser miembros de una Comisión de Deporte Profesional:

a) Las personas condenadas por delitos contemplados en las leyes que sancionan hechos de violencia en recintos deportivos y establecen normas sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas;

b) Quienes sean o hayan sido, en los últimos dos años, directores o miembros de la Comisión de Deporte Profesional de otra corporación, fundación o sociedad anónima deportiva profesional distinta que participe en la misma competencia, y

c) Quienes estén al servicio de la Administración Pública o de la organización de competencias deportivas profesionales, cuyas labores se relacionen directamente con las actividades de las organizaciones deportivas profesionales. En estos casos, tales personas cesarán en sus funciones públicas o en aquellas que presten a la organización de las señaladas competencias. Sin perjuicio de las incompatibilidades previstas en el inciso primero de esta norma, serán aplicables las situaciones a que hace referencia el artículo 35 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, cualquiera sea la naturaleza de la organización deportiva profesional.

A este último artículo, precisamente, propone la moción incorporar una nueva letra d) que incluya en la inhabilidad que se establece a quienes integren los órganos de administración, ejecución y control de una corporación, fundación u otra persona jurídica sin fines de lucro, con la que se establezcan relaciones comerciales o de lucro.
- - -

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR

El Honorable Senador señor Escalona, autor de la moción, expresó que la realidad que la iniciativa legal, ingresada hace más de dos años, pretende abordar, ha vuelto a cobrar pública relevancia en el último tiempo. Es así como, a raíz del surgimiento de antecedentes que dan cuenta del financiamiento que el club deportivo Unión Española Sociedad Anónima Deportiva ha recibido de la Universidad SEK, corporación sin fines de lucro, ha quedado de manifiesto la necesidad de establecer una nueva inhabilidad para quienes pretendan integrar el directorio de una Sociedad Anónima Deportiva Profesional o ser miembros de una Comisión de Deporte Profesional.  

En consonancia con lo expuesto, agregó, el proyecto de ley que se propone es del siguiente tenor:

“Artículo único.- Agrégase, en el artículo 15 la ley N° 20.019, que regula las sociedades anónimas deportivas profesionales, la siguiente letra d), nueva:


“d) Quienes integren los órganos de administración, ejecución y control de una corporación, fundación u otra persona jurídica sin fines de lucro, con la que se establezcan relaciones comerciales o de lucro.”.”.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular, fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Kuschel y Lagos, y se abstuvo el Honorable Senador señor Novoa. 

- - -


En mérito del acuerdo adoptado precedentemente, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación, en general y particular, del presente proyecto de ley, cuyo texto es el siguiente 


PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase, en el artículo 15 la ley N° 20.019, que regula las sociedades anónimas deportivas profesionales, la siguiente letra d), nueva:


“d) Quienes integren los órganos de administración, ejecución y control de una corporación, fundación u otra persona jurídica sin fines de lucro, con la que se establezcan relaciones comerciales o de lucro.”.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 18 de junio de 2013, con asistencia los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 18 de junio de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, 

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE LA ELECCIÓN DIRECTA EN VOTACIÓN UNIVERSAL DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO REGIONAL, LE OTORGA INICIATIVA DE LEY EN MATERIAS DE TRIBUTOS QUE GRAVEN ACTIVIDADES O BIENES QUE TENGAN UNA CLARA IDENTIFICACIÓN REGIONAL O LOCAL Y FIJA REGLA PARA PROCEDER A SU REEMPLAZO EN CASO DE VACANCIA DEL CARGO

(8998-06)

El 28 de octubre del año 2009 fue publicada en el Diario Oficial la ley número 20.390 que modificó la Constitución Política de la República en diversas materias relativas al Gobierno y la Administración Regional.

Dentro de las materias más relevantes que dicha reforma introdujo fue aquella que dice relación con la composición del Consejo Regional, establecida en el artículo 113 de la Constitución Política.

Dicho nuevo artículo 113 estableció una sustancial modificación a dicho Consejo estableciendo que:

“El Consejo Regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.”

En virtud de lo precedentemente citado, los Consejeros Regionales, serán elegidos a partir de la próxima elección de manera democrática y directa por sufragio popular, y ya no de manera indirecta como era hasta la fecha, en la que eran designados por la elección efectuada entre los concejales electos en cada Provincia.

Actualmente se encuentra en segundo trámite constitucional, en el Senado, un proyecto de ley que introduce una serie de Reformas a la ley 19.175 sobre Gobiernos Regionales, (Boletín 7963-06) dentro de las cuales están una serie de modificaciones al Consejo Regional de manera de cumplir con el mandato dado por la Reforma Constitucional promulgada el año 2009.

Sin perjuicio de valorar los esfuerzos realizados tanto por los distintos Gobiernos, así como también por el Congreso Nacional, para lograr avances efectivos en materia de descentralización, hemos constatado al interior del actual debate en particular dado en la Comisión sobre el proyecto de ley “relativo al fortalecimiento de la regionalización del país” (Boletín 7963-06), de que es necesario aprobar una nueva reforma a la Constitución en materia de Consejos Regionales para que este órgano responda a una verdadera elección democrática de todos sus integrantes, sobretodo su Presidente y para que además este órgano, tenga las suficientes atribuciones y competencias que le permitan “hacerle el peso” al otro órgano del Gobierno Regional como es el Intendente y que representa al poder central.

Por lo anterior y en la misma línea del proyecto de reforma Constitucional presentado el año 2012 por un grupo de Senadores, es que proponemos una nueva reforma constitucional que establezca la elección del Presidente del Consejo Regional por sufragio universal en votación directa, y no como es en la actualidad en que este es elegido por mayoría absoluta por los mismos  Consejeros Regionales.

De esta forma para cada elección, existirán por un lado las listas conformadas para elegir a los Consejeros Regionales, y por la otra y en forma separada las listas para elegir el cargo de Presidente del Consejo Regional, de manera semejante  a lo que ocurre en la actualidad en materia de elección de Alcaldes y Concejales.

Junto con lo anterior, y siguiendo la misma línea de elección popular de este cargo, es que proponemos que en caso de vacancia del cargo de Presidente del Consejo Regional por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 113, este sea reemplazado por el candidato que hubiera obtenido la segunda mayoría de sufragios en la elección anterior.

Creemos que esta reforma, tiene un alto grado de importancia en materia de descentralización, así como también en materia de profundización democrática, pero además permitirá también la mayor igualdad de los independientes y su mayor inclusión, puesto que para el cargo de Presidente de Consejo Regional, no existirá una elección proporcional al número de votos que obtenga la lista, como es el caso de los Consejeros, sino que una elección según el número de votos que obtenga uninominalmente cada candidato, lo que permitirá, sin duda un mucho mejor cumplimiento del principio de igualdad entre independientes y partidos políticos establecido en el artículo 18 de la Constitución Política.

Además de lo anterior, creemos necesario “rescatar” una buena idea contenida en el proyecto presentado el año 2012 por un grupo de Senadores y que dice relación con  otorgar al Presidente del Consejo Regional, la iniciativa de ley en las materias a que se refiere el artículo 19 N°20 de la Constitución política, respecto a los tributos que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local. 

Con la discusión de esta quizás simbólica, aunque no modesta facultad, creemos que sin duda al menos iniciaremos un debate sobre la necesaria descentralización financiera de las Regiones, sobretodo en relación con los recursos que son generados en la Región y que hasta hoy en día son destinados al patrimonio nacional, sin que muchas de las veces las Regiones reciban como inversión lo recaudado por la explotación de sus recursos naturales, lo que sin duda constituye una profunda injusticia e iniquidad entre las diversas Regiones

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente. 

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único: Sustitúyase el artículo 113 de la Constitución Política de  la República por el siguiente artículo 113 nuevo:

Artículo 113. El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.

El consejo regional estará integrado por el Presidente del Consejo Regional y los Consejeros Regionales todos elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. 

Tanto el Presidente del Consejo Regional así como los Consejeros Regionales durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.

Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica constitucional establezca.

Lo señalado en los incisos precedentes respecto del consejo regional y de los consejeros regionales será aplicable, en lo que corresponda, a los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis.

La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 65, corresponderá al Presidente del Consejo Regional iniciativa para proponer proyectos de ley que tengan relación con las materias a que se refiere el artículo 19 N°20, respecto a los tributos que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local.

El presidente del Consejo Regional cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos.

En caso de vacancia del cargo de Presidente del Consejo Regional por cualquiera de las causales señaladas en el inciso precedente, este será reemplazado por el candidato que hubiera obtenido la segunda mayoría de sufragios en la elección anterior.
Corresponderá al consejo regional aprobar el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta en la Ley de Presupuestos, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación.

Los Senadores y Diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimen conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional y tomar parte en sus debates, sin derecho a voto. 

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.

9

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES GÓMEZ Y PROKURICA, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.571 CON EL OBJETO DE INCENTIVAR EL DESARROLLO DE GENERADORAS RESIDENCIALES Y HACER APLICABLE SUS DISPOSICIONES A TODOS LOS SISTEMAS ELÉCTRICOS DEL PAÍS

(8999-08)

Considerando:

1. Que las Energías Renovables No Convencionales, ERNC, están cada día mejor evaluadas, tienen un mayor desarrollo tecnológico y resultan competitivas respecto de las energías convencionales.
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2. Que los consumidores, personas naturales, comunidades, edificios, comercio, casas en sectores rurales, cuentan con la posibilidad técnica de instalar paneles fotovoltaicos, pequeñas unidades de generación eólica, y en el caso de los sectores aledaños rurales, aprovechar pequeñas caídas de agua, y con ello transformarse en productores de pequeñas unidades de generación de energía eléctrica.

3. Que esta modalidad ha significado un importante cambio de hábito en las personas al promover un mejor uso de la energía, eficiencia y ahorro, de lo que existe experiencia suficiente en muchos países como Alemania, Italia, Dinamarca, Japón, Australia, Canadá, México y en algunos estados de Estados Unidos como California, todos los cuales han implementado dichos sistemas de generación residencial, por lo cual los mismos han adquirido un rol cada vez más relevante en la solución de las demandas de energía eléctrica.

4. Que en el año 2012 se dictó la Ley 20.571 que permite este tipo de generación eléctrica y fomenta el el principio de energía distribuida, altamente conveniente para un país como el nuestro, que tiene un enorme potencial de ERNC.

POTENCIAL ENERGÉTICO

	TIPO DE ENERGÍA
	POTENCIAL DE CHILE

(MW)

	Solar (UTFSM, C. Horn)
	100.000

	Mareomotriz (Garrad Hassan)
	164.000

	Geotermia (A. Lahsen, A. Hauser)
	16.000

	Pequeñas y medianas centrales (ACERA)
	33.000

	Eólica (Megawind, mapas eólicos)
	5.000

	Biomasa (FAO 2007)
	6.000

	TOTAL
	324.000


5. Que la Ley 20.571 publicada el 22 de Marzo del 2012, aún tiene un reglamento pendiente, en el cual se ha fijado un acuerdo con el Ejecutivo para hacerlo más atractivo y simple.

6. Que en el análisis de esta situación se ha visto la necesidad de potenciar aún más y facilitar la instalación de los pequeños consumidores denominados BT1 (clasificación de tarifa establecida para consumos domiciliarios, con tope de 10KW).
7. Que se dictará este reglamento simplificado, atractivo, pero que es conveniente mejorar las tarifas que se le cancela a las personas que hacen dicho emprendimiento.

Venimos en presentar la siguiente:

MOCIÓN DE LEY

LEY DE GENERADORAS RESIDENCIALES, MICROGENERADORAS Y DE MEDICIÓN NETA

PERFECCIONA LA LEY N° 20.571 QUE REGULA EL PAGO DE LAS TARIFAS ELÉCTRICAS DE LAS GENERADORAS RESIDENCIALES

Artículo 1°. En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso cuarto, cámbiese la cifra “100” por “300”.
Artículo 2. En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso sexto la siguiente oración final:

“La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW deberá ser cancelada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo ser cancelada en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”

Artículo 3. En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso noveno la siguiente oración final:

“Si con ocasión o a consecuencia de la implementación del sistema de generación residencial fuere necesario reforzar la red de distribución, la inversión económica que dicho reforzamiento conlleve, se financiará con cargo al valor agregado de distribución.”

Artículo 4. Agréguese al Artículo único de la Ley 20.571 un nuevo artículo 149 sexto:

“Esta ley se aplicará a todos los sistemas eléctricos del país, sean menores, iguales o mayores a 200 MW.”

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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